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PRESENTACION

El derecho econémico fue originalmente una rama desprendida del
derecho administrativo, que se fragué en nuestro pais, muy lenta-
mente, a partir de los afios 20 de este siglo. Conforme avanzé la
intervencién del Estado en la economia, y con ello, las facultades
de regulacién, las empresas pablicas, el gasto oficial, el endeuda-
miento, y la prestacién de servicios sociales a la poblacién, en la
bisqueda de la justicia social y de la modernizacién econémica,
proliferaron ordenamientos encaminados a regir la economia.

Para otros, el derecho econémico nunca ha llegado a contar
con autonomia, y se trata realmente de un reacomodo de institu-
ciones juridicas, principios y normas que regulan los procesos eco-
némicos; y no una rama cientifica. Se trata, para ellos de un reaco-
modo con fines analiticos y pedagdgicos.

Independientemente de las dos grandes posturas, destaca que
alin no se integra una corriente doctrinaria que le proporcione
rigor cientifico e ilumine las evoluciones de esta rama juridica. Es
asi que este trabajo merece ser saludado con interés por los es-
tudiosos, ya que pretende contribuir a colmar algunas de las lagu-
nas académicas, y que deberd seguirse por otras obras, toda vez
que a partir de la década de los 80 se aprecia un giro que pone
en entredicho las conclusiones, pocas por cierto, que se habian
logrado en afios pasados: el intervencionismo estatal, el sector
pliblico expansivo y el dinamismo del gasto, asi como la regulacién
de la vida social, han cedido lugar a la reforma del Estado, la
reestructuracién paraestatal, el saneamiento de las finanzas puabli-
cas, el reequilibrio entre el poder estatal y la sociedad, y la implan-
tacién de una nueva economia fincada en la eficiencia, la produc-
tividad y la iniciativa particular.



Este cambio radical, es evidente, impacta en el mundo del
derecho, puesto que corresponde a la jurisprudencia establecer las
reglas de la convivencia. Es posible que el referido cambio dé
aliento mayor a los estudiosos que miran el derecho econdémico
como la sistematizacién de contenidos de las diversas disciplinas
juridicas que componen el derecho piblico, el derecho privado
y aun el derecho social.

Asi, junto al derecho piblico econdémico, cimentado en el uso
de la coercién y en las facultades de imperio del Estado, debera
darse espacio al acuerdo de voluntades propio del derecho privado;
junto al valor justicia social, deber4 estar cerca el valor eficiencia
y la creatividad de los agentes privados; al valor soberania eco-
némica deberd aproximairsele el valor reinsercidén equilibrada en
la economia internacional.

Lic. Jost Francisco Ruiz MASSIEU
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SOBRE EL CONTENIDO DE LA DEFINICION
DE DERECHO ECONOMICO

Victor Huco Lares RoMEero

Ya otros autores han analizado el problema de la definicién del
derecho econémico. En el extranjero es motivo del trabajo de los
juristas desde hace ya décadas." En América Latina el interés por
esta “realidad” juridica es escaso y mas tardio.” En México es
hasta la década de los 70 que este derecho comienza a ser objeto
de estudios por parte de la doctrina.®

No existe acuerdo con respecto al contenido y al alcance de
este derecho; algunos lo consideran como un método o una disci-
plina juridica, es decir como una manera particular de enfocar
los problemas juridicos.* Otros hablan de él como una rama juri-
dica.’ Otros mis lo consideran como un orden juridico nuevo; el
orden juridico que seria de alguna manera la continvacién y
el susituto del modelo juridico liberal, su antitesis y su nega-

1 Por Hedamen en Alemania, J. Grunzgue des Wirrtschafsrechts, 1922
En la URSS, por Pachukanis en los afios 30. Por Champaud en Francia en los
anos 60. Para mencionar algunos de los mis representativos.

2 J. Olivera, Derecho Econémico, Buenos Aires, 1971, Roberto Goldschmidt,
“El Derecho Econémico”, revista La Ley, tomo 61, 15 de noviembre de 1952,
piginas 754 y ss.

3 Héctor Cuadra, “Reflexiones sobre el derecho econémico”, Estudios de
Devecho Econémico I, México, unaM, 1979; Jorge Witker, “‘Derecho, desarrollo
y formacién juridica®, Antologia de estudios sobre enseanza del derecho
(compilador: J. Witker), México, uNam, 1979, p. 275, y Andrés Serra Rojas,
Derecho Econdmico, Ed. Porrta, 1981; Hugo Rangel Couto, E! Derecho eco-
némico, Ed. Porria, 1980.

4 Vasseur, “Un nouvei essor du concept contractuel; les aspects juridiques
de Peconomie contrerteé et contractuelle”, Revue du Droit Civil, 1964, p. 1;
Claude Chapaud, “Contribution 2 la definition du Droit Economique”, Dalloz,
1967, XXIV, p. 215. '

8 R. Savy, Droit Public Economique, Dallos, Parfs, 1972; Farjat, Drozt
Economique, »U¥, Themis, Paris, 1982.

11



ci6n.® En fin, no han faltado quienes lo han colocado en un plano
puramente ideal.’

Hechas estas aclaraciones nuestro estudio tiene los siguientes
limites.

Primero, puesto que el problema de la definicién ya ha sido
tratado en otros trabajos, y con éste los problemas relativos a la
autonomia y al lugar del derecho econémico en los diferentes mo-
delos juridicos,® nuestro propésito no es el de reproducir esos es-
tudios, sino hacer un an4lisis mas detallado a fin de clarificar y
explicar el significado de las diferentes definiciones. Aun cuando
sélo abordemos unas cuantas con el fin de poder hacer de ellas un
analisis més minucioso.

Segundo, tratar de descubrir si existen elementos comunes que
permitan superar un tanto las controversias en torno a éste o tratar
de inferir un concepto objetivo del derecho econémico. En otros
términos se trata en este estudio de examinar los diferentes con-
ceptos de este derecho teniendo en cuenta sus elementos objetivos
que no los meramente subjetivos. . :

Ciertamente las dificultades son enormes, en primer lugar, por-
que se trata de descubrir elementos comunes en autores .que.en
ocasiones adoptan perspectivas “cientificas” completamente dife-
rentes. Luego entonces, aplicar un solo criterio de unificacién pue-
de resultar engafioso por deformador.

Un primer criterio implicito en el anilisis.ser el de buscar las
relaciones entre las definiciones que se abordarin en el derecho
positivo. La tarea es complicada, pues se trata de un tema que
reviste una especial dificultad. Para ilustrar lo anterior piénsese
en otros tipos del derecho. Asi, el derecho del trabajo debiera en
principio regular todas las relaciones de trabajo; el derecho del
consumo reglamentar las “relaciones de consumo”.

¢ Farjat, op. cit.,, pp. 14 y ss.

7 P. 8. Proudhon, De la capacité politique des classes ouvrieres, quien
deseaba la creacién de un ‘‘derecho econémico” que resolveria las contradic-
ciones sociales por “conciliacién universal”. Citado por A. Jacquemin et G.
Schrans.

8 Le Droit Economique, Col. Qué Sais-je?, pur, Paris, Francia, 1979,
péginas 22 y ss.
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En esc orden de ideas, el derecho econémico serd el conjunto
de normas cuyo objeto son las relaciones econémicas, ;pero las re-
laciones de trabajo no son a su vez relaciones econémicas?

En efecto, pareciera que para poder hablar de una nueva rama
del derecho es necesario una cierta especificidad; de lo contrario
habria confusién entre las ramas del derecho, perdiéndose asi una
de las funciones de los analisis cientificos como es la de poder dis-
tinguir unas normas por medio de la sistematizacién que se hace
para clarificar los problemas y no oscurecerlos.

Hablar de derecho econémico exige, al menos en una primera
aproximacién al tema, una especificidad en cuanto a relaciones
econdmicas consideradas indiscriminadamente.

Un criterio més a tomar en cuenta es el hecho de que las re-
laciones entre la economia y el derecho son replanteadas por cast
todos los analistas de derecho econémico. En este sentido, no se
hace aqui un estudio acerca del significado que cada uno de los
autores atribuye a esta relacién.

Sin embargo, es conveniente abordar el problema pero desde
otra perspectiva. Esta perspectiva va a ser la de utilizar los resul-
tados de la ciencia econdmica para aplicarlos al derecho econémico
con el fin de que sirvan como guia en esta investigacién. Esta
interdisciplinariedad es impuesta por los hechos y no fruto tnico
de la reflexién, en el sentido de que determinadas estructuras socia-
les corresponden a ellas ciertas estructuras juridicas.

Establecidos estos criterios, que marcan a la vez los limites de
este trabajo, es conveniente sefialar que las diferentes definiciones
de derecho econbémico son, o bien, amplias respecto al contenido
que consideran, o bien, parciales. Por otro lado ambas presentan
ventajas y desventajas. Es por eso que trataremos siempre los pros
y los contras de las definiciones amplias y de las definiciones par-
ciales.

13



L LAS DEFINICIONES AMPLIAS DE DERECHO
ECONOMICO - :

A) La definicién ‘de derecho econdmico mas sencilla cabe' dentro

de estas concepciones; segtin ella esta disciplina es “el derecho de

las relaciones humanas propiamente econémicas”.® Co
» 1) Las ventajas son:

a) Este concepto pone en evidencia la relacién entre la eco-
nomia y el derecho. Luego entonces, permite borrar el engafio del
modelo juridico liberal que consiste en postular la falsa separacién
de la politica y la economia. Siendo ésta la principal funcién atil de
la concepcién estudiada no es la \nica, pues como consecuencia
de ella se infiere, no sélo que la separacion tajante entre la eco-
nomia y el derecho es muchas veces engaiosa, sino méas ain que
muchas de las normas aparentemente neutras pueden tener un
contenido econémico. El afirmar que existe tal separacién es ocul-
tar una serie de relaciones econémicas deformando su aprehensién.

b) Estas definiciones presentan, ademds, la ventaja de abarcar
tanto fendémenos de derecho ptiblico (constitucional, administra-
tivo, penal, etcétera). Como de derecho privado (civil y mercantil
eminentemente). Se supera asi, de alguna manera la summa divisio
del derecho en piblico y privado que méis que divisién es, como
lo sefiala Pietro Barcellona, la subordinacién de la esfera publica
a la esfera privada. Esto significa, en la practica, poner a los po-
deres publicos al servicio de la iniciativa privada y en particular de
los poderes privados econémicos.

2) Las desventajas son:

a) Sobre esta clase de definicién se ha dicho que “la principal
falta que se puede atribuir a esta concepcién extensiva es su hetero-
generidad. Carecer4 de un particularismo suficientemente preciso
para evitar que se encabalgue en otras normas juridicas”.*® Lo que
puede traducirse en confusién.

b) Las concepciones amplias nos presentan los elementos nece-
sarios para un estudio que clarifica las relaciones entre la eco-

® C. Champaud, op. cit., p. 215.
10 Héctor Cuadra, op. cit., p. 9.
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nomia y el derecho, pero son insuficientes para elaborar una siste-
matizacion coherente y- con-la precisién requerida para hacer del
derecho econiédmico una rama del derecho sino, -a lo sumo un mé-
todo de abordar los problemas econémicos en relacién con el
derecho.

¢) Esto quiere decir que lo econdmico como Unico criterio para
calificar a una norma de derecho econémico es un elemento nece-
sario pero no suficiente; en consecuencia no permite identificar nt
distinguir una rama juridica determinada, ni un modelo juridico
determinado pues en todos los modelos juridicos siempre ha habido
una regulacién de los fenémenocs econémicos.

Por otro lado, la amplitud de las concepciones examinadas es
tal que solamente puede hablarse, por un Jado, de derecho eco-
némico y, por otro, de derecho no econémico. Sin embargo, los
autores que describen dicho derecho no lo identifican ni al derecho
mercantil, ni al civil. Breve, es menester la formulacién de hipdte-
sis que resulten mas utiles. Conforme a las definiciones amplias
pareciera que més que estarse refiriendo a una rama del derecho,
se estuviera haciendo alusién a la totalidad de un orden juridico
distinguiendo las normas de contenido econdmico y las restantes.
Habrfa asi un derecho econémico azteca, un derecho econdmico
colonial, un derecho econdémico liberal, etcétera.

B) Una segunda definicién es aquella que lo define no como
una rama nueva del derecho sino como un orden juridico nuevo.™
En este sentido, el profesor Champaud habla de este derecho como
aquel aplicable al orden econémico industrial. En consecuencia
seria el producto de la evolucién econémica:

el derecho econémico es un orden juridico respondiendo a las
normas y a las necesidades de una sociedad en vias de forma-
cién. .. el derecho econémico no es una nueva rama del derecho,
sino un derecho nuevo que coexiste en el cuerpo de reglas juri-
dicas tradicionales de la misma manera que el orden social indus-
trial que se elabora, cohabita con las instituciones del orden social
precedente que no sabria extinguirse bruscamente.’®

11 Champaud, op. cit., pp. 215 y ss.
32 Jbidem.
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1) Ventajas,

Se agregarian a las ventajas ya sefialadas para las definiciones
anteriores, la de presentar una mayor especificidad, pues se trata
de un derecho que regula en particular las relaciones econémi-
cas de la economia industrial.

2) Desventajas.

No obstante contar con una mayor especificidad, el particu-
larismo no es ain suficiente, pues el orden juridico nacido de la.
sociedad industrial es mas amplio que el derecho econémico.”
Piénsese en todo el derecho politico, en las mutaciones que ha
tenido en derecho constitucional (acrecentamiento del poder eje-
cutivo més alla de las facultades econdmicas, en el derecho fami-
liar, etcétera).**

C) Dentro de esta clase de definiciones pueden también con-
siderarse aquellas concepciones que postulan al derecho econémico
como un método 0 una manera de enfocar los problemas. Esta ma-
nera de percibir al derecho es retenido con algunos matices por
Hedeman,® quien si bien no lo considera como una nueva rama
juridica, habla de él como un método realista para la reconsidera-
cién de las ramas juridicas existentes con el objeto de lograr su
“actualizacién”, cosa que no es un servicio de poca importancia.*®

C. Champaud da también otra concepcién que tiene gran se-
mejanza con la que aqui retenemos; él afirma: “considerando
como un derecho original pero a vocacién general, el derecho.eco-
némico se presenta entonces como un espiritu juridico particular
aplicado a un cuerpo de reglas diversas. Sélo el espiritu es verda-
deramente nuevo”." '

Esta concepcién no estd muy alejada de la sustentada por
M. Le Vasseur:

13 Gérard Farjat, Droit Economigue, PUF, 198, p. 20.

1 7bid., p. 19.

15 Considerado como uno de Jos precursores de este derecho en Alemania.
Grundzuge des Wirtschaftsrechts, 1922.

18 Recuérdese cémo una de las criticas méis comunes al derecho es su
inadecuacién con respecto a la realidad. Constiltese al respecto, Eduardo No-
voa Monreal, El derecho como obstdculo al cambio social, México, Ed. Siglo
XXI, 1975. . :

17 C. Champaud, ogp. cit.
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El derecho econémico es un derecho de reagrupamiento y de sin-
tesis, que permite a los juristas enfocar las necesidades de la eco-
nomia en toda su amplitud y de dar cuenta de las reglas que
aquéllas han podido suscitar, cualesquiera que sean las disciplinas
que, bajo diversos aspectos, rigen la actividad econémica... Asi
el derecho econdmico aparece desde hov como una manera de
enfocar y quizid de sentir, en funcién de las necesidades de la eco-
nomja los problemas del derecho.!®

1) Ventajas.

a) En general estas concepciones analizadas acentdan. las con-
veniencias de las definiciones amplias en el sentido de clarificar
el estudio y las funciones del derecho; incluso se llega a una revo-
lucién en las ideas propias al modelo juridico liberal, una de cuyas
bases fundamentales lo es la de ser una “sociedad de derecho”; el
derecho no .es un medio para lograr fines econémicos. El ‘cambio
consistird, precisamente, en esclarecer que ciertaménte la inmensa
mayoria de las relaciones econémicas implican relaciones juridicas.
Una vez que esto esta claro, no hay méis que un paso para poner
el derecho al servicio de la economia.

b) Se hace pues del derecho un instrumento y no un obstaculo
para la realizacién ‘de objetivos econémicos. Son las concepciones
instruruentalistas de] derecho y en particular del derecho eco-
némico.

2) Desventajas.

‘@) Si bien Jas relaciones entre el derecho y la economia se cla-
rifican, se crean nuevas confusiones, que puedan ser mas o menos
graves, segiin la manera de considerar al derecho econémico.

Obviamente no es lo mismo hablar de un método que de una
disciplina, ni menos atn de un “espiritu” nuevo para enfocar al
derecho.

Ciertamente, no son los Unicos problemas, pues aun cuando se
sustente un punto de vista objetivo es dificil distinguir los limites
entre, por ejemplo, una rama juridica v una disciplina juridica,

18 M. Vasseur, Le droit de la réforme de structures industrielles et des
économies régionales, L.G. D.]J.,, 1959. Citado por M. Fajart, Droit Econo-
mique, p. 29. N
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aun para juristas acostumbrados a los pensamientos juridicos més
sutiles y mas finos. '
Como lo sefiala el profesor Farjat,

las ramas del derecho corresponden a una légica y a una coheren-
cia internas del sistema juridico y, bien entendido, también a una
légica “social”. Una disciplina reagrupa, al contrario, normalmen-
te varias normas (juristas de los negocios, juristas de empresas,
penalistas, laboristas, etcétera) e implica también conocimientos
extrajuridicos. Esta distorsién entre rama y disciplina se explica
porque no hay coincidencia normalmente entre las estructuras
juridicas y las estructuras sociales.®

b) Por su parte la nocién instrumentalista del derecho desem-
boca en el economismo. Esta manera de considerar los fenémenos
econémicos juridicos lleva a hacer del jurista el escribano del eco-
nomista; méas aun, culmina en la sustitucién de los valores inheren-
tes al derecho® por aquellos propios a la economia, sobre todo
a la eficacia econémica, todo lo cual concluye en una ‘“‘desjuridi-
zaci6n” de las sociedades. Ahora bien, de la’ misma manera que
es posible la existéncia de derechos méas o menos desarrollados, mas
o menos buenocs, igualmente es un hecho la existencia de modelos’
cconémicos bondadosos o perversos. Tanto el conocimiento eco-
némico, como el derecho pueden ser medios al servicio de un fin,
pero eso no implica necesariamente la subordinacién del derecho
a la economia. He aqui que una de las tareas urgentes del jurista
que se consagre al estudio del derecho econémico es evitar los
errores y los excesos de las concepciones econémicas que ponen

“peligro” no sélo al derecho econémico, sino en general a]
derccho n

18 G. Farjat, Droit Economigue, op. cit., p. 22.

20 Jacquemin et Schrans, Le¢ droit economique, pUF, 1974, pp. 16 v ss.

21 G. Farjat, “Las ensefianzas de medio siglo de derecho econdmico”, po-
nencia general presentada al Coloquio Internacional sobre 75 afios de Evolu-
cién Juridica en el Mundo, realizado en la ciudad de México, bajo los auspicios
del Instituto de Investigaciones Juridicas de la unaum, del 20 al 25 de sep-
tiembre de 1976. Publicado en Estudios de Derecho Econdmico, Vol. 11, 1977,
paginas 7-43.
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Como vemos, las concepciones amplias:tienen diferentes alcan-
zes, comenzando por la mas amplia; a saber, derecho econémico
s toda norma con contenido econémico pasando por aquella con-
forme a la cual se le identifica con el orden juridico propio de los
modelos econémicos industriales, hasta desembocar en las que lo
consideran como un método o como una disciplina. Todas estas
nociones, a pesar de obedecer a principios objetivos, a ser de indu-
dable utilidad, no son suficientes para lograr una sistematizacién
coherente, ni tienen la precisién para hacer del derecho econémico
una verdadera rama del derecho, al menos desde el punto de vista
did4ctico. Mas atn, no refine las caracteristicas necesarias para in-
tegrar una disciplina juridica nueva; a lo sumo seria un método
de analisis para estudiar los fenémenos juridicos.

Si es, pues, la falta de especificidad, el principal inconveniente
para poder integrar al derecho econdémico, es preciso buscar el cri-
terio que permita fundar esta especificidad. La organizacién de la
economia por medio del derecho, no puede proporcionar este cri-
terio puesto que la economia siempre ha estado “organizada” de
alguna manera. Partiendo del hecho que del derecho econémico
se comenz6 a hablar en los paises industrializados cuando sus eco-
nomias habian alcanzado un cierto grado de organizacién econémi-
ca, caracterizado por la acumulacién del poder econémico, pare-
ceria, pues, que es en la modalidad de la organizacién econémica
en donde hay que investigar para tratar de encontrar los contor-
nos generales del derecho econémico, pero sugeridos por la realidad
juridicoeconémica. Esta realidad, que ha sido la que ha puesto
en evidencia lo anacrénico de los conceptos fundamentales clasicos
para explicar al derecho, como lo son la distincién cada vez més
dificil del derecho piblico y privado; dogmas tales como el de la
separacién de lo econémico y lo juridico, ideas como las de la auto-
nomia de la voluntad y de la igualdad de las partes en un contrato,
para no mencionar sino a unos cuantos de entre los conceptos
bésicos. ‘

Ciertamente, dentro de las concepciores amplias se hacen otras
delimitaciones mas; las analizadas hasta ahora son insuficientes.
Pues, caracterizado como el derecho de las sociedades industriales,
“el orden juridico de la sociedad industrial es mas vasto que e
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derecho econémico’”.?” Asi por ejemplo, la concentracién de poder
en manos del Ejecutivo concierne aspectos politicos que salen del
Ambito de lo econémico. En derecho de sucesiones algunas muta-
ciones se producen, pero no por ello dejan de quedar enmarcadas
dentro del derecho sucesorio; lo mismo pueden decirse del derecho
de familia, etcétera.

Es por estas razones que otros autores han tratado de propor-
cionar elementos adicionales con el fin de delimitar el objeto del
derecho econdémico. Es asf como se ha producido lo que podemos
llamar concepciones parciales del derecho econémico.

II. LAS DEFINICIONES PARCIALES DE DERECHO
ECONOMICO

A) El derecho de la intervencién del Estado en las actividades eco-
némicas es la concepcién parcial que con mayor frecuencia es
retenida por los autores.

Esta concepcién esti apoyada en el hecho de que las inter-
venciones econémicas del Estado son cada vez més importantes y
mas frecuentes, al grado de poderse hablar de una “publicizacién”
del derecho privado. Adem4s, las intervenciones del Estado van
frecuentemente acompafiadas por textos juridicos, por lo que
se observa una jungla de disposiciones reglamentarias con conte-
nido econémico.

Autores que han cultivado el derecho econémico desde este
punto de vista son, entre otros:

En México:

Profesor Hugo Rangel Couto, quien aun cuando hace en su
libro El Derecho econémico® el analisis de varias definiciones;
entre otras las del profesor Farjat et Champaud, abordadas en este
trabajo, cuando estudia las normas que a este derecho pertenecen
examina fundamentalmente los mecanismos juridicos de la inter-
vencién del Estado en la Economia, tales como: ‘los principios fun-

22 G, Farjat, Droit Economigue, op. cit., p. 21.

23 Hugo ‘Andrés Rangel Couto, Et Deruho Ecorwm:co Ed. Porrﬁa, Mmu-
co, 1980.
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damentales de] derecho econémico contenidos en la Constitucién
Politica de 1917, la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Pi-
blico, 1a Ley de Deuda Publica, la Ley de Atribuciones del Eje-
cutivo en Materia Econdmica, etcétera.”

El profesor Serra Rojas, en su obra sobre derecho econdmico,*
después de sendos anilisis gencrales de la ciencia econémica y las
nociones generales del derecho aborda el estudio de algunas defi-
niciones de derecho econémico para, finalmente, centrar su estudio
sobre una perspectiva global del marco juridico de la economia,
la intervencién econdémica del Estado, poniéndose especial interés
en la planificacién piblica para, por ultimo, esbozar las carac-
teristicas sobresalientes de la estructura juridica intemnacional que
regula la economia. Si bien es una obra que hace un enfoque
global, pone especial interés en la intervencién econémica del Es-
tado, por lo que constituye més una obra orientada en esta direc-
cién que una obra de derecho privado de la economia. Ahora bien,
es indudable que en los modelos juridicos econémicos de libre
mercado tan importante es la actividad econémica del Estado como
la de los particulares y en ocasiones esta Gltima lo es mas todavia.

En Argentina:

Ya en 1954, Olivera*® —en su obra Derecho econémico—
trataba de sistematizar los problemas y los conceptos fundamenta-
les concerniendo este tipo de derecho hasta llegar a postular a la
intervencién del Estado como un dato sine qua non para identifi-
car al derecho econémico, pero al mismo tiempo, €l restringe su
concepto que de aquél tiene, haciendo de la intervencién econémi-
ca del Estado el género préximo de su definicién y a los actos
normales de asignacién coactiva de los recursos disponibles la di-
ferencia especifica que caracteriza este derecho. Asi pues, como lo
sefiala el profesor Cuadra, “no basta que el Estado realice ocasio-
nalmente actos de asignacién, sino que, en linea de principio, debe

tomar a su cargo una parte del propio proceso de asignacién”.*

24 Ibidem.

25 Andrés Serra Rojas, Derecho Econdmico, Ed. Porria, México, 1981.

26 J. Olivera, Derecho Econdmico, Buenos Aires, Edit. Argentina, 1954.

27 Héctor Cuadra, “Reflexiones sobr= derecho econémico”, Estudios de
Derecho Econdmico, uNam, 1977 pp. 12 y 13,
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Otro autor, E. White, aun cuando no adopta una definicién
precisa de derecho econdémico, de sus enfoques puede inducirse que
el elemento principal para llegar a una definicién es el papel del
Estado en los diferentes periodos de evolucién econémica. Asi en
una primera aproximacién, el derecho econémico es concebido
como el conjunto de estructuras juridicas que sirven “para facilitar
el funcionamiento de la libre competencia y el juego de la econo-
mia del mercado™.”® Si la doctrina liberal concebia al Estado de
derecho liberal como abstencionista y gendarme, de esta manera
de percibir al Estado y con €l al derecho —nos sefiala este autor—
se evoluciona hacia un Estado liberal de fomento; posteriormente
al Estado providencia hasta transformarse en un Estado interven-
cionista, sin perder de vista que, ademas en América Latina, desde
las caracteristicas especiales de dependencia econémica de los mo-
delos de desarrollo, se ha pretendido que el derecho proporcione
el marco institucional para el desarrollo de las economias latino-
americanas, de ahi que siempre haya habido en América Latina
una especial conciencia de las relaciones entre el derecho y el des-
arrollo econémico. De esta relacién, al definir al derecho eco-
némico como el derecho de la intervencién econémica del Estado
a fin de lograr el desarrollo econémico no hay sino el paso de la
asociacién de estas ideas. Es por esto que, si bien este autor no
llega a definir a este derecho, bien pueden sus planteamientos per-
mitir inducir a formular la definicién ya mencionada.

Por otro lado, es indudable que aun cuando es posible encon-
trar elementos comunes en las definiciones de este grupo, también
es cierto que existen profundas diferencias entre unas y otras. No es
lo mismo hablar, como criterio constitutivo, de las normas de dere-
cho econémico, de actos de asignacién coactiva, que de desarrollo
econémico, o mis todavia hablar de intervencién econémica del
Estado sin mas como nota distintiva del derecho econdmico.

Cada enfoque tiene sus pros y sus contras. Sin embargo, pueden
encontrarse ventajas y desventajas comunes en estas definiciones
calificadas de parciales o, més precisamente, de restringidas.

28 Eduardo White, “Derecho Econémico en paises del Tercer Mundo”,
Estudios de Derecho Econdmico, Vol, 11, unam, 1977, p. 54.
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1) Ventajas.

a) Las definiciones paruales en las que s¢ considera al dere-
cho econémico como aquel de las intervenciones econémicas del
Estado, son utiles en tanto que sistematizan la intervencién eco-
némica de los poderes pablicos.”

b) Al sistematizar la accién econdmica del Estado se descu-
bren también los principios que rigen tal accién, poniendo en evi-
dencia las carencias de Ja actividad del Estado, como pueden serlo
la burocratizacién y, consecuentemente, la probable tendencia a Ja
falta de dinamismo que frecuentemente ocasiona la burocracia.
Paralelamente, frente a los quehaceres estatales surgen los queha-
ceres de los particulares y su inevitable comparacién en el d4mbito
de la economia. En un mundo donde e! poder econémico estd en
un nimero de detentadores cada vez méis reducido, una cuestién
fundamental concerniendo las mayorias es la de determinar cual
de las dos clases de actividad econémica —la piblica o la priva-
da— satisface mejor los intereses y las necesidades de las mayorias.
Quién administra mejor la riqueza de un pueblo. Esta cuestién
plantea alternativas tales como optar entre una banca piblica o
privada, entre empresas publicas o privadas. Esto se acenttia en el
caso de paises de economia dependiente de factores externos, con
mayor acuciosidad cuando mas dependiente es el pais de referencia.

Sistematizar los instrumentos juridicos de la actividad eco-
némica del Estado es igualmente importante para descubrir las
modalidades de la intervencién econémica, asi como del derecho
correspondiente, con el fin de poder sefialar las lineas generales
de evolucién de un derecho y, atin mas, para calcular qué clase de
derecho es conveniente utilizar en un momento determinado vy,
més concretamente, poder discernir los instrumentos juridicos ade-
cuados a una situacién y a2 un momento determinado en funcién
de la desiderata o de las necesidades de un pueblo o un gobiemno.

¢) Es, en fin, de indudable utilidad el poder distinguir —en
su caso— el derecho econémico piblico, de otras ramas del derecho

29 Ademis de los autores latinoamericanos mencionados, pueden mencio-
narse las obras de André de Laubadere, Droit Public Economique, Dalloz,
1979; Bernard Chenot, L’organisation economiquc de PEtat, Dalloz; Savy,
Droit public economique, Memento Daloz, 1977.
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plblico como el constitucional o ¢l administrativo. El profesor
Laubadare sefiala ciertos particularismos del derecho administra-
tivo econdmico con respecto del derecho administrativo en cuanto
a los principios a los cuales obedecen ambos derechos. Estos carac-
teres particulares resultan de dos causas fundamentales; una lo
son las caracteristicas propias de la materia econémica. La otra
estd intimamente relacionado con el rol econémico del Estado,
sobre todo en una época en Ja cual el poder econémico del Es-
tado no cesa, al parecer, de aumentar.

Asi, con respecto a la regulacién de la materia econémica, no
puede ser establecida tan libremente que las reglas de policia para
la circulacién o para el régimen de las obras publicas, pues ellas
se encuentran con leyes naturales que deben ser tomadas en cuen-
ta.®® Pues la economia tiene sus propias leyes muchas veces con
independencia del derecho, aun cuando no sean de caracter ineluc-
table: lo econémico va a imprimir un caricter menos rigido que
el derecho administrativo cldsico hasta la caracteristica inversa,

Por lo que concierne al rol econdmico del Estado, con el in-
cremento de la intervencién econémica del mismo, ha habido una
renovacién de los procedimientos juridicos empleados por los po-
deres piblicos, que implican frecuentemente el fijarse objetivos de
economia politica, teniendo en cuenta los intereses de los sujetos
dc la economia. De aqui que, junto a las técnicas tradicionales de
subordinacién, exista el empleo de la concertacién, llegando el Es-
tado a someterse a instituciones de derecho privade que pueden
concernir incluso el sacrificio del control jurisdiccional clasico de
la. economia en 4reas de otro tipo de control mas oportuno; lo cual
puede traducirse en una mis grande variedad y discrecionalidad,
como notas del derecho administrativo tradicional e incluso a la
alteracién de principios tales como el de la igualdad de los admi-
nistrados frente a la potestad piblica.®

2) Desventajas.

a) Nociones parciales de la indole de las enfocadas, descuidan
en los paises de libre mercado una gran cantidad de fenémenos

30 Laubadare, op. cit., p. 105; P. M, Gaudemet, Reflexions sur le droit

administat if economique, Melanges Lépez Rodé, p. 133.
91 Laubadare, op. cit., pp. 105 y ss,
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econbémicos que son determinantes en las realidades de nuestros
dias. En otras palabras, “reducir en los paises de economia privada
cl derecho econdémico a derecho piiblico econdmico, es mutilar la
realidad, y sin duda ignorar los fenémenos méas decisivos™.*

A manera de corolario de las diversas conveniencias e incon-
veniencias respecto de esta manera de enfocar al derecho, es de
hacer notar que los hechos la justifican aparentemente, pues el
derecho econémico se manifiesta de una manera mis evidente por
la proliferacién de la intervencién del Ejecutivo en la economia
por medio de érdenes, circulares, decretos, leyes y, sobre todo, por
la proliferacion de textos reglamentarios.®® Sin embargo, no habria
que olvidar que al lado de los poderes piblicos y econémicos co-
existen los poderes privados econdémicos, y estos dltimos con un
poder muchas veces igual o mayor al de los primeros en ciertos
paises de economia dependiente y economia privada.

B) A la inversa de las concepciones parciales primeramente
analizadas, en otros medios intelectuales se han desarrollado otras,
teniendo como elemento central y determinante no la intervencién
econdémica de los poderes publicos, sino por el contrario la em-
presa econdémica privada. Puede pensarse que un concepto de dere-
cho econémico cuya parte medular sea la empresa privada es hasta
cierto punto l6gico y més natural en los modelos de economia
privada, no obstante ello no ha sido asi en nuestro medio; ellos
pueden explicarse porque desde sus inicios los Estados nacionales
latinoamericanos han tenido que acentuar su rol de impulsores del
desarrollo econémico con el fin de “alcanzar” los estadios de desen-
volvimiento logrados ya por otras naciones. De la misma manera,
no es de extrafiar que en paises en donde las empresas privadas
hayan sido el motor del crecimiento de la economia, hayan surgido
concepciones econdmicas y juridicas que consideren que es la em-
presa, unidad de la actividad econémica y cédula de base de todo
modelo juridico y de toda rama juridica incluido el derecho eco-
némico, el concepto en torno al cual los otros giran.

82 Farjat, Droit economique, op. cit,, p. 18.
83 Ibidem.

25



Ahora bien, a pesar de que en nuestro medio no haya habido
trabajos de investigacién cuyo objetivo sea el de -sistematizar el
derecho aplicable a las empresas (derechos mercantil, fiscal, ad-
ministrativo, del trabajo, de sociedades, etcétera), lo cierto es que
las necesidades de las empresas, sobre todo las mas grandes, no
esperan a que las universidades e institutos de ensefianza supen’or
preparen a _]unstas espccmllstas en derecho de la empresa, sino
que ellas mismas “improvisan” y habilitan juristas para satisfacer
estas necesidades. No es sino el transcurso de lustros que permiten
a las empresas dejar su impronta de manera oficial en las institu-
ciones de educacién superior. . El dltimo ejemplo es el derecho
de la empresa que puede ser conocido también bajo el nombre de
derecho econémico; lo mismo ocurrira con el derecho de los ne-
gocios, o mejor dicho de las grandes, y menos grandes transaccio-
nes financieras y patrimoniales concerniendo la economia.** Un
factor que atribuye a la confusién entre estos tres tipos de derecho
es el hecho de concernir‘la organizacién de la economia. Sin em-
bargo existen diferencias entre ellos; una es el hecho del enfoque
global del derecho econdémico en contraste con las perspectivas
parciales de los otros derechos. Es de hacer notar que las lineas
de pensamiento concerniendo en especial a este derecho obedecen
en gran medida a la conciencia ideolégica que se tenga. Un defen-
sor de la economia privada pondra en relieve a la actividad eco-
némica de Ia empresa privada como el elemento clave del derecho
econémico —y viceversa— para quienes consideren que el elemen-
to rector de la economfa es o debe ser el Estado. De ahi, pues, que
el derecho econémico sea al mismo tiempo un campo fecundo de
enfrentamientos entre los defensores de una economia pablica con
los defensores de una economia privada. Lo cual no significa que
no existan trabajos de investigacién que se pretendan neutros. .

Uno de los representantes de esta concepcién es C. Champaud,
que considera al derecho econémico como el derecho aplicable
a la empresa, mas no a cualquier clase de empresa sino a aquella
propia del modelo econémico industrial. Este autor considera que

34 Ver C. Champaud, Droit des Affaires, pur, 1982.
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este derecho puede dividirse en tres grandes apartados. Primero,
un conjunto de normas para erigir la organizacién interna de la
empresa. Segundo, otro conjunto para regular las relaciones ex-
ternas de la empresa con otros sujetos privados de la economia. En
fin, tercero, un conjunto normativo mas para reglamentar las rela-
ciones con ¢l Estado.®®

1) Ventajas.

a) Al igual que en el caso de las otras concepciones parciales
ya mencionadas, el servicio principal que presta a los interesados
una definicién como la abordada es la sistematizacién, que per-
mite, ademds, a sus cultores, tener una visién global del fenémeno,
asi como de sus relaciones con el resto de los componentes de la
realidad econémica en la cual se encuentra inmersa una empresa.

Es de lamentar que en México las universidades y demés esta-
blecimientos de educacién supenor no se hayan preocupado por
preparar “juristas de empresa”, no solamente para servir a la
empresa privada, sino porque en el intrincado mundo de relacio-
nes empresariales internacionales de la actualidad, si en México
no hay juristag preparados en este dominio, esos requerimientos
de juristas especializados seran ocupados necesariamente por espe-
cialistas venidos de otro lado para servir a intereses ajenos a los
nacionales, cuestién dificil cuando se trata sobre todo de las rela-
ciones entre las empresas nacionales y las grandes compafias trans-
nacionales.

2) Desventajas.

a) La limitacién méis notoria de estas definiciones, ademés de
la parcialidad, radica en que en ellas se pasa por alto una parte
importante de fenémenos econémicos de especial importancia en
nuestros dias. Asimismo sucede en especial con la planificacién

35 G, Champaud, Contribution a la définition du droit economique, Dalloz,
1967, p. 215. Recuérdese que este autor ha elaborado varias definiciones a
propésito de nuestro tema; ello obedece a la circunstancia de que él partiendo
de una definicién amplia, llega a una definicién restringida usando un mé-
todo que se podria llamar de aproximaciones sucesivas, hasta llegar a defi-
nir al derecho econémico como derecho de la empresa. Es por estas razones
que no podria hablarse de falta de rigor cientifico o de contradicciones en
las ideas de este autor a este respecto. .
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global de la economia.*® En fin, esta nocién ignora la intervencién
econdmica del Estado.

b) Existen otras definiciones con las que se ha tratado de co-
rregir las definiciones de estas concepciones parciales; asi sucede
con las concepciones que han elaborado los profesores H. Cuadra,
G. Farjat y R. Savy. Mas, es importante aclarar que estas defini-
ciones tratan de superar las definiciones amplias estudiadas en
primer lugar. Sus anélisis se encuentran entre Jas concepciones
amplias y las parciales en estricto sentido, mas son parciales respec-
to a las primeras. Esto no es un defecto como se pudiera creer,
sino que los autores tratan de superar la falta de especificidad de
ciertas definiciones por un lado, y por otro las lagunas de otros
conceptos,

C) El derecho econdmico es el derecho de la democracia eco-
némica, afirma el profesor H. Cuadra.®’

Siendo el derecho econémico un orden normativo propio de
nuestro siglo, es en los cambios ocurridos durante el periodo re-
ferido que es menester buscar la especificidad de esta “rama del
derecho”. De esta manera el profesor Cuadra recuerda, junto con
el profesor Savy, que el nacimiento del derecho econémico para
las sociedades industriales se sitGa hacia 1930.

Esta ubicacién en e] tiempo y en el espacio se explica por una
misma y Yinica razén. Fue durante el periodo transcurrido entre
las dos guerras mundiales cuando la idea de la democracia eco-
némica recibié un principio de consagracién en Europa (Consti-
tucién soviética, de la Reptiblica de Weimar, etcétera, para sélo
citar las més importantes), y mas tarde ese movimiento se am-
plifica por las crisis econémicas de 1929 y 1930. En Francia, no
es sino hasta 1946, cuando la Constitucién de la IV Republica,
admite a su vez los principios de la democracia econédmica. El caso
de México, dentro de este cuadro, resulta muy particular, porque
si bien muy teropranamente, desde 1917, su Constitucién politica

38 Farjat, op, cit., p. 18; Héctor Cuadra, “Vicisitudes del Derecho Eco-
némico en México”, Estudios de Derecho Econdmico, Vol. II, unam, 1977,

pigina 135.
37 Cuadra, Reflexiones sobre el derecho econémico, op. cit., pp. 29 y ss.
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vigente incorpora los presupuestos constitucionales, de la demo-

cracia econdmica no posee una sistematizacién legislativa par-
ticular.3®

El criterio de ]a democracia econémica, si bien aporta especi-
ficidad, presenta ciertos problemas que derivan de su ambigiiedad
debido a los diferentes significados que este concepto puede tener.

El mismo profesor Cuadra reconoce que una cosa es la demo-
cracia econémica para los paises de tendencia socialista y otra
diametralmente distinta para los paises de economia de mercado.
En el caso de los paises latinoamericanos el criterio central de la:
democracia econémica es el de ‘“desarrollo econdémico”.*® Como
vemos, adoptar esta concepcién puede evitar ciertas dificultades
¢onceptuales pero no estd a salvo de otras. Vamos por partes. .

1) Ventajas. :

a) Este concepto evita las dificultades de las concepciones am-
plias y de algunas otras parciales, en el sentido de ofrecer un
principio que permite orientar y sistemnatizar el derecho con base
en el criterio de la democracia econémica, .

b) Por otra parte, da una visién en la cual se incluyen los
fenémenos econémicos en los cuales estdn inmiscuidos tanto los po-
deres ptblicos como los poderes privados econdémicos.

¢) Finalmente es una definicién animada, al menos en un pri-
mer anilisis, por un ideal politico inspirador del derecho y la
economia.

2) Desventajas.

a) Su primera deficiencia, para Hamarla de alguna manera,
tiene su origen en el significado miltiple que puede tener el cri-
terio de la democracia, lo cual se traduce en ambigiiedad.

b) Ademis, concediendo que se puede evitar esta ambigiie-
dad al identificar la democracia econémica con otro criterio como
el de desarrollo econémico, 1o tinico que se estaria haciendo es
desplazar el problema, pues el desarrollo econémico pudiera ser
entendido como crecimiento econdémico o como la aplicacién de
principios de racionalidad a la economia, etcétera.

38 Ibid., p. 32.
88 Ibid., p. 34.
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Se trata’ de un esfuerzo valioso y'generoso pero insuficiente’ por
su falta de precisién.

D) Otra definicién parcial y generosa es la del profesor Savy;
para él el derecho econémico es un conjunto de normas cuya
finalidad es la de garantizar el equilibrio, en un momento y en
una sociedad dados, entre los intereses particulares de los diversos
agentes de la economia y un interés econémico general.*

Se podria encontrar un antecedente de esta concepcién en la
obra de P. J. Proudhon, De la capacité politique des classes
ouvrieres (1865),*" en donde se postulaba la creacién de un dere-
cho econémico que resolviera las contradicciones entre el derecho
publico y el derecho privado por la via de una “conciliacién uni-
versal”, siendo complemento y corolario del derecho politico y del
derecho civil; asi el derecho econémico seria “la aplicacién de la
justicia a la economia politica”,

1) Ventajas.

a) Respecto a la superacién de la generalidad y falta de espe-
cificidad de las concepciones amplias, es indudable que este grupo
de definiciones aportan un criterio extra respecto del cual se pre-
sentan nuevos inconvenientes,

b) Otro elemento que podria ser considerado en favor de estos
conceptos es que éstas tesis incluyen explicitamente la realizacién
de una finalidad, ya se trate del equilibrio de intereses, ya sea la
superacién de la divisién del derecho en piblico y privado por
la salvaguarda de intereses que no pueden ser protegidos eficaz-
mente por los derechos cl4sicos. -

2) Desventajas.

a) Las dificultades se desprenden de las mismas pretendidas
ventajas, pues en primer lugar si bien es cierto que proporcionan
un criterio de especificidad para reconocer y precisar las normas
de derecho econdémico, el criterio al que remiten o es muy vago
o requiere a su vez de otro para poder fijar los limites de derecho
econémico.

40 R. Savy, Droit public economique, Paris, 1972, p. 1.
41 Citado por Jacquemin et Schrans, Le dmtt economique, 0p. clt p. 6.
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b) En segundo lugar es ~—como lo sefiala el doctor Cuadra—
problemaético distinguir claramente entre las diversas clases de in-
tereses en juego; es igualmente dificil definir lo que sea, por ejem-
plo, un “interés econémico general y disociar a éste del simple
interés general” **

E) Otra definicién parcial de derecho econédmico —en el sen-
tido de no abarcar todas las normas con contenido econémico—
es la elaborada por el profesor Farjat, quien lo considera como: ‘el
derecho de la coricentracién o de la colectivizacién de los bienes
de produccién y de la organizacién de la economia por los poderes
privados o publicos”;** podria agregarse, por el contenido de unos
y otros. '

Esta definicién incluye otros elementos que sin lugar a dudas
son objetivos al mismo tiempo que enriquecen el anlisis. La tesis
de este proftsor lleva implicitos elementos especificos propios de
nuestra época.

Esta definicién puede dcscomponcrse, ademas del ingrediente
juridico, en los elementos siguientes: primero la concentracién y
la colectivizacién de Tos medios de produccién que a su yez com-
prenden varios términos con significados diversos cada uno.

- La concentracién capitalista puede ser definida como: “El mo-
vimiento que conduce, de manera relativa, y a veces absoluta a la
posesién y al_control de masas cada vez més grandes de capitales
y. de poder econbémico por una cantidad cada vez més reducida de
personas fisicas y morales”; todavia: “El movimiento que tienen
de manera relativa y a veces absoluta, a reunir los elementos re-
prbductores de la riqueza y el poder econémice en un nimero de
manos cada vez més restringido”.** Estas definiciones a su vez
requieren al menos algunas observaciones puesto que las realida-
des a las cuales se aplican no son ni idénticas ni son interpretadas
de una Unica manera..

42 Cuadra, Reflexiones sobre el derecho econémico, op. cit., p. 19.

43 Farjat, Droit Economique, op. cit., p. 18.

44 H, Claude, La concentracién capitalista, citado por G. Farjat en Droit
Economique, op. cit., pp. 152 y 153.
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Es necesario saber, en este orden de ideas, que la_concentra-
cién no quiere simplemente decir un nimero cada vez mas reduci-
do de empresas ni que éstas sean siempre mas, mas y mas grandes.

En seguida es necesario tener presente que Ja concentracién
tiene varios tipos que pudieran llamarse: concentracién horizon-
tal o vertical. Complementaria, conglomeral, financiera e inter-
nacional.*®

Estos diferentes tipos de concentracion revisten diferentes for-
mas de estructuras como lo son: el crecimiento. en la dimensién
de las empresas; aquella que se manifiesta en el poder financiero
o patrimonial; la integracién econdémica o contractual; vy, final-
mente, las formas de unién y de cooperacién.*®

Es evidente que los diferentes tipos y formas de concentracién
llevan a diferentes grados de control dc la economia y que este
control se encuentra en el centro del proceso de concentracién y
puede manifestarse, entre otras cosas, en que puede derivarse de
un determinado poderio patrimonial o de un cierto poder de mer-
cado.

Es también evidente que en los grandes paises la concentraaén
ha llegado a tal grado que ha sido una necesidad el regular las
diversas formas y tipos de este fenémenio, a fin de establecer una
serie de reglas de funcionamiento, al menos para el ejercicio del
control. Para nadie es un secreto el que los grandes grupos finan-
cieros internacionales pueden imponer una seri¢ de condiciones
a paises muchas veces mas débiles que ellos. Existen, por otro lado,
en paises como México, un grado de concentracién de capitales
y de poder econémico a los cualés el pals est4 sujeto, que se hace
necesaria una reglamentacién al respecto. Ahora bien, con regla-
mentacién y sin ella, Jos grandes grupos financieros seguirdn fun-
cionando, Y si no se fijan limites lo karan bajo los m4s puros prin-
cipios del liberalismo econémico, pero estando en una economia
en la cual la libre competencia ya no existe, porque ésta ha sido
eliminada por los monopolios y los oligopolios.

45 Farjat, Droit Economique, op. cit.; p. 145.
48 Jbid., pp. 153 y ss. -
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Tarde o temprano se impondran, pues, en México normas para
‘egular este poder econdmico. Para el pais y para los grupos em-
sresariales mexicanos, entre mas pronto mejor.

Respecto al término colectivizacibn, éste es mas ambiguo de-
dido a la falta de precisién; sin embargo, es afortunado en la
nedida en que ‘““designa una oposicién esencial con el derecho de
a autonomia individual del modelo juridico liberal”.*” Su ambi-
sliedad tiene origen en el sentido en que puede sugerir prerroga-
ivas de derecho a colectividades, sin que ello corresponda siempre
1 la realidad. Una cuestién si parece poco objetable: la colecti-
vizacién del proceso de la produccibn, al menos en el sentido de
la evolucién hacia un modelo de produccién de masa, sin el cual
iificilmente podria concebirse nuestro mundo actual.

La organizacién es la otra parte importante de la definicién
del derecho econdémico; aqui resulta su caracteristica de instru-
mento.

Organizar tiene varios significados que pueden ir desde poner
un cierto orden en las empresas por medio del derecho, hasta pla-
nificar la actividad econémica de las mismas, sea a nivel ma-
croeconémico. Es en nuestra época en donde esta organizacién de la
economia adquiere dimensiones desconocidas en etapas econdmi-
cas anteriores, tanto por lo que concierne a la falta de las empre-
sas como a los niveles de organizacién. Asi, hay empresas que llegan
a ocupar una posicién dominante en determinada actividad eco-
némica y no es raro que esa posicién llegue hasta el monopolio.
Esta dltima “organizard” de determinada manera su produccién
y mercado. Es cierto que en Occidente no se da un grado de orga-
nizacién global de la economia semejante al de los paises socia-
listas;*® sin embargo cierta “organizacién” de los factores que in-
tervienen en estos procesos no esta ausente de los paises del libre
mercado.

Por otro lado: “La planificacién puede tener por objeto no el
comportamiento de las empresas, sino la transformacién de sus
estructuras”*® (holdings, monopolios, coaliciones, etcétera). Una

47 Jbid.,, pp. 712 y ss. i 4 8 2 d 2

48 Al menos hasta hace poco.

4® Farjat, op. cit., p. 90.
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cuestién es indiscutible: la tendencia a una organizacién cada vez
rayor.

Esta organizacién estd a cargo de los poderes publicos y pri-
vados que por esta razén pasan a ser econdémicos; este poder varia
enormemente, En cuanto a los poderes publicos es clara su in-
fluencia en la organizacién de la economia. En cuanto a los po-
deres privados econémicos, aunque menos evidente para muchos
sectores de la economia, basta recordar que los contratos de adhe-
sién han llegado a ser una realidad cotidiana en casi todos los pai-
ses de libre mercado, y que la parte més débil en la relacién con-
tractual no hace sino adherirse a una serie de condiciones que
llegan a adquirir tanto o mas generalidad que algunas leyes, de-
bido al ndmero de contratantes a los que se aplican.

Otros fenémenos, que se presentan en las sociedades por accio-
nes, pueden ilustrar el poder creciente acumulado por los poderes
privados hasta el grado de transformar y dejar en ocasiones “va-
cios™ conceptos juridicos como el de la propiedad tradicional. Todo
ello sin contar con que el Estado en ocasiones da a personas priva-
das prerrogativas de potestad piblica llegando en ocasiones a “ne-
gociar” la “soberania”.

1) Ventajas.

a) La utilidad de esta definicién es muiltiple; en primer lugar
ella es especifica y puede afirmarse que la hipétesis por ella plan-
teada corresponde a la realidad econbémica y juridica de nues-
tros dias.

b) El hecho anterior permite clarificar los errores de algunos
enfoques juridicos tradicionales.

¢) En fin, creemos que por corresponder y reflejar en gran
medida la realidad actual, pone de relieve la correlacién de fuer-
zas sociales en la hora de hoy, lo que permite sin duda un cilculo
mas realista a los diversos actores econémicos, y por lo tanto menos
engafiosos sociales. Todo ello sin prejuzgar si este es un derecho
malo o bueno, revolucionario o retardatario.

2) Desventajas.

a) .La primera sefialada ya por el doctor Cuadra, en el sentido
de ser o parecer una yuxtaposicién de dos definiciones y no una
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sola. La una adecuada al modelo juridico socialista (colectiviza-
cién); la otra a un régimen juridico de economia privada (con-
zentracién).®

b) Es una definicién entre otras muchas que se han ofrecido.
No obstante tiene elementos que la hacen mas viable y que la
verifican. Sin embargo estd en el grado de hip6tesis quiza de tesis,
en el sentido de que es una definicién entre otras.

CONCLUSIONES

En realidad, dificilmente puede establecerse una conclusién defi-
nitiva. La razén es la siguiente: si bien las definiciones abordadas
en ultimo lugar aportan precisiones que permiten una sistemati-
zaciébn y una delimitacién méis clara del contenido del derecho
econdmico, y en consecuencia tienen una mayor utilidad, no obs-
tante su diversidad no sélo es una muestra de la riqueza concep-
tual, sino, ante todo la prueba de que en torno al derecho eco-
némico cada concepcién constituye una tesis.

Parece evidente que la utilidad cientifica de un analisis en el
campo del derecho esta relacionada con la precisién; en este sen-
tido en la medida en que existen criterios precisos para identificar
normas e incorporarlas a una rama de la enciclopedia juridica,
unas definiciones serin “mejores” que otras.

Pero la mayor aportacién del {ltimo tipo de definiciones con-
siste en establecer un conjunto normativo en torno a un tema: la
empresa, los negocios, la concentracién econdmica, etcétera, lo cual
es un enriquecimiento innegable de la cultura no sélo juridica,
sino de la cultura en si.

50 Cuadra, Reflexiones sobre el derechv econémico, op. cit., p. 19.
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EL SISTEMA CONSTITUCIONAL DE LA RECTORIA
ECONOMICA ESTATAL

Luis Ficueroa Diaz,
Juan Carros HinoJjosa

1. SIGNIFICACION

De sobra es sabido que la Constitucién Politica de los Estados
Unidos Mexicanos, aprobada por los Constituyentes de Queré-
taro en 1917, en sus articulos 5, 27, 28, 123 y 131, otorgaron al
Estado mexicano extensas y nuevas facultades que no se incluian
en la Constitucién de 1857.

Asi, para algunos, la Carta fundamental {ue legitimadora de
un Estado con facultades para una intervencién amplia y profun-
da en la vida econémica.* Para otros los tiempos del laissez-faire
habian pasado a la historia y el Estado en adelante se convertiria
en el motor del desarrollo social sometiéndose a él por voluntad
o mediante la fuerza el resto de los elementos de la sociedad.?

Lo cierto es que el Estado mexicano, a partir de 1917, utilizé
el intervencionismo en el discurso y en la politica econémica, ma-
terializindose el mismo, fundamentalmente, en “el ensanchamiento
de las funciones del gobierno . . . porque son el tinico medio practi-
cable de evitar la destruccién total de las formas econémicas exis-
tentes . ..”,* aunque en ocasiones el fundamento constitucional de
su actuar no fuera lo suficientemente preciso.

En efecto, muchas de las manifestaciones del intervencionismo
estatal en la vida econdmica involucraron la creacién de sendos
cuerpos de legislacién secundaria, tales como la Ley de Monopo-

1 Diccionario Juridico Mexicano, tomo V, I-J, Instituto de Investigacio-
nes Juridicas, Edit. Porriia, México, 1985, pp. 184-185.

2 Arnaldo Cérdova, La ideclogia de la Revolucién Mexicana, Edit. Era,
México, 1988, p. 230. ]

3 J. M. Keynes, Teorfa general de L~ ocupacién, el interés y el dinero,
FCE, México, 1943, p. 380.
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lios de 1928, la de Atribuciones Econémicas del Ejecutivo Federal
de 1951, los Decretos de Congelacion de Rentas de 1948, que
permitieron al Estado mexicano desarrollarse y mantenerse
como principal responsable de la conduccién del desarrollo eco-
némico nacional. Aun cuando en su aplicacién ese interven-
cionismo apoyé la afectacién esporidica y parcial de intereses pri-
vados, ciertamente su finalidad en México fue otra: la nueva
fundamentacién de los poderes pablicos y de los poderes del par-
ticular.

Asi, aunque hacia los afios del desarrollo estabilizador el Esta-
do mexicano contaba ya con un amplio abanico de legislacién
secundaria que lo erigia como rector de la vida econémica, este
principio no encontraba un respaldo constitucional preciso. Exis-
tian ramas en las que constitucionalmente ni siquiera tenia el Con-
greso federal facultades para legislar; tal es el caso de la materia
de banca y crédito, las relaciones de consumo y la empresa piblica
por mencionar algunas. Ocasiones hubo en que la ausencia de un
fundamento en la Carta Magna hubijeran podido propiciar la nu-
lidad de ciertos actos de gobierno de envergadura, tal como el de
la expropiacién bancaria.

Bajo ese contexto, la tesis de la intervencién se consagra por
primera vez a nivel constitucional en 1982, cuando se reforma la
Norma Fundamental para consagrar lo que indebidamente dio en
llamarse “capitulo econémico de la constitucién”, y que tuvo por
funcién explicitar una serie de facultades que en la practica eran
ya de vieja raigambre entre las funciones del Estado mexicano.
Paradéjicamente, la consagracién de dichas funciones a nivel cons-
titucional coincide con un ejercicio de las actividades del gobierno
mucho més cercano a los principios de corte liberal.

¢Qué funcién cumple entonces la reforma constitucional? Nos-
otros pensamos que la Constitucién se reforma precisamente para
acotar el ejercicio de la rectoria estatal mis que para fortalecerla.
En el México de hoy sin embargo existen, dentro del Ambito del
derecho econdmico, sectores que pueden considerarse vivos y otros
que, para usar la terminologia de Gérard Farjat, se han apagado,
a pesar de estar consagrados a nivel constitucional.
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2. RECTORIA ESTATAL
a) Concepto

Para la teoria econémica la intervencién puede referirse ya sea
a que el Estado desea modificar el comportamiento de los sujetos
econdmicos o de los datos concretos en ura ermpresa determinada,
lo que se ha denominado intervencién directa; o a que prohibe
a los sujetos econémicos dedicarse a ciertas actividades haciendo
variar los datos generales de la colectividad, lo que equivale a una
forma de intervencionismo indirecto.*

En este sentido, la accién del Estado en la economia se ma-
terializa en las intervenciones directas tales como las medidas finan-
cieras del Estado y la empresa piblica, y la accién del Estado
sobre la economia se refiere a las intervenciones indirectas como
la politica monetaria y crediticia del Estado.’

De manera general, el Estado interviene con la regulacién
juridica de la economia en su totalidad y mediante su interven-
cién en funciones econémicas como la empresa v el gasto pablico.®

Este contexto doctrinario tanto econémico como juridico es re-
tomado por la Constitucién politica en su articulo 25, que sefiala
que el “Estado planeari, conducird, coordinari y orientard la
actividad econémica nacional, y llevara a cabo la regulacién y fo-
mento de las actividades que demande el interés general en el
marco de libertades que otorga esta constitucién”.

El concepto plasmado en los términos del pairrafo anterior,
caracteriza al Estado como mediador entre los diferentes intereses
econbémicos presentes en la sociedad y es, al mismo tiempo, ex-
presién juridica de la responsabilidad del Estado frente al proyecto
de economia mixta presente en la propia Constitucién .

4 Sergio Dominguez Vargas, Teoria econdmica, Edit. Porrda, Meéxico,
1988, p. 166.

5 Héctor Cuadra, Las vicisitudes del derecho econémico en México a par-
tir de 1917, unaM, México, 1978,

8 Manuel Arilla Vila, Derecho fiscal y econémico de la empresa, Edit.
Cérdenas, México, 1981, p. 819.
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Puntualicemos una breve nota contenida en el Plan Nacional
de Desarrollo 1983-1988:

La reforma al articulo 25 establece y ordena, de manera explicita
las atribuciones del Estado en materia econdémica siempre referi-
das al interés general y limitadas por la propia Constitucién y las
leyes. Con ello se afirma el principio de la rectoria’ del Estado
y se le hace consistente con los instrumentos de la politica eco-
némica y de la estrategia de desarrollo. Se consigna explicitamente
al sector social como integrante fundamental de la economia mix-
ta; y se reconoce la funcién social del sector privado y la nece-
sidad de crear condiciones favorables para su desenvolvimien-

to (p. 7).7

b) Objeto

El objeto de derecho de la rectoria estatal, comprende las siguien-
tes atribuciones:

Atribuciones constitucionales de: 1) planeacién; 2) conduc-
cién; 3) coordinacién; ¢) orientacién, y 5) regulacién y fomento.

Las cuatro primeras atribuciones se ejercen por el Estado en
la “actividad econdémica nacional”; la 1dltima se realiza en la “acti-
vidad que demande el interés general”. En tanto el interés general,
como lo veremos més adelante, se define por excepcién, toda
aquella actividad que no tenga esa connotacién serd actividad
econdémica nacional. El interés general puede identificarse con el
interés social. Cabe aqui indicar que, como lo sefiala Francisco M.
Cornejo Gertucha, algunos autores atribuyen un significado limi-
tado a Ja nocién de interés piblico. En tanto que el interés piblico
se constituye Unicamente por las pretensiones que tiene el Estado
para satisfacer sus necesidades como institucién, el interés social
o general consistiria en las demés pretensiones encaminadas a dar
solucién a las necesidades colectivas.

7 Ademi4s, agrega el Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988: *los prin-
cipios del proyecto nacional son permanentes: el nacionalismo, la libertad
y la justicia, la democracia como sistema de vida, la economfa mixta”.
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De acuerdo con la legislacién vigente, algunas de las activi-
dades de interés social o general son: las actividades relacionadas
con la obra piblica; la salud; la vivienda; el desarrollo ecoldgico,
y el consumo. Puede afirmarse que éstas son complementarias o
tendientes a la perfeccién de las llamadas actividades econémicas
nacionales, que no pueden ser otras sino las actividades econémi-
cas, agropecuarias, mineras, industriales, de transportes, comu-
nicaciones, comerciales y de servicios.

Ademis, la Constitucién ha deslindado dos grupos de atribu-
ciones del Estado en la rectoria: las de orientacién referidas a las
actividades econbémicas en general, y las de regulacién y fomento
que tienen que ver con las actividades de interés general o social.
Sin embargo, a las atribuciones de orientacién hay que sumar
o adicionar un conjunto de atribuciones de regulacién de dicha
actividad econémica nacional, que estin establecidas por normas
de fuente secundaria.

Estas atribuciones en las que se expresa la rectoria se relacio-
nan con el modelo de desarrollo nacional, que ha quedado defi-
nido implicitamente por los parrafos 3° a 87 del articulo 25, legiti-
méindose el concepto de economia mixta.

¢} Ambito personal y dreas de desarrollo

Jorge Witker sefiala que tanto la rectorfa estatal como el sistema
de planeacién democritica responden a una nocién tripartita del
proceso econémico, en el cual concurren en igualdad de condicio-
nes los sectores publico, social y privado.®

El pérrafo tercero del articulo 25 constitucional, sanciona: “Al
desarrollo econémico nacional concurririn, con responsabilidad
social, el sector publico, el sector social y el sector privado, sin
menoscabo de otras formas de actividad econémica que contribu-
yan al desarrollo de Ja nacién”.

s Jorge Witker V., Derecho Econémico, Edit. Harla, México, 1987, p. 56.
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La norma constitucional ha insertado, reproduciendo el esque-
ma de propiedades, a tres sujetos econémicos responsables direc-
tos del desarrollo nacional. De acuerdo con el pérrafo tercero del
articulo 25, se establece una concurrencia del sector privado, social
y publico para que participen en el desarrollo nacional, que estd
atenuado, al distinguirse en la propia Constitucién las llamadas
4reas estratégicas, prioritarias y no prioritarias del desarrollo.

Dos contenidos normativos establecen la base de la participa-
ci6n de los sujetos econdmicos:

Parrafo sexto del articulo 25 constitucional:

Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyara e im-
pulsard a Jas. empresas de los sectores social y privado de la eco-
nomia, sujetdndolas a las modalidades que dicte el interés piiblico
y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cui-
dando su conservacién y el medio ambiente.

Parrafo octavo del articulo 25 constitucional:

La ley alentard y protegerd la actividad econdémica que realicen
los particulares y proveera las condiciones para que el desenvol-
vimiento del sector privado contribuya al desarrollo econémico
nacional, en los términos que establece esta Constitucién.

De esta manera, el marco de responsabilidad de los sujetos
econdémicos en el desarrollo es el siguiente:

— Responsable del desarrollo de 4reas estratégicas: sector pi-
blico.

— Responsable del desarrollo de 4reas prioritarias: sector pibli-
co, privado y social.

— Responsable del desarrollo de actividades no prioritarias: sec-
tor privado y social.

El articulo 28 constitucional, pArrafo cuarto, enumera las ireas
estratégicas:
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No constituirdin monopolios las funciones que el Estado ejerza
de manera exclusiva en las 4reas estratégicas a Jas que se refiere
este precepto: acufacién de moneda; correos; telégrafos; radio-
telegrafia y la comunicacién via satélite; emisién de billetes por
medio de un solo banco, organismo descentralizado del gobierno
federal; petréleo y los demés hidrocarburos; petroquimica basica;
minerales radiactivos y generacién de energia nuclear; electrici-
dad; ferrocarriles; y las actividades que expresamente sefialen las
leyes que expida el Congreso de la Unién.

Con la publicacién, el 14 de mayo de 1986, de la Ley Federal
de las Entidades Paraestatales, se adelanté en la precisién de las
ireas prioritarias al ser mencionadas en su articulo sexto: las ten-
dientes a la satisfaccién de los intereses nacionales y necesidades
populares.

La Constitucién de 1917 inici6 la nueva fundamentacién de
los poderes piblicos y de la intervencién, pero los textos reforma-
dos de los articulos 25 y 28 constitucionales dieron definicién a
la participacién de los sujetos econdémicos en la generacién de Ja
riqueza social, restringiéndose la intervencién directa del Estado
en las dreas no prioritarias, para lo cual el proceso formal de ade-
cuacién culminé con la expedicién de la referida Ley Federal de
las Entidades Paraestatales que abrogé la Ley para el Control por
parte del Gobierno Federal de los Organismos Descentralizados y
Empresas de Participacidn Estatal del afio de 1970. Por esta ra-
z6n, esta Ley Federal de las Entidades Paraestatales, contiene las
normas de organizacién, funcionamiento y control de las personas
juridicas que integran el sector publico, pero no asi las normas para
su creacién que adn estin reguladas por la Ley Orgdnica de la
Administracién Piblica Federal y por la Ley General de Socieda-
des Mercantiles. El reciente Reglamento de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deracién, de fecha 26 de enero de 1990, determina en su articu-
lo 5° que la Secretaria de Programacién y Presupuesto, a propuesta
o previa opinién de la dependencia coordinadora de sector y con
el dictamen favorable de la Comisién Intersecretarial Gasto-Finan-
ciamiento, someterd a consideracién del Ejecutivo federal la cons-
titucién o desincorporacién de entidades paraestatales.
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Las bases constitucionales de la rectoria estatal articulan juri-
dicamente la forma de intervencién directa del Estado -en- la
economia (empresa publica), partiendo de aclarar su campo de
accién econdémico, por lo que al ser reconocida en el parrafo sexto
del articulo 28 constitucional se le asoci6 con las 4reas estratégicas
y prioritarias del desarrollo:

El Estado contari con los orga.nismos y empresas que requiera
para el eficaz mane]o de las areas estratégicas a su cargo y en las
actividades de caracter prioritario donde, de acuerdo con las le-
yes, participe por si o con los sectores social y privado.

Por ello, como sefiala el profesor José Francisco Ruiz Massieu,
para la situacién actual de las empresas pablicas seran importan-
tes la expedicién de una serie de reformas constitucionales —que
entraron en vigor en 1983— a los articulo 25, 26 y 28, que sumi-
nistran el lineamiento ideolégico y los fundamentos de una ver-
dadera politica de empresas publicas.® :

El ambito personal de la rectoria comprende, entonces, a las
personas juridicas que componen el sector piblico, social y privado.

Son, en el caso del sector publico: el Ejecutivo Federal, los
organismos descentralizados y las sociedades mercantiles constitui-
das por el Estado; asi como los gobiernos de los Estados. El sector
social lo componen: los ejidos, los sindicatos, sociedades coopera-
tivas y sociedades mercantiles constituidas por organizaciones de
trabajadores. El sector privado lo son las sociedades mercantiles y
personas morales privadas y personas fisicas con actividades civi-
les o mercantiles principalmente.

Asi, hoy dia, es posible distinguir claramente dos tipos de em-
presas piblicas: las que se ubican en 4reas de actividad reservadas
en exclusiva al Estado por el articulo 28 de la Constitucién, con-
sideradas estratégicas para asegurar la autodeterminacién econdmi-
ca nacional; y segundo, las que se ubican en ramas prioritarias

® Ponencia del licenciado José Francisco Ruiz Massieu, presentada en el
Seminario Internacional sobre “El papel y desempefio de las Empresas Pabli-
cas en el desarrollo econémico”, México, 15 de mayo de 1985.
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cuya funcién es la de fomentar y articular las actividades de otros
sectores e inducir su modernizacién.*

3. PLANEACION DEMOCRATICA

La rectoria estatal, en tanto conjunto de atribuciones del Estado
para dirigir el desarrollo nacional, requiere de un instrumento de
apoyo y prevencidon que es la planeacién.

En efecto, con la adicién al articulo 73 de la fraccién XXIX-D,
que faculta al Congreso de la Unién para expedir leyes sobre pla-
neacién nacional del desarrollo econémico, y el articulo 26 cons-
titucionales, se reasume en el derecho mexicano la llamada inter-
vencién preventiva.

a) Concepto

Segin Pietro Barcellona,™ la intervencién preventiva significa que
el Estado se constituye en un sujeto responsable y garante del
desarrollo, y como centro de unificacién de los poderes de decisién
se le asigna la tarea de prever cuil debe ser la linea de desarrollo.

La reforma al articulo 26 constitucional la determina como un
“sistema de planeacién democratica del desarrollo nacional”. Cabe
aclarar que un sistema implica un conjunto con una légica pro-
pia, que define las interrelaciones y ajustes en términos de sus
objetivos.*?

La Ley de Planeacién, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deracién de fecha 5 de febrero de 1983, en su articulo 3° la defi-
nié como “las acciones que, en base al ejercicio de las atribuciones
del Ejecutivo federal en materia de regulacién y promocién de la

16 Rafil Salinas de Gortari, Evaluacién y comportamiento de la empresa
ptblica en el abasto popular, Diconsa, México, 1985.

11 Pietro Barcellona, Diritto privatto e processo econdémico, trad. Rail
Brafies Ballesteros, 1977.

12 Jorge Ruiz Duefias, Sistema econdmico, planificacion y empvesa publica
en. México, Edit. uam, México, 1982, p. 11.
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actividad econémica, social, politica y cultural, tiene como pro-
pésito la transformacién de la realidad del pais...”

b) Caracteristicas

El articulo 25 sefiala que el “Estado planeara, conducird, coordi-
nari y orientars la actividad econdémica nacional, y llevara a cabo
la regulacién y fomento de las actividades que demande el interés
general en el marco de libertades que otorga esta Constitucién”.
De aqui se desprende que el Estado establece como una actividad
permanente a Ja planeacidén del desarrollo. Para el constituciona-
lista Jorge Witker, “lo nuevo de dicho parrafo esti en que incor-
pora el concepto de planeacién, pues las deméas funciones y facul-
tades estaban explicitas e implicitas a lo largo de toda la geografia
constitucional”.*®* Sin embargo, este articulo reconoce al sector
privado, concurriendo en igualdad de condiciones con el Estado
y el sector social, por lo que de esta manera se precisa un enfoque
integral de la planeacién mexicana.

El sistema de planeacién tiene como segunda caracteristica, su
accesoriedad: “Los fines del proyecto nacional contenidos en esta
Constitucién determinarin los objetivos de la planeacién” (articu-
lo 26 constitucional, parrafo segundo).

Como ya anteriormente hemos comentado, el modelo de des-
arrollo ha quedado implicitamente definido por el articulo 25
constitucional, por lo que depende la estructuracién del sistema
de planeacién de ese su objeto principal.

En tercer lugar, en el 4mbito de ]a rectoria estatal, la planea-
cién debe contribuir a la transformacién de la realidad del pais,
por o que la planeacién tiene también una connotacién de subor-
dinacién, siendo asi que puede catalogarse como una etapa superior
de la politica econémica.**

Debemos sefialar que nuestro sistema de planeacién es obliga-
torio para el sector publico e indicativo para el sector privado,

13 Jorge Witker V., Nuevo derecho constitucional mexicano, Edit. UNAM,

México, p. 76.
14 Jorge Witker V., Derecho Econdmico, Edit. Harla, México, 1987, p. 57.
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puesto que el dltimo pérrafo del articulo 25 sefiala como una
obligacién del Estado alentar y proteger la actividad econémica
que realicen los particulares, y promover las condiciones para que
el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo eco-
némico nacional. Asi ]a planeacién presupone una estrategia de
desarrollo que asume un caracter tripartita, de donde la ley de pla-
neacién en vigor, reconoce Jas vertientes obligatorias, de coordina-
cién, de concertacién y de induccién.

De esta manera, a la planeacién también se le cataloga como
un sistema de concertacién dado que sus acciones deberan ser pac-
tadas en lo que corresponda a las vertientes, con los sectores social
y privado. De esta modalidad, la aplicabilidad de la norma de
planeacién queda sujeta en dltima instancia al principio de auto-
nomia de la voluntad, por lo que respecta a las personas que in-
tegran el sector social y privado.

Queda asi entendido que no siendo obligatoria mas que para
la Federacién, los particulares y el sector social estin en libertad
de admitir la estrategia propuesta o no.**

En este orden de ideas, el articulo 26 constitucional debe con-
siderarse como la suma de mis de medio siglo de esfuerzos por
institucionalizar ]a planeacion, ya que en el texto del mismo se
consagra el fundamento para Ja organizacién institucional de la
planeacién, al indicar que “el Estado organizard un sistema
de planeacién democritica del desarrollo nacional”, y nos apunta
su finalidad: “que imprima solidez, dinamismo, permanencia y
equidad al crecimiento de la economia”.

De igual forma, en este precepto se establece que “la planea-
cién serd democratica”; mediante la participacién de los diversos
sectores sociales recogerd las aspiraciones y demandas de la socie-
dad para incorporarlas al plan y a los programas de desarrollo:
“Habrd un Plan Nacional de Desarrollo al que se sujetarin
obligatoriamente los programas de la Administracién Piblica Fe-
deral”.

16 Manuel R. Palacios Luna, E! derecho econdmico en México, Edit
Porrtia, México, 1986, p. 79.
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De esta manera se desprende el caricter democratico y parti-
cipativo de la planeacién y el sentido obligatorio del Plan y su
papel rector sobre los programas de gobierno. Su sentido demo-
cratico tiene un alcance consultivo determinado por el proyecto
de desarrollo que est4 validado por la propia Constitucién.

Por ello, el pirrafo cuarto del articulo 26 constitucional esta-
blece que la “ley facultard al Ejecutivo para que establezca los
procedimientos de participacién y consulta popular en el sistema
nacional de planeacién democrética y los criterios para la formu-
lacién, instrumentaci6n, control y evaluacién del plan y los pro-
gramas de desarrollo”.

Asi, el Ejecutivo Federal serd el responsable de operar las eta-
pas del proceso de planeacién, y para ello contard con los érganos
responsables de elaborar, instrumentar, controlar y evaluar los
planes y programas con la participacién de los sectores de la so-
ciedad, y con las autoridades federativas, lo cual se realizard me-
diante las vertientes de coordinacién, induccién y concertacién.

En conclusién, el sistema de planeacién es permanente, acceso-
rio, subordinado, obligatorio, indicativo, concertado y democratico.

4. LAS NORMAS CONSTITUCIONALES
CONEXAS A LA RECTOR{fA ESTATAL

Las fracciones XIX y XX del articulo 27 de nuestra Norma su-
prema, son parte del nuevo derecho constitucional econémico, en
cuanto se introducen conceptos como justicia agraria, que tiene
como objetivo fundamental el dar la seguridad juridica a la tenen-
cia de la tierra y se explica la responsabilidad del Estado para
lograr el “desarrollo rural integral”, concepto introducido en la
Constitucién en la fraccién XX de este precepto que se comenta.

El articulo 28 de la Constitucién, como ya antes hemos ex-
plicado, establece las 4reas prioritarias y estratégicas del desarrollo;
constitucionaliza la existencia de la empresa pablica dotindola de
su esfera de accién: areas estratégicas y prioritarias, y se contem-
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pla el régimen de concesiones y los criterios rectores incluyendo
por vez primera explicitamente el del subsidio selectivo.

El dltimo péirrafo del articulo 28 constitucional sefiala: “Se
podran otorgar subsidios a actividades prioritarias, cuando sean
generales, de caricter temporal y no afecten substancialmente las
finanzas de la Nacién. El Estado vigilard su aplicacién y evaluara
los resultados de ésta”.

Con las reformas y adiciones que se introdujeron al articulo 28,
se pretende armonizarlo con el espiritu del nucvo articulo 25 sobre
la rectoria econdmica del Estado y hacerlo correspondiente con la
filosofia de todo el texto constitucional. Por ello, se introduce en
el texto reformado el concepto de “practica monopdlica”, sin qui-
tarle fuerza a la prohibicién anterior de los monopolios, para ade-
cuar la regulacién de la concentracién y los nuevos fenémenos del
oligopolio y para evaluar las consecuencias de la accién de las
empresas en el bienestar de los ciudadanos y de los consumidores.*®

Por esta tltima razén evaluatoria de las empresas piblicas —y
de acuerdo con cifras de mediados de 1990— el Estado mexicano
ha desincorporado 770 empresas entre 1982 y agosto de 1989, y
se ha iniciado el proceso de modernizacién bancaria.

Complementan estas bases conexas los articulos 73, 115 y 131
constitucionales, que rigen respectivamente las materias econdémi-
cas reservadas en exclusiva al Congreso de la Unién, a los muni-
cipios y la regulacién del comercio interno y exterior.

16 Héctor Cuadra, “El modelo normaiivo de la rectoria econdmica del
Estado 1917-1987”, revista Alegatos, uvan, México, 1988, pp. 41-42.
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LA PLANEACION DEL DESARROLLO
ECONOMICO Y SOCIAL

Juan Carros Hinojosa LUELMO,
Luts Ficueroa Diaz

1. CONCEPTUALIZACION

a) Concepto genérico

La planeacién es un ejercicio de previsidn, es un ejercicio de en-
frentamiento al futuro, actitud bastante com(n en todo ser huma-
no. A este respecto puede decirse que el comportamiento de los
seres humanos se ha caracterizado por su enorme capacidad para
tratar de prevenir el futuro.

Por tal razén, planear es particular en la construccién del fu-
turo, y para ello se requiere partir de objetivos y metas especificas,
asi como identificar los medios para conseguirlas y calcular los
recursos necesarios para lograrlas.

b) Significado

La palabra plarﬁfic'aci6n gramaticalmente designa la accién y
efecto de planificar, que 2 su vez significa someter a un plan
a cualquier autoridad o cosa, mismo plan que consiste en un pro-
yecto definido sobre una actividad dirigida a un fin.

Yehesvel Droy nos da una diferencia representativa del concep-
to cuando expresa: ‘“‘planear es el proceso de preparar un conjunto
de decisiones para acciones futuras”; “implica entonces reducir
el ntimero de alternativas que se presenten a la accién a unas pocas
compatibles con los medios disponibles”.
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c) Conceplo especifico

Con base en lo anterior, se puede concebir a la planeacién como
un proceso por el cual se fijan anticipadamente las acciones a rea-
lizar para conseguir un objetivo desecado; basicamente, es un pro-
ceso de toma de decisiones para el logro de objetivos previamente
determinados.

En este orden de ideas, planear implica fijar objetivos y me-
tas; requiere determinar estrategias y prioridades, asi como asignar
recursos, responsabilidades y tiempo de ejecucién, coordinar es-
fuerzos y evaluar resultados.

Por planeacién econdémica entendemos precisamente:

La técnica de provocar la apariciéon de un cierto resultado me-
diante la intervencién deliberada basada de acuerdo a un plan,
en sentido méas estrecho, por planeacién econdémica entendemos
una politica, generalmente la del Estado, que trata de alcanzar
ciertos resultados mediante la aplicacién de planes apropiados.?

d) Distintos tipos de planeacion

Los conceptos sobre la planeacién varian en razén de los puntos
de vista, ya sea que se trate de economistas identificados con el
sistema econdémico de empresa privada o en caso de economias
centralistas en la que los medios de produccién estan concentrados
y dirigidos por el Estado. De esta manera para los primeros, el
Estado debe planear obligatoriamente sus actividades, y en forma
indicativa las del sector privado, sin modificar sustancialmente las
relaciones entre los dos, ni mucho menos el dmbito de libertad de
decisién en que este Gltimo se desenvuelve; para los segundos, es
condicién sine qua non, que el Estado lleve a cabo la socializacién
de los medios de produccién, ya que esto facilitari la regulacién de
la misma, y hard que el poder competitivo del Estado en la acti-
vidad econémica sea mayor.

1 Helio Jaqumbe, Economia y politica del desarrollo, estudio de un caso
en Brasil, Fondo de Cultura Econémica, México, 1973, p. 25.
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Pese a las divergencias de conceptualizaciones, debemos acep-
tar que la planeacién es un medio para alcanzar el desarrollo eco-
némico y una técnica indispensable para llegar a la satisfaccién
de las necesidades. Esto nos conduce a considerarla como la etapa
superior de la politica econémica del Estado, que trata de alcan-
zar los resultados previstos o programados mediante la aplicacién
de planes apropiados a su situacién presente y futura basado en
la experiencia.

2. ANTECEDENTES HISTORICOS GENERALES
DE LOS TIPOS DE PLANEACION

Los primeros antecedentes de la planeacién los encontramos en las
antiguas civilizaciones de Oriente y de Asia, a través de los regi-
menes socialistas —fundamentalmente en la URSS, hasta la lle-
gada de la perestroika, y 1a formacién de la Comunidad de Estados
Independientes— con la intervencién total del Estado en la eco-
nomia, nacionalizando los medios de produccién y orientando me-
diante planes econdémicos, introduciendo con ello la denominada
planeacién CENTRALIZADA O IMPOSITIVA.

En los paises capitalistas, los primeros esfuerzos de la planea-
cién se consideran después de la crisis del capitalismo de los afios
29 y 30, cuando las grandes empresas se dan cuenta que €l esque-
ma espontaneo al que aludian los liberales clasicos de los siglos
xvm y xix, dejé de ser efectivo, surgiendo entonces la necesidad
de implantar nuevas técnicas que apuntaran hacia la planeacién
INDICATIVA O DEMOCRATICA.

El surgimiento de estos dos sistemas de planeacién se dio bajo
diversas circunstancias y en momentos histéricos distintos, condi-
cionados por acontecimientos econdmicos, sociales y politicos que
determinaron sus caracteristicas y que condujeron a la creacién
de ambos sistemas.

Cabe indicar que los elementos que han dado lugar a que
las escuelas econdémicas establezcan la clasificacién ortodoxa de
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que a un sistema se le denomine socialista o capitalista, obedece
principalmente al derecho de propiedad sobre los medios de produc-
cién, considerando que si esc derecho se conserva en manos de
la sociedad, el sistema puede calificarse de capitalista; pero si ese
derecho recae en el Estado se determina como socialista. El dere-
cho del que comentamos se trata de un derecho de propiedad de
los medios de produccién, es decir, de los medios que nos permiten
crear riqueza, y no de los derechos de propiedad sobre bienes de
consumo, que son poseidos por la sociedad en ambos sistemas. Sin
embargo, también cabe aqui recordar que Jos nuevos fenémenos
surgidos en la URSS vy los paises de Europa Oriental hacia media-
dos de los afios ochenta han cambiado los términos de esta clasi-
ficacién ortodoxa, pues han dado como resultado, por ejemplo, la
aprobacién de la Ley sobre propiedad, del 7 de marzo de 1990,
y que entré en vigor el primero de julio de dicho afio, que
permite a los ciudadanos soviéticos poseer medios de produccién
y contratar mano de obra asalariada, asi como el derecho a
poseer medios de transporte y medios de produccién para man-
tener empresas agricolas o de otro tipo. Es, en suma, el resultado
también de la imposibilidad real de sostener una economia con
problemas estructurales tales como la baja productividad, la inefi-
ciencia burocratica y con enormes gastos de un amplio aparato
militar, asi como el agotamiento de un esquema global de alian-
zas estratégicas.

a) Planeacién centralizada o impositiva

La planeacién impositiva, como se indicé antes, tiene sus origenes
en los paises socialistas, especialmente en la URSS, con la nueva
politica de Lenin, y centralmente con el primer Plan Econémico
Nacional de 1921, conocido bajo el nombre de Goelro (Plan de
Estado para la electrificaciéon de Rusia), que se instrumenté con
Stalin; asi como con la expedicién del Gos plan que buscé reducir
la autonomia de las grandes empresas del Estado y de las regio-

54



nes, y disminuir radicalmente la propiedad privada de los medios
de produccién, a través de una planeacién centralizada.

No obstante, el articulo 16 de la Constitucién soviética dio los
fundamentos de la planeacién. Este articulo a la letra indica:

La economia de 1la URSS constituye un conjunto unico que com-
prende todos los eslabones de la produccién social, de la distri-
bucién y el intercambio en el territorio del pais. La economia sc
dirige sobre las bases de los planes estatales de desarrollo econémi-
co y. social teniendo en cuenta los principios sectoriales y terri-
toriales, y conjugando la administracién centralizada con la auto-
nomia y la iniciativa econdémica de las empresas, complejos y otras
entidades que para ello se utilizan activamente. . .2

Sin embargo, el proceso evolutivo y de legitimidad de la pla-
neacién en los diversos paises socialistas es distinto; verbigracia, la
Constitucién de la Republica Socialista de Servia (Yugoslavia),
no establece de manera expresa la actividad de la planeacién en
el campo de la economia a diferencia de la URSS (hoy Comuni-
dad de Estados Independientes), que se encuentra regulada en su
Norma Suprema. Lo anterior nos lleva a considerar que

en el momento actual existen por lo menos tres tipos de planifi-
cacibn socialista: el tipo soviético, el yugoslavo y el chino, sin
comentar experiencias, cuya finalidad parece ser menos acusada
como la de Cuba, Corea del Norte y Vietnam del Norte, dejando
a un lado los paises como Suecia, que aun cuando se dicen socia-
listas, no han suprimido la aprobacién individual de los medios
de produccién.?

No obstante, en la recién formada Comunidad de Estados In-
dependientes lo que es aiin comin en materia de planificacién en
los pafses socialistas, es que Ja propiedad del Estado se le considera
como medio de produccién; asi lo expresaba el articulo 10 de la
Norma Suprema de la entonces URSS al establecer que:

2 Articulo 16 de la Constitucién de la URSS.
3 Jean Marczewski, Crisis de la planeacién socialista, Fce, México, 1979,

pagina 7.
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La base del Sistema Econémico de la URSS es la propiedad so-
cialista de los medios de produccién en forma de propiedad del
Estado (patrimonio de todo el pueblo) y propiedad de los koljoses
y otras organizaciones cooperativas. Es también propiedad socia-
lista el patrimonio de los sindicatos y otras organizaciones sociales
necesarias para el desempefio de sus normas estatutarias. El Es.
tado protege la propiedad socialista y crea premisas para multi-
plicarla. Nadie ticne derecho a utilizar la propiedad socialista para
lucro personal y otros fines egojstas.*

Cabe, sin embargo, recordar los nuevos fundamentos de la
Ley de propiedad en la URSS, que apuntan hacia la transforma-
cién del sistema econémico soviético propiciando la aparicién de
una estructura de precios, reduccién de controles y subvenciones
que conducen en el momento actual al planteamiento del desman-
telamiento del sistema de planificacién centralizada, y la conse-
cuente ampliacién del dmbito del mercado.

Desde un punto de vista formal, de similar manera al caso
soviético, se expresan las normas Supremas de China en su articu-
lo 6°; la de Cuba en su articulo 14; Yugoslavia en su articulo 16,
y Portugal en sus articulos 5° y 8°.

De esta manera puede afirmarse que:

En términos generales, la planeacién socialista determina, por
una parte, de una manera coordinada, teniendo en cuenta las
leyes econdmicas, asi como las propiedades del desarrollo social,
los fines para lograr el dominio de la produccién y del consumo,
y asegurar por otra parte, la realizacién de estos objetivos en las
condiciones que se rigen mejores.’

Por otro lado, ]a mano de obra juega un papel primordial de-
bido a que la fuerza de trabajo se considerd como la {nica fuente
rea] del ingreso nacional dentro de la esfera productiva, tal como
se indica en el articulo 14 de la Constitucién de la URSS, al pre-
venir que “el Estado ejerce el control de la medida de trabajo y
consumo segiin el principio socialista: a cada cual segln su capa-

4 Articulo 10 de la Constitucién de la URSS.
& Charles Bettelheim, Planificacién y crecimiento acelerado, rce, México,
1974, p. 17.
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cidad; a cada cual segin su necesidad”.® Nuevamente aqui las
transformaciones econémicas que se implementan en la URSS pare-
cen apuntar en el sentido que el sistema soviético de planificacién
ha propiciado la destruccién de los incentivos, pues los érganos
dc direccién de las empresas no han sido autorizados para modi-
ficar los niveles de salario ni para decidir sobre la distribucién y
utilizacién de los beneficios o utilidades de las empresas.

Con base en lo anterior, y a fin de ser més explicitos, podemos
sefialar que el proceso de planeacién impositiva est sujeto a una
seriec de etapas que varian segin el tipo de planeacién centra-
lizada que se estudie; no obstante se considera general para todas
las siguientes etapas: informacién, evaluacién, programacién y
presupuestacion.

b) Planeacién indicativa o democrdtica

El sistema capitalista, de acuerdo a la clasificacién utilizada por
los economistas clasicos, descansaba en los principios del libera-
lismo econdmico de los siglos Xvim y x1x, que determinaba la par-
ticipacién limitada del Estado en la economia, la libre expresion
y la Ley de la autorregulacién de la oferta y la demanda.

De tal suerte que este periodo puede identificarse —en la cla-
sificacién utilizada para el desarrollo del derecho constitucional
por el catedratico Paolo Biscaretti de Ruffia— con el del Consti-
tucionalismo clasico (1789-1918), que se caracteriza por el Estado
modemno o de derecho, que sostiene los derechos individuales y una
posicién abstencionista por parte del Estado.”

Sin embargo, la aparicién de nuevos fenémenos econdmicos y
sociales, producto del avance de las sociedades del siglo xx, trajo
como consecuencia el imperativo de la reorganizacién del Estado
y la adopcién de nuevas tareas en el contexto del desarrollo, tanto
econémico como social de la comunidad.

¢ Artfculo 21 de la Constitucién de Ja URSS.
7 Ver Paolo Biscaretti de Ruffia, Derecho Constitucional, trad. Pablo Lucas
Verdu, Edit. Tecnos, Madrid, 1973.
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Asi, en las economias capitalistas empiezan a proliferar las ideas
concernientes a la necesidad de establecer los mecanismos forma-
les y reales que aminoren los efectos de las crisis econémicas, que
entonces comienzan a acentuar su caracter ciclico.

El Estado de las sociedades occidentales capitalistas asume, a
diferencia del esquema liberal que habia regido su accién durante
el siglo xx, un papel més activo en el plano econémico, y como
corolario a ello su organizacién interna y derecho administrativo
sufren una importante variacién. Se.reconocen entonces como fina-
lidades del Estado, no sélo la satisfaccién de.las garantias indivi-
duales y la guarda del orden, sino ademas la atencién del desarrollo
social. '

Mas tarde, hacia la segunda mitad del siglo xx y bajo las con-
secuencias originadas por ]a primera y segunda Guerra Mundjal,
la figura tipica del Estado moderno —o de derecho— de finales
del siglo xmx fue sustituida por la del Estado democratico,® carac-
terfstico de las economias capitalistas, imprimiendo con ello una
mayor participacién del Estado en el 4mbito econbémico.

De esta manera, ante la perspectiva real de cambio en su esfera
de participacién y en las acciones a emprender en el campo eco-
némico, asi como en la adopcién de las nuevas funciones a desem-
penar, se incorporan al contexto legal del Estado —y propiamente
del derecho econémico—, las ideas concernientes a la planeacién
o planificacién del desarrollo.

Partiendo de este contexto, se desarrollan diversos modelos de
planificacién, que no responden al esquema planteado por los
paises socialistas; baste de ejemplo la Constitucién italiana, que
introdujo en 1947 la planificacién bajo la expresién de “progra-
mas”, asi como la Constitucién francesa de la V Repiiblica; la
Constitucién espafiola de 1978, y la Constitucién mexicana (ar-
ticulos 25 y 26).

Es por ello que hoy dia existe un reconocimiento al hecho de
que la planeacién constituye un instrumento que no es exclusivo

8 Cabe destacar que de acuerdo con el constitucionalista italiano Biscaretti
de Ruffia, en esa época, ademés del Estado democritico aparecen los autori-
tarios y de democracia marxista o econdémica. Para mayor abundamiento con-
sulte su obra ya citada en sus péginas 210 a 215.
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de los sistemnas socialistas y que ha dejado-de ser un elemento se-
cundario para las naciones de régimen capitalista.

Ahora bien, dentro de las modalidades -que asume la planea-
cién en algunos paises capitalistas, en especial en el 4rea latino-
americana, podemos mencionar la denominada planeacién demo-
critica del desarrollo, con la que se trata de caracterizar la accién
de planeacién que el Estado de esas economias lleva a cabo.

La connotacién estd referida fundamentalmente a la réspon-
sabilidad, a cargo del Estado, de la conduccién y direccién del
desarrollo econémico, asi como la concertacidn programada de la
participacién de los sectores piblico, social y privado, canalizado
a través de los partidos politicos y organizaciones sociales de ciu-
dadanos. ' '

Asi) para ejemplificar tal situacién, en el caso de México, la
concepcién de un Sistema Nacional de Planeacién Democratica
del Desarrollo,

implica la modernizacién profunda de la administracién publica,
para darle las condiciones de eficacia y transparencia que requiere
la ejecucidn de las actividades planeadas. Significa también per-
feccionar los procesos de toma de decisiones, de manera que ten-
gan una hilacién légica que asegure que se efectfien en los niveles
que corresponde y que haya una retroalimentacién efectiva entre
los diversos componentes del sistema para dar congruencia nece-
saria y racionalidad al conjunto.?

En la conceptualizacién de la planeacién democratica del
desarrollo, juega un papel predominante la participacién de los
diversos sectores, como mecanismo y consulta que permite que
quienes ejecutan las acciones sean los mismos que las proponen,
debaten y concierten; que sean los propios ejecutantes del Plan,
quienes de una u otra forma, en mayor o menor grado, confluyan
en su disefio y participen en su definicién.

9 spp, Revista de planeacién democrdtica, nimero 6, agosto 1983, p. 14.
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c) Otros tipos de planeacion

Es de indicarse que se acepta la existencia de algunos otros tipos
de planeacién a los definidos anteriormente, que pueden obedecer
al Ambito espacial, temporal, al aspecto econémico, al acto que
los origina; asi como al grado de desarrollo econémico del pais,
como pueden ser la planeacién libre, la sectorial, la regional, la
contractual o concertada, urbana o fiscal, etcétera.

3. CARACTERISTICAS DE LA PLANEACION

La planeacién es un medio y no un fin en s mismo; es una téc-
nica que contiene, a nuestro parecer, como principio basico para
su instrumentacién, los elementos siguientes: prevencién, investi-
gacién multidisciplinaria, determinacién de objetivos y metas, con-
tinuidad, elasticidad y legitimidad; elementos que se encuentran
vertidos en cualquier definicién sobre planeacién.

a) Prevencion

Es un elemento caracteristico de cualquier tipo de planeacién, ya
que es un ejercicio racional dirigido a tratar de orientar los acon-
tecimientos futuros, para estar capacitado para hacerles {rente.

b) Intervencién multidisciplinaria

Nos permite conocer la situacién de los hechos y determinar con
qué elementos contamos. Es decir, la planeacién requiere de datos
muy diversos, de cardcter administrativo, legal, econémico y social,
y por tanto, la investigacién como proceso de recopilacién de esos
datos es vital para ella.
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¢) Determinacién de objetivos y metas

Antecede a la fase de programacién, puesto que sin esta etapa sus
realizaciones pueden ser confusas y complejas.

d) Continuidad de los planes

Es importante sefialar que mediante ésta, se busca asegurar que
los objetivos para que fue creado un plan no se olviden al cambio
de una administracion, sin que ello signifique que cualquier tipo de
plan debe ajustarse necesariamente a la constante labor de refinar
o ajustar los objetivos que deben cumplirse a través de la accién
administrativa; esto es més palpable si lo enfocamos a los planes
de largo y mediano plazo, que algunas veces por situaciones adver-
sas o de caricter eminentemente politico son olvidados o susti-
tuidos por otros instrumentos que los van privando o dejando sin
efecto dentro del proceso de planeaci6n.

e) Elasticidad

Se caracteriza en el hecho de que por perfecto que sea un plan
tebrico, en su aplicacién préctica debe modificarse temporalmente
dadas las circunstancias imperantes, pero una vez superadas, el
plan puede continuar como inicialmente fue disefiado.

f) Legalidad

Debemos enfatizar nuestra intencién por dejar al tltimo la des-
cripcién de este elemento, por la importancia que el mismo reviste
y ‘por ser condicionante que debe llenar todo sistema de planea-
cién, y al respecto podemos decir que se le considera como el ele-
mento legal expresado a través de la fijacién de objetivos vilidos
y socialmente aceptados, y apoyadns por la autoridad y la comu-
nidad de un pais, lo cual se manifiesta mediante instrumentos
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juridicos o administrativos, verbigracia, el Plan Nacional de Des-
arrollo y el decreto aprobatorio del Plan.

A mayor abundamiento, algunos autores s¢ han avocado a con-
siderar que

los planes aprobados por Decreto presidencial 2 nuestro juicio, son
acto administrativos de naturaleza material y de contenido tebrico
que tienen relevancia para el derecho, en la medida de que no
podrian aplicarse los decretos aprobatorios si no existieran los pla-
nes, puesto que éstos son el objetivo mismo de los mencionados
actos reglamentarios del Ejecutivo.l®

Lo. anterior, por lo tanto, nos proyecta a considerar que este
elemento le imprime un sentido de legalidad al contenido de los
planes manifestados por la aprobacién de los distintos sectores so-
ciales por medio de un acto juridico.

g) Ambito espacial de la planeacién

Entendemos por ambito espacial de la planeacién, la extensién
fisica o territorial al cual se dirige dicha actividad, considerando
la adopcién de programas y normas adecuadas para el desarrollo
de los recursos naturales que posibiliten el crecimiento econémi-
co de ciudades o regiones de un Estado. Es nacional, en cuanto.
abarca a todo el pais, y regional porque comprende. a una regién
o entidad federativa, que puede a su vez ser intraestatal, es decir,
de una circunscripcién juridica-politica, e interestatales, que abar-
can dos o mas entidades.

Y al referimos a esta clasificacién, es importante hacer un
paréntesis para dos subclasificaciones; una para el nivel gobierno,
que comprende a los tres niveles de gobierno: federal, estatal y
municipal. Y otra para el nivel administrativo global, que com-
prende a la administracién institucional, que se refiere a una de-
pendencia o entidad.™

10 José Francisco Ruiz Massieu, Efectos juridicos de los planes guberna-
mentales, un tema ddministrativo, ANDAAP, México, 1981, p. 23.
11 Los artfculos 2° y 3° de la Ley Orgdnica de la Administracién Piblica
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4. PROCESO DE PLANEACION

Lo caracteristico en todo sistema de planeacién de cualquier siste-
ma econémico, llamese socialista o capitalista, es su proceso de
planeacién, al que corresponde como etapas subsecuentes: la pla-
neacién, programacién y presupuestacién, evaluacién e infor-
macion.

a) Planeacién

Es la actividad que desarrolla la Administracién Pdblica para la
eleccidon de alternativas de accibn, estableciendo metas y objetivos
para acciones futuras dirigidas a alcanzar los fines que persigue
el Estado, considerando los medios a utilizar y los recursos que se
requieren, coordinando las alternativas para la satisfaccion de los
intereses sociales y de las necesidades publicas.

Dentro de este esquema es posible definir la planeacién como
la conciliacién de lo posible con lo deseable a partir de lo dispo-
nible, es decir, conciliar lo que queremos con lo que podemos
a partir de lo que tenemos. :

b) Programacion A

Se considera la actividad de la Administracién Pablica por medio
deé la cual se generan proyectos jerarquizados y ubicados en las
tres clasificaciones de la planeacién ya estudiadas en el documen-
to: la temporal, que especifica los planes a desarrollar a corto,
mediano y largo plazo; la administrativa, que es la que ubica el
asunto en el Ambito del gobierno y el sector que corresponde, y la
espacial, que es la expresién geografica del 4mbito del proyecto.

Por programa entendemos un “acto de orden” en el cual se
establecen una clara y razonable relacién entre los medios y re-

Federal, consideran que las unidades que integran la administracién centra-
lizada son dependencias.
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cursos de que se dispone, y las necesidades de desarrollo econémico
y su escala de relaciones y las distintas formas en que ha de operar-
se con esos medios para satistacerlas.

¢) Presupuestacion

Es la asignacién de recursos fundamentalmente, de recursos finan-
cieros, tecnolégicos, materiales ¢ inclusive humanos, a los proyectos,
para convertir entonces a los programas en presupuesto por pro-
gramas o programas presupuestales.

De esta manera, podemos considerar que el presupuesto cs el
célculo y balance previo de los gastos e ingresos del Estado y otras
corporaciones piblicas, que debe contener la expresién detallada
de dichos gastos y de los ingresos previstos para cubrirlos, durante
el periodo determinado, generalmente un afio.

Con base en lo anterior, es conveniente sefialar la vinculacién
del presupuesto con los programas, lo que da origen al presupuesto
por programas que tiene sus primeros antecedentes en Estados Uni-
dos, donde se instrumentd a fin de racionalizar los gastos de guerra
y de fuerza a partir de 1960.

d) Evaluacién

Es la actividad consistente en el anélisis integral, permanente y
sistemético, de la eficacia, eficiencia, y marco de los planes y pro-
gramas para el cumplimiento de los fines.

Fundamentalmente, evaluar es comparar, lo que requiere de un
sistema de referencia comin; por lo tanto, lo que se pretende
en términos generales es establecer sistemas que hagan compara-
bles las realidades con las opciones que se toman para que se pueda
conocer la realidad y tomar medidas correctivas. De esta suerte,
la evaluacién considera tres instancias: la interna, que es la del
sujeto de analisis; la de relacién, que es la del sujeto de analisis en
funcién de su entorno, y la de conjunto, que es la del sujeto y su
entormo en el todo. ‘
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La evaluacién no sdlo se refiere a los resultados, sino que se inicia
desde las intenciones, decisiones y acciones, comprendiendo proce-
dimientos, resultados, efectos en su impacto y perdurabilidad de
un plan, lo que rebasa ¢l dmbito tradicional del analisis costo-
beneficio.

e) Informacién

Es la actividad que se realiza para la obtencién y recoleccién de
los datos, hechos, manifestaciones y circunstancias de la realidad
existente, de tal suerte que la informacién es el insumo bésico para
la toma de decisiones.

De tal suerte que se le considera por algunos técnicos como
el componente tecnolégico que contempla tres 4mbitos: la infor-
macién, la informatica y la estadistica.

Informacién son los datos en si, tanto cuantitativos como cuali-
tativos. Informética es el tratamiento de datos desde su captacién
y procesamiento hasta su presentacién. Y por ultimo, la estadistica
es el registro sistematico de los gastos.

5. ANTECEDENTES HISTORICOJURIDICOS
DE LA PLANEACION EN MEXICO

Podriamos afirmar que el proceso de planeacién en nuestro pais
encuentra sus antecedentes en el inicio de este siglo, cuando se
adquieren por primera vez, como parte del acontecer politico y
juridico del pafs, los vocablos plan y programa. Es de considerarse
los postulados contenidos en nuestra Constitucién de 1917 y en la
Ley de Planeacién General de la Reputblica, que nace como re-
sultado del nuevo orden juridico impuesto por el proceso histérico,
que culminé con la Revolucién de 1910, y que consagré dentro
de sus diversos numerales los derechos individuales y sociales de
los gobernados, y la divisién de poderes, asi como la competencia
y forma de organizacién de cada uno de éstos. :
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En la exposicién de motivos de dicha ley, publicada en el
Diario Oficial de la Federacién de 1930, se hablaba de la urgente
necesidad de elaborar el “Plan Nacional de México”, en términos
principalmente de inventario de recursos nacionales.

Asimismo, este ordenamiento indicaba:

La planeacién de los Estados Unidos Mexicanos tiene por objeto
coordinar las actividades de las distintas dependencias del gobier-
no federal para consagrar el desarrollo material y constructivo del
pais a fin de realizarlo en forma ordenada y arménica, de acuerdo
con su topografia, clima, poblacién, historia y tradicién, su vida
funcional, social y econémica, su defensa nacional, la salubridad
publica y las necesidades permanentes y futuras.?

Numerales subsecuentes determinaban un sentido limitado de
la planeacién buscando la conduccién de los aspectos espaciales
de la localizacién de infraestructura y el instrumento cartografico.

El enfoque limitado de la planeacién se advierte si se considera
que su aplicacién se encomendd a la ya mencionada Secretaria
de Comunicaciones y Obras Publicas y no a las dependencias que
conocfan aspectos mas amplios del desarrollo.

Para 1933 se expide la ley que abroga a la que instituyd el
Consejo Nacional Econémico (Diario Oficial del 31 de julio).
El nuevo ordenamiento crea el Consejo Nacional Econémico, como
un érgano auxiliar técnico y consultivo del Ejecutivo federal, del
cual dependia.

El nuevo consejo resolvia Jas consultas del Ejecutivo federal
en materia de accién econdmica, le presentaba propuestas para el
mejoramiento y regularizacién de las condiciones econémico-socia-
les y realizaba investigaciones.

Mientras tanto, también el derecho administrativo mexicano
sufria una evolucién. Asi, en 1928, mediante la Ley Organica del
Departamento del Presupuesto de la Federacion, se crea un depar-
tamento administrativo, al que se le confiere preparar y formular
el presupuesto de la Federacién, asi como vigilar su ejecucién. La

12 Artfculo 1° de la Ley sobre Planeacién General de la Repfiblica, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federacién del 12 de junio de 1930.
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expedicién de esta ley fue interesante porque aun cuando nunca
entré en funciones la nueva dependencia, introducia por vez pri-
mera el concepto de “reforma administrativa”. Con la Ley de Se-
cretarias y Departamentos de Estado de 1934 no se introduce aiin
el concepto de planeacién ni se le confia ésta a ninguna depen-
dencia, pero sobresale porque instituye la Secretaria de Economia
Nacional, confidndole la “intervencién que corresponda al Eje-
cutivo federal sobre produccién, distribucién y consumo, cuando
afecten la economia general del pais, excepcién hecha de la pro-
duccibn agricola”.*®

La citada ley de 1934 introduce lo que después serian llama-
dos “programas operativos anuales”. El presidente Rodriguez emi-
ti6 un acuerdo por el cual expidié el programa anual del Gobierno
federal para 1934, que tiene el mérito de ser el primer Programa
de Gobierno en la historia de nuestro pais, aunque con las limi-
taciones de ser de corto plazo (poco menos de un afio).

Para 1935, la Ley de Secretarias y Departamentos de Estado
introduce la planeacién como una de las tareas de las secretarfas
y departamentos de Estado, que sera retomada por la ley de 1939.

a) El primer Plan Sexenal

En el afio de 1933 el Partido Nacional Revolucionario formulé el
primer Plan Sexenal. Dicho plan se inspiré en la politica de inter-
vencién estatal que surgié en los paises occidentales mas desarro-
llados como respuesta a la crisis econémica mundial, asi como en
lo poco que se sabfa a la sazén en México sobre planeacién.
Este primer plan sexenal era un plan econémico sélo de nom-
bre, pues constituia en realidad un bosquejo general de la politica
econdémica a seguir, después del cambio de administracién en el
afio de 1934, orientado en primer lugar a lograr que el pais saliera
de serias dificultades de origen externo, y encaminado, en segundo
lugar, a alentar el desarrollo econémico conforme a los lineamien-

18 Articulo 6° de la Ley de Secretarias y Departamentos de Estado.
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tos sefialados en términos de la lucha revolucionaria por el presi-
dente Calles (1925-1928).

Por otro lado, es conveniente destacar que el Plan no contenia
ningGn instrumento préctico para su ejecucién. Hacia la época
de su preparacién, México no contaba con ningln organismo eco-
némico ni estadistico que realizara los estudios necesarios para tra-
ducir las instrucciones generales del plan a términos cuantitativos.
En 1935 se hizo un intento para eliminar esta deficiencia basica
del plan, cuando ¢ presidente CArdenas cred un organismo con-
sultivo especial, lamado Comité Asesor Especial. Sin embargo, el
mismo general Cirdenas no atribuyd el comisariado del plan a la
Secretaria de Economia Nacional, sino que, mediante acuerdo
publicado en el Diario Oficial de la Federacién del 16 de junio
de 1938, se dispuso que correspondia a la Secretaria de Gober-
nacién organizar todos los trabajos conducentes para la coordina-
cién y cumplimiento del plan sexenal de los gobiernos de la Fe-
deracién, de los estados y territorios y de los municipios; de tal
manera que el acuerdo, ademas de atribuirle competencia para
coordinar la planeacién a una secretaria que por su naturaleza
no debia hacerlo, tenia el riesgo de que —so pretexto de la pla-
neacién— el Ejecutivo, a través de dicha dependencia, tuviese
injerencia en los procesos de planeacién estatal y municipal.

b) Segundo Plan Sexenal

El presidente Cardenas dio instrucciones a la Secretaria de Gober-
nacién para preparar el plan sexenal que abarcaria el periodo de
la siguiente administracién (1941-1946).

Este segundo Plan Sexenal representé un avance respecto del
primero, ya que dentro de su contenido se contaba con un capi-
tulo introductorio especial que no figuré en el primer plan, en el
cual se examinaba con amplitud los problemas relacionados con
la planeacién concreta de las actividades del gobierno y la coor-
dinacién de las diferentes dependencias del mismo, incluso la
coordinacién. entre las autoridades federales, estatales y municipales.
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Se sugeria en dicho plan el pronto establecimiento de un Consejo
Nacional Supremo, en el que estuvieran representadas todas las
‘uerzas econdrmnicas, sociales, politicas y militares del pais.

La administracién del presidente Avila Camacho no aplicé el
?lan Sexenal 1941-1946, a pesar de los abundantes cambios legis-
ativos y administrativos que instrumenté; en tanto que el presi-
lente Cardenas, sin grandes cambios legislativos y administrativos,
;umplié6 ampliamente con el primer Plan Sexenal.

Entre las principales transformaciones legislativas y adminis-
trativas de este periodo sobresale Ja decisién del gobierno de Avila
Camacho, en 1942, de establecer la Comisién Federal de Planea-
:ién Econémica, como organismo consultivo de la Secretaria de
la Economia Nacional, para que coadyuvara “en la planificacién
y coordinacién de la economia nacional, en el estudio de problemas
concretos econémicos creados por la guerra y de programas para
la movilizacién econémica que requiera la cooperacién interameni-
ana” "

La importancia de este decreto es que por primera y Unica vez
se crea un 6rgano de planeacién de naturaleza paraestatal y no
una dependencia centralizada. Asimismo, se consagra un concepto
de planeacién y se establece como objetivo a la cooperacién inter-
americana y la resolucién de problemas de guerra.

En el mismo afio de 1942 (Diario Oficial del 25 de julio) el
presidente Avila Camacho decreté la creacién de los Consejos
Mixtos de economia regional.

Los nuevos érganos tenian por competencia elaborar los pro-
gramas y coordinar las actividades que deberian desarrollarse en
cada entidad federativa tendientes a mejorar las condiciones eco-
némicas y sociales de la vida rural y a incrementar la produccién
agropecuaria; estudiar y proponer Ja resolucién de los problemas
relacionados con los precios y abasto de productos agricolas locales
y, en general, estudios y soluciones para la produccién, industriali-
zacién y comercializacién de productos cel campo.

14 Articulo 1° del decreto que crea la Comisién Federal de Planijficacién
Econémica, como organjsmo consultivo de !a Secretaria de Economfa Nacio-
nal, Diario Oficial de la Federacién del 9 de julio de 1942,
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En 1944 (Diario Oficial del primero de julio) se decreta la
creacién del organismo descentralizado “Comisién Federal de Fo-
mento Industrial”.

La comisién tuvo por objeto la planeacién, financiamiento, or-
ganizacién y establecimiento de aquellas industrias que siendo in-
dispensables para la industrializacién racional del pais no hubiesen
sido promovidas por particulares, encontraran dificultades para
su financiacién, carecieren de técnicos o tropezaran con cualquier
obstaculo que impidiera su establecimiento, dificultando con ello
el desarrollo del programa industrial del pais.’®

Para ello deberia elaborarse “el plan de industrializacién ra-
cional del pais”, planear, organizar y dirigir un sistema técnico
econémico de industrializacién y financiar y promover industrias
nuevas.*®

En 1942, mediante decreto publicado en el Diario Oficial del
7 de noviembre, se instituyé el Comité Coordinador de las Impor-
taciones, y en 1942 se expidi6 la ley que crea la Comisién Impul-
sora y Coordinadora de la Investigacion Cientifica, como orga-
nismo descentralizado. Esta entidad debia formular un programa
de investigacién cientifica y coordinar el aprovechamiento de los
recursos piblicos en la materia.

En 1947, por otra parte, se expidi6 la primera ley para el con-
trol de organismos descentralizados y empresas de participacidn
estatal, por medio de la cual quedaban sujetos esos entes a la super-
visién financiera y control administrativo del Ejecutivo Federal.

En 1948 (Diario Oficial del 31 de enero), mediante decreto,
el presidente Miguel Aleman cre6 la Comisién Nacional de Inver-
siones, como organismo de la Secretaria de Hacienda y Crédito
Publico, encargado de controlar, vigilar y coordinar a las entida-
des paraestatales en los términos de la ley de 1947,

Ya para 1953, medio aiio después del cambio de administra-
cién, el nuevo Presidente ordené que las secretarias de Hacienda

15 Articulo 5° pérrafo primero, del decreto que crea el organismo descen-
tralizado “Comisién Federal de Fomento Industrial®, Diarto Oficial de la
Federacién del primero de julio de 1944.

16 Artfculo 3°, incisos a, b, ¢, d y {, de la ley referida supra.

17 Artfculo 1° de la ley.
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y Economia prepararan un plan de inversiones del sector pablico
para todo el periodo de la administracién (1953-1958).

De esta manera, el primer plan de inversiones se formulé
en 1956 con un &mbito temporal de dos afios (1957-1958), que
sirvié como base de las negociaciones con el Banco Internacional
y con otros organismos financieros del exterior, en torno a nuevos
préstamos para irrigacién y desarrollo de la energia y comuni-
caciones y transportes.

Con el presidente Adolfo Lépez Mateos se aprobd una ley
sobre funciones de las dependencias del poder Ejecutivo, en que
se le daban facultades a la recién creada Secretaria de la Presi-
dencia (1958) para reunir todos los datos necesarios con relaciéon
a la formulacién de un plan general de gastos e inversiones del
gobieno federal; programar las obras publicas y su utilizacién
final; formular propuestas para la promocién y desarrollo de re-
giones y localidades, y planear, coordinar e inspeccionar las in-
versiones de las autoridades federales, organismos auténomos y
empresas estatales. En otras palabras, Ja totalidad de las funciones
de la Comisién de Inversiones se atribuyeron a la Secretaria.’®

Por lo que corresponde a la Comisién Nacional de Inversio-
nes, denominada ahora Direccién de Inversiones Puablicas, quedé
incorporada a la nueva Secretaria.

Con la creacién de esta dependencia, se introduce un cambio
radical en la administracién piblica de la planeacién, ya que esta
Secretaria se convierte en la dependencia de planeacién, sobre
todo, de las inversiones.

En la administracién 1958-1964 sobresale el acuerdo presiden-
cial de 1959 (Diario Oficial del 30 de junio), que ordena que
tanto las dependencias centralizadas como las entidades paraestata-
les deben elaborar un programa de inversién de mediano plazo
(1960-1964), al que deben ajustar los proyectos anuales de in-
version.

De conformidad con los distintos instrumentos juridicos que se
expidieron en el régimen 1959-1964 se elaboré el Plan de Accién

18 Ley de Secretarias y Departamente: de Estado, Diario Oficial de la
Federacién del 24 de diciembre de 1958.
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Inmediata 1962-1964, bajo el influjo de los acuerdos de la Alianza
para el Progreso, y que se refiere fundamentalmente a las inversio-
nes publicas.

Sobre el plan puede comentarse que sblo se dio a conocer a la
opinién publica del pais un resumen del mismo, presentado como
documento informativo por el gobierno de México ante la primera
reunién anual del Consejo Interamericano Econémico y Social de
la OEA (CIES), celebrada en México en octubre de 1962.° El -
plan fue sometido a la consideracién de las autoridades de la
Alianza para el Progreso.

El plan se limité a esbozar los grandes lineamientos de politica
econémica general sin entrar en un analisis pormenorizado de la
viabilidad de la aplicacién de las politicas en él definidas en su
conjunto.

c) Iniciativa de la Ley de Planeacién (1963)

La iniciativa de Ley Federal de Planeacion, presentada al Senado
en 1963 por un grupo de senadores, reviste un especial interés para
la historia legislativa de la planeacién.?

Ya en el articulo primero de esa iniciativa se proponia una
nocién legal de planeacién. Asimismo se indicaba que la planea-
cién nacional y los aspectos regionales de la misma, que compren-
den a dos o mas entidades federativas, corresponden al Ejecutivo
federal. Se consideraba que la planeacién deberia ser democrética
y se preveian diversos 6rganos de planeacién tales como una co-
misién nacional y comisiones sectoriales y regionales de planeacion.

Empero, la iniciativa no fue aprobada en virtud de las criticas
de que fue objeto y por problemas de competencia entre las di-

19 Algunos detalles del “Plan de Accién Inmediata” aparecieron posterior-
mente también en el Informe de gobierno de México al Comité especial sobre
programacién y preparacién de proyectos, México, julioc de 1963.

20 E1 19 de septiembre de 1963, la comisién senatorial de Planeacién,
integrada por los senadores Fernando Lanz Duret, Edgardo Medina Alonso y
Abel Huitrén y Agudo, presentaron a la consideracién de Ja H. Cémara de
Senadores del Congreso de la Unién, un proyecto de Ley Federal de Pla-
neacién,
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versas dependencias .del gobiermno federal. Igualmente, por tratarse
de una iniciativa a fin de un sexenio que darfa lugar a una ley
y a un proceso a desenvolverse en la administracién siguiente, por
lo que no tuvo vialidad politica.

En la administracién siguiente, del presidente Gustavo Diaz
Ordaz, no hay cambios legislativos y administrativos de trascen-
dencia en materia de planeacién, a no ser por la Ley para ¢l Con-
trol por parte del Gobierno Federal, de los Organismos Descentra-
lizados y Empresas de Participacién Estatal de 1966 (Diario Oficial
del 4 de enero), que sustituys a la ley de 1947.

Por lo que corresponde a la administracién del presidente
Echeverria, cabe destacar que no hubo una ley que sistemAtica-
mente abordara los aspectos de planeacién. No obstante, se pro-
movieron dos leyes que rigen aspectos fundamentales de la planea-
cibén, como son los Asentamientos humanos y el desarrollo urbano
del Distrito Federal. Para la emisidén de esas leyes, previamente se
reformé la Constitucidén, generAndose una polémica juridica y po-
litica de la mayor trascendencia.

d) Ley Orgdnica de la Administracién Piblica Federal
y el Plan Global de Desarrollo (1976-1982)

En la administracién del presidente José Lépez Portillo se hicieron
esfuerzos importantes para dotar de infraestructura legal a los
procesos de planeacién. Sin embargo, no sc explicitd la base cons-
titucional ni se conté con una ley de planeacién, que de manera
sistemAtica y coherente articulara juridicamente un esquema.

En lugar de expedirse una ley rectora, en ese régimen se pu-
blicaron varias leyes que inciden en cuestiones fundamentales para
un proceso de planeacién: financiamiento externo (Ley General
de Deuda Piblica); gasto publico (Ley del Presupuesto, Conia-
bilidad y Gasto Piblico Federal); adquisiciones pablicas (Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Almacenes); obras piblicas (Ley
de Obras Publicas), etcétera. La Ley Orgdnica de la Administra-
cién Piblica Federal creb a la Secretaria de Programacién y Presu-
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puesto, encargandosele el gasto piblico y separando éste de los
ingresos, que seguian confiados a la SHCP.

La Secretaria de Programacién y Presupuesto, que sustituye
a la Secretaria de la Presidencia, y que se conformé con otras atri-
buciones y recursos de otras dependencias federales, tiene a su
cargo, de conformidad con el articulo 32 de la Ley Orgdnica de
la Administracién Piblica Federal, “recabar los datos y elaborar
con la participacidn, en su caso, de los grupos sociales interesados,
los planes nacionales, sectoriales y regionales de desarrollo eco-
némico y social, el plan general del gasto publico de la adminis-
tracién pablica federal y los programas especiales que fije el
Presidente de la Reptblica”; ademé4s de las facultades de planea-
cidn que ya posefa la Secretaria de la Presidencia.

e) Ley de Planeacién

En diciembre de 1982 fue reforzado el articulo 32 de la Ley
Organica de la Administracién Pablica Federal para perfeccionar
las facultades de la Secretaria de Programacién y Presupuesto;
as{ el nuevo articulo 32 sefialaba que a esa dependencia le com-
petia: “proyectar la planeacién nacional de caricter global y ela-
borar, con la participacién de los grupos sociales interesados, el
plan nacional correspondiente. . .”

El articulo 32 fue nuevamente modificado en diciembre de
1983 para conciliarlo con los articulos de contenido econémico
de la Constitucién, y con la Ley de Planeacién.”*

Este tltimo ordenamiento representa el punto mis alto en la
evolucién legislativa de la planeacién en México: define las res-
ponsabilidades de la Secretaria de Programacién y Presupuesto,
de las dependencias coordinadoras de sector y de las entidades
paraestatales; delimita la participacién del Congreso de la Unién;
establece las fases fundamentales del proceso de planeacién e iden-
tifica las cuatro vertientes de la instrumentacién de los planes y

21 Ley de Planeacién publicada en el Diario Oficial de la Federacién el
5 de enero de 1983.
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programas. Igualmente, previene la intervencién de la Secretaria
de la Contraloria General de la Federacién en cuanto a evalua-
cién gubernamental.

6. SISTEMA NACIONAL DE PLANEACION
DEMOCRATICA

a) Concepto y componentes

El sistema nacional de planeacién democratica debe entenderse
como un conjunto articulado de relaciones funcionales que se es-
tablecen entre las dependencias y entidades del sector publico, con
las organizaciones de los diversos grupos sociales y con las autori-
dades de las entidades federativas, a fin de efectuar acciones de
comiin acuerdo orientadas por el enfoque sistémico de la admi-
nistracién puiblica para el disefio de la planeacién. Es de indicarse
que dentro del mismo tiene lugar un proceso que establece el
modus operandi del sistema. Este proceso de planeacién estd divi-
dido en cuatro etapas que son: formulacién, instrumentacién,
control y evaluacién.

De igual forma, dentro del sistema, se generan diversos docu-
mentos e instrumentos de planeacién para regular el proceso, que
se distinguen por su jerarquia, Ambito temporal y espacial, y por
la funcién que cumplen dentro del sistema. Estos documentos
son denominados planes, programas, presupuestos, etcétera. No son
documentos rigidos sino flexibles que se van ajustando y ade-
cuando 2 las necesidades preestablecidas que imperen en el sis-
tema para el logro de los objetivos nacionales.

Cabe sefialar, nuevamente, que dentro del sistema pueden cons-
tituirse sistemas y subsistemas, considerando para este fin como
suprasistema al Sistema Nacional de Planeacién Democrética. Esta
constitucién de sistemas y subsistemas se crearon para atender as-
pectos o Areas que por su naturaleza prioritaria o estratégica se
juzga conveniente operar en su casc para establecer sistemas esta-
tales de planeacién.
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De conformidad con la Ley de Planeacion, el sistema se con-
forma de las dependencias 'y entidades de la administracién pa-
blica federal a través de las unidades encargadas de las materias
de programacién, presupuestacién, evaluacién e informacién.

Conviene subrayar, en este momento, que el sistema cuenta
con agentes directos (infraestructura institucional) e indirectos (in-
fraestructura béasica); los primeros serian las dependencias y en-
tidades del Gobierno federal, y los segundos, son tanto los sectores
social y privado como la autoridad de las entidades federativas,
para las cuales se establecen mecanismos de concertacién, coor-
dinacién y de induccién de sus actividades en materia de pla-
neacién.

b) Estructura orgdnica y funcional
del Sistema Nacional de Planeacién Democrdtica

La estructura orgnica y funcional de la planeacién, tiene su fun-
damento juridico en la Constitucién Politica de los Estados Unidos
Mexicanos, Ley de Planeacién y la Ley Orgdnica de la Adminis-
tracion Publica Federal, donde se precisan las 4reas de respon-
sabilidad y de coordinacién de las dependencias y entidades, asi
como de los organismos de coordinacién entre la Federacién y los
estados y municipios, y por las representaciones de los grupos socia-
les, que participen en las actividades de la planeacién.

¢) Niveles de planeacién

— Nivel nacional

Este nivel corresponde a las dependencias que efectiian actividades
referidas a los aspectos més generales de la economia y la sociedad,
propio de las secretarias de Programacién y Presupuesto, Hacienda
y Crédito Publico, Contraloria General de la Federacién, de con-
formidad con los numerales 14, 15 y 18 de la Ley de Planeacidn,
y 31, 32 y 32 bis de la Ley Orgdnica de la Administracion Piblica
Federal.

76



Se atribuye a la Secretaria de Programacién y Presupuesto, en
latu sensu, elaborar el Plan Nacional de Desarrollo, formular el
programa del gasto publico federal y llevar la contabilidad guber-
namental (articulos 14 de la Ley de Planeacién y 32 de la Ley
Orgdnica de la Administracién Piblica Federal). A la Secretaria
de Hacienda y Crédito Pdblico le compete conocer de los ingre-
sos tributarios, asi como de la deuda piblica interna y externa, y
el crédito para financiar el gasto piblico (articulos 15 de la Ley
de Planeacién y 31 de la Ley Orgdnica de la Administracién Pi-
blica Federal).

Por lo que hace a la Secretaria de la Contraloria General de
la Federacién, se le encomendé la evaluacién global del cumpli-
miento del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas (ar-
ticulos 18 de la Ley de Planeaciém y 32 bis de la Ley Orgdnica
de la Administracién Piblica Federdl).

— Nivel sectorial

Este nivel corresponde a la divisién actual de la administracién
publica federal, con la figura de la coordinacién sectorial, o sea
el agrupamiento de entidades paraestatales que tienen un objeto
o actividad comun a fin de que se agrupen en sectores definidos,
bajo la coordinacién de una secretaria de Estado o departamento
administrativo.

La formacién de sectores administrativos es discrecional por
parte del Ejecutivo federal, y se lleva a cabo mediante acuerdos
presidenciales que distribuyen a las entidades paraestatales entre los
diversos sectores.

Para que las dependencias coordinadoras de sector puedan
desempefiar sus funciones en materia de planeacién y control, es
necesario que se cuente con programas scctoriales, que se desem-
pefien como instrumentos normativos y de orientacién, para las
tareas de programacién institucional.

— Nivel institucional

Este nivel est4 formado por las entidades paraestatales, que en
principio seran agrupadas en sectores administrativos, a excepcién
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de algunas que no han sido sectorizadas por rezagos politicos o
bien porque su objeto de actividad se localiza en varios sectores.

Las entidades paraestatales, bajo la influencia del derecho pri-
vado y de la administracién privada, suelen contar con programas
anuales, que son aprobados por sus 6rganos colegiados. En los
casos que sefiale el Ejecutivo federal deberdn contar, igualmente,
con programas institucionales de mediano plazo en el marco de
los programas sectoriales de igual término.

— Nivel estatal y municipal

De acuerdo con los principios que rigen la planeacién en nuestro
pais (sistema federal), el sistema establece relaciones de coordi-
nacién con las entidades federativas con el propésito de hacer
compatibles las actividades de planeacién que efectia cada orden
de gobierno, asi como para definir mecanismos institucionales
operativos.

El articulo 34 de la Ley de Planeacién precis6 los aspectos que
podian ser materia de coordinacién:

— la participacién de cada estado en la planeacién nacional, a
través de la presentacién de las propuestas que estimen perti-
nentes,

— los procedimientos de coordinacién entre autoridades federa-
les, estatales y municipales, para llevar a cabo la planeacién,
estatal y municipal;

— los lineamientos metodolégicos para la realizacién de las acti-
vidades de planeaci6n en el 4mbito de Ja jurisdiccién respectiva;

— la ejecucién de las acciones a realizar en cada estado, consi-
derando la participacién correspondiente a los municipios y
grupos sociales interesados, y

— la elaboracién de los programas estratégicos regionales.

Con base en el enfoque sistémico de la administracién publica
federal, se

propuso a las entidades que organicen sisternas estatales de pla-

neacién democratica por medio de los cuales ordenen y promue-
van su propio desarrollo, articulen mejor sus objetivos y politicas
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de desarrollo con las prioridades y objetivos nacionales, influyan
progresivamente sobre la definicién de los criterios con que se
asigna el gasto publico federal en el territorio nacional, y en ge-
neral, se vinculen con el sistema nacional de planeacién demo-
cratica, dentro de un marco integral de planeacién.

— Nivel estatal

A las entidades federativas corresponde planear la atencién de
los asuntos que son de su competencia, conforme al reparto de res-
ponsabilidades que hace la Constitucién General de la Republica.
Asi cada entidad federativa debe contar con un plan estatal de
desarrollo y con los programas sectoriales e institucionales estatales
correspondientes.

Si bien la distribucién de dmbitos de planeacién, siguiendo la
distribucién de competencias, es tedricamente clara, ha de reco-
nocerse que uno de los aspectos operativos més conflictivos es el
concerniente a la vinculacién idénea de los planes estatales y na-
cionales (federales), para evitar acciones contradictorias, duplica-
torias o bien para suprimir lagunas en la actividad. Para hacer
frente a esa dificultad operativa se han ideado organismos en los
que concurren representantes estatales y representantes, en su caso,
municipales, y que han sido denominados como Comités de Pla-
neacién para el Desarrollo (COPLADES).

Los copLADES tienen naturaleza juridica de organismo piblico
descentralizado u é4rganos desconcentrados de los gobiernos esta-
tales, integrados por agentes estatales y federales, y que conocen
de las acciones que deben realizar en una entidad federativa la
Federacién y los estados, b4sicamente, en acciones de inversidn.

En algunos casos los cOPLADES se han instituido mediante ley
expedida por las legislaturas locales y en otros por medio de decre-
to de los gobernadores.

De la misma manera, esta coordinacién se cristaliza a través
de la celebracién de los convenios inicos de coordinacién, de con-
formidad con los numerales 32 y 35 de la Ley de Planeacién.
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— Nivel municipal

Los municipios estin explicitamente contemplados en la Consti-
tucién Politica de la Repiblica desde 1917, pero en 1983 sus bases
fundamentales fueron enriquecidas y sistematizadas mediante una
reforma integral al articulo 115.

La planeacién municipal se antoja relevante, si se considera
que existe el riesgo de que se sobrepongan acciones federales, esta-
tales y municipales.

Para que los municipios puedan elaborar sus planes y progra-
mas, se suelen integrar en los COPLADES subcomités municipales
o regionales.

— Planeacién regional

En México, la planeacién regional consiste en arreglos de tipo
técnico, pero no son entes juridicopolitico territoriales, no gozan
de personalidad juridica, sino que sélo se utilizan para la elabora-
cién de planes que comprenden dos o méas entidades federativas.

A partir de las reformas constitucionales y legales dirigidas a
regir el desarrollo urbano y los asentamientos humanos, ha apare-
cido un nuevo fendmeno administrativo de la planeacién regional:
las comisiones de conurbacién. Estas comisiones son organismos
publicos descentralizados federales en los que participan repre-
sentantes de Jos estados y de los municipios, junto con los federa-
les, para la planeacién de zonas declaradas como conurbadas in-
terestatales; entendiendo por conurbacién la formulacién de un
solo espacio econémico, social y fisico.

d) Vertientes del Sistema Nacional de Planeacién Democrdtica

Como se ha mencionado en diversas ocasiones en este capitulo, el
proceso de planeacién en México se divide en cuatro etapas que
son formulacién, instrumentacién, control y evaluacibn, correspon-
diendo a la instrumentacién englobar las vertientes del Sistema
Nacional de Planeacién Democritica, que son la obligatoria, la
coordinada, la concertada y la inducida.
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~— Vertiente obligatoria

Comprende el conjunto de acciones que desarrollan las depen-
dencias y entidades de la administracién pablica federal para el
cumplimiento de los objetivos y propésitos contenidos en el plan
y programas del Sistema.

Los instrumentos més representativos de esta vertiente son los
programas presupuesto de cada dependencia o entidad; el presu-
puesto federal, las leyes de ingresos de la Federacién y los acuerdos
institucionales que celebran las dependencias y entidades entre si,
pero ademnds se rige por los programas operativos sectoriales.?

Cabe indicar que esta apreciacién del caricter obligatorio de
la planeacién para el sector publico estid prevista en el articulo 32
de la Ley de Planeacién, que a su letra dice: “Una vez aprobados
el plan y los programas, seran obligatorios para las dependencias
de la administracién piblica federal, en el -4mbito de sus respec-
tivas competencias”. Atribucién que se refuerza con los articulos
99,15, 16, 17, 18 y 19 de la Ley; cabe sefialar que, como se indicd
antes, la spp funge como comisariado del plan y como coordina-
dora del proceso de planeacién.

Los instrumentos de corto plazo que se elaboran en esta ver-
tiente obligatoria son:

Programas anuales. Este se caracteriza porque el nivel en que
se elabora puede ser global, sectorial e institucional; su cobertura
espacial es nacional o regional y su 4mbito es de corto plazo (un
afio). Su funcién consiste en expresar anualmente la definicién
de acciones, metas, politicas, instrumentos y asignacién de recur-
sos, asf como los objetivos y propésitos del plan nacional y los
programas de mediano plazo.

Programa operativo anual macro.

Este programa constituye el marco general para la integracién de
los programas operativos anuales (preliminares); garantiza por
un lado la congruencia entre éstos v los lineamientos generales de
politica econdmica y social para el afio correspondiente, y por

22 gpp, Sistema Nacional de Planeacién Democrética, principio y- organi-
zacién, Edit. Talleres Grificos de la Nacidén, México, 1983, p. 18.
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otro, establece la fundamentacién global del presupuetso de egre-
sos de la Federacién, que en su nivel sectorial es dado por los pro-
gramas operativos anuales preliminares.®*

Ley de ingresos.

La ley de ingresos de la Federacién contiene especificaciones para
la orientacién de las politicas de ingresos, estimulos fiscales, precios
y tarifas del sector publico, financiera, monetaria, crediticia y de
deuda piblica, asi como la definicién de los instrumentos de cada
una de ellas para su aplicacién. La ley tiene vigencia de un afio,
lo que permite replantear el uso de determinado instrumento o
politica, en funcién de los resultados obtenidos durante un ejerci-
cio fiscal.?¢

Presupuesto de egresos. De acuerdo con la legislacién aplica-

ble, el presupuesto de egresos cumple la funcién de expresar finan-
cieramente los programas de la vertiente obligatoria, especificando
metas y responsabilidades de ejecucién.”

Los presupuestos son elaborados cada afio; los trabajos de pre-

paracion se inician en el mes de enero y el proceso de formulacién
del anteproyecto comienza a mediados de mayo, terminando antes

de
la

noviembre. La sPP, en una de las atribuciones que le confiere
legislacién vigente, integra el proyecto de presupuesto de egre-

sos de la Federacién.

el
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— Vertiente de coordinacién

Esta vertiente abarca las acciones que desarrollan las dependencias
y entidades en la administracién puablica federal y en las entidades
federativas y que se convierte en el objeto de los convenios dnicos
de desarrollo celebrados por el Ejecutivo Federal y los gobiernos
estatales, con el propésito de hacer compatibles tareas comunes de
la Federacién y los estados, derivadas del contenido de sus respec-
tivos planes y programas.2®

La facultad estatal de coordinacién se encuentra plasmada en
articulo 115 constitucional, que a su letra dice: “La Federacién

28 Jpid., p. 50.
24 Ibid., p. 53.
25 Jbid., p. 52.
26 Ibid,, p. 19.



los Estados, en los términos de la Ley, podran convenir la san-

i6n por parte de éstos del ejercicio de sus funciones, la ejecucién
operacién de obras y la prestacién de servicios publicos, cuando
1 desarrollo econémico y social lo haga necesario”.

Entre la Federacién y los gobiernos estatales, el convenio Unico
le desarrollo constituye el instrumento juridico administrativo,
irogramatico y financiero que integra las acciones de esta vertien-
e. Es por esto que de esta manera el Convenio Unico de Desarrollo
CUD) constituye un instrumento operativo para la realizacién de
as acciones conjuntas de la Federacién y de los estados; su pro-
¥6sito basico es impulsar y propiciar el desarrollo integral del pais,
\ través de programas que promuevan la descentralizacién de la
rida nacional y el fortalecimiento municipal.

— Vertiente de concertacion

ista vertiente “comprende las acciones del plan nacional y los
srogramas de mediano plazo, cuyos alcances y condiciones se espe-
sifican en los programas anuales, que serdn objeto de convenios
> contratos con los particulares o los grupos sociales organizados
nteresados en la ejecucién concertada de los objetivos y propé-
itos del propio plan y los programas”.*

Esta figura de la concertacién se lleva a cabo a través de los
contratos o convenios que de conformidad con el articulo 38 de
la Ley seran obligatorios para las partes que lo celebren, y en
ellos. .. “se estableceran las consecuencias y sanciones que se deri-
van de su incumplimiento, a fin de asegurar el interés general y
garantizar su ejecucién en tiempo y forma”.

— Vertiente de induccién
Esta tdltima vertiente

incluye la ejecucién de aquellos instrumentos y acciones econémi-
cos, sociales, normativos y administrativos que utiliza y desarrolla
el gobierno federal para inducir determinados comportamientos de
21 Ibid., p. 20.
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los sectores social y privado, con objeto de que hagan compatibles
sus acciones con o propuesto en el plan y los programas. Dentro de
esta vertiente se ubican a nivel global entre otras, las politicas
de gasto piblico, financiera, fiscal, de empleo y monetaria. A nivel
sectorial o institucional existe gran diversidad de instrumentos para
la induccidn.?®

e) Proceso de planeacién del sistema

Por proceso de planeacién del sistema se entiende el conjunto de
actividades destinadas a formular, instrumentar, controlar y eva-
luar el plan nacional y los programas originados en el Sistema.

Para su operacién, segin lo establece el articulo 13 de la Ley
de Planeacién, el proceso se divide en las etapas de formulacién,
instrumentacién, control y evaluacién, a las cuales nos referiremos
ms adelante con detalle; estas etapas pueden identificarse con
las materias de programacién, presupuestacién, control y evalua-
cién, e informacién del sistema de planeacién; el funcionamiento
de cada etapa puede efectuarse simultineamente, sin perder su
secuencia; de esta forma queda asegurada la continuidad y con-
gruencia entre actividades y productos del sistema.

Formulacién. A la etapa de la formulacién se le define como:

El conjunto de actividades que se desarrollan en la elaboracién del
plan nacional y los programas de mediano plazo. Comprende la
preparacién de diagnésticos econdmicos y sociales de caricter glo-
bal, sectorial, institucional y regional; Ja definicién de objetivos y
las prioridades del desarrollo, tomando en cuenta las propuestas
de la sociedad; el sehalamiento de estrategias y politicas congruen-
tes entre s1.%° :

En la etapa de formulacién se elaboran los instrumentos deno-
minados por el sistema “normativos de mediano plazo”, que son
el Plan Nacional de Desarrollo y los programas de mediano plazo,
sectoriales, estratégicos —que pueden ser regionales y especiales—

28 Loc. cit.
20 Jbid., p. 46.
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y los institucionales. Lo caracteristico de estos instrumentos es que
todos tienen un ambito temporal de mediano plazo, entendiendo
por esto que su vigencia no excedera de 6 afios de acuerdo con el
enfoque presidencialista de nuestro pais. Asi Jo establece la Ley
de Planeacién en sus numerales 21 y 22; cabe aclarar también
que la Ley no contempla dentro de su clasificaciéon el término de
programas ‘“‘estratégicos” a que hace alusién la sPP, sino que los
ordena en sectoriales, regionales, especiales e institucionales.

Instrumentacién. En esta etapa se lleva a cabo la operacién
del plan, por ello se traduce dicho instrumento en objetivos y
metas cuantitativas, a través de programas de corto plazo (anua-
les) y se define como

el conjunto de actividades encaminadas a traducir los lineamientos
y estrategias del plan y programas de mediano plazo a objetivos y
metas de corto plazo. Con este propédsito se elaboran programas de
caracter anual que vinculen el corto con el mediano plazo, y cons-
tituyen la referencia bésica de las vertientes de instrumentacién
y de sus instrumentos.*

Las actividades fundamentales de esta etapa consisten en pre-
cisar las metas y acciones para cumplir con los objetivos estable-
cidos en el plan y programas; elegir los instrumentos de politica
econémica y social; asignar recursos, determinar los responsables
de la ejecucién y precisar los tiempos de ejecucién del plan o pro-
gramas.*

Los instrumentos del programa anual o programas tienen lugar
a través de las cuatro vertientes del sistema nacional de planeacién.

Control. Se le define como

el conjunto de actividades encaminadas a vigilar que la ejecucién
de acciones corresponda a la normatividad que las rige y 2 lo esta-
blecido en el plan y los programas, El control es un mecanismo
preventivo y correctivo que permite la oportuna deteccién y co-
rreccién de desviaciones, Insuficiencias o incongruencias en el curso
de la formulacién, instrumentacién, ejecucién y evaluacién de las

80 Jbid., p. 18.
81 Jbid., p. 23.
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acciones, con el propésito de procurar el cumplimiento de las estra-
tegias, politicas, objetivos, metas y asignacién de recursos, conte-
nidos en el plan, los programas y los presupuestos de la Adminis-
tracién Pdblica.’?

Evaluacién. Se le define como

el conjunto de actividades que permiten valorar cuantitativa y cua-
litativamente los resultados del plan y los programas de un lapso
determinado, asi como el funcionamiento del sistema mismo. El
lapso para llevar a cabo una evaluacién serd de un afio, después de
la aplicacién de cada programa anual. A su vez el plan y los pro-
gramas de mediano plazo podrin evaluarse en lapsos amplios, para
decidir si se precisa ajustarlos o revisarlos.®

Conviene destacar que

las actividades fundamentales de la evaluacién son: cotejar los ob-
jetivos y metas propuestas con los resultados obtenidos al final del
periodo correspondiente; verificar el cumplimiento de objetivos
del programa y medir su efecto; de revisar los recursos asignados,
las politicas aplicadas y la congruencia entre acciones e instrumen-
tos para asegurar que Jos resultados sean los esperados.*

La evaluacién se lleva a cabo en todo el sistema, por ello las
unidades de planeacién; tanto las dependencias y entidades de
acuerdo al principio de sectorizacién de la Administracién Publica
son encargadas de realizar dicha actividad; asi lo establece la Ley
en sus numerales 14, fraccién VII; 16, fraccién VII, y 17, frac-
cién V, que facultan tanto a la spp como a las dependencias y
entidades del gobierno federal, para unificar periédicamente la re-
lacién que guardan los programas con el Plan Nacional de Des-
arrollo, dentro del mbito de sus competencias. En los niveles glo-
balizador, coordinador e institucional, asimismo, los resultados de
esta evaluacién a su vez son sometidos por el titular del Ejecutivo
(nivel rector), de conformidad con el articulo 6° de la Ley de
Planeacion, tanto al Congreso de la Unibn, a través del Informe

32 Ibid., p. 18.
83 Jbid., p. 23.
34 Loc. cit.
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de gobierno, como a la Comisién Permanente del Congreso de la
Unién, el mes de marzo de cada afio, mediante informes sobre las
acciones y resultados de la ejecucién del plan y los programas.

f) Participacién ciudadana en la planeacion

Cabe sefialar que la ley reglamentaria del articulo 26 constitucio-
nal establece procesos de participacién ciudadana y consulta para
la elaboracién y actualizacién del Plan Nacional de Desarrollo
y los programas que se elaboran en el seno del sistema.

La participacién ciudadana tiene diversas etapas y facetas; tal
es asi por lo que hace a la etapa de formuilacién; se le conoce
como consulta popular, y por lo que hace a la etapa de instru-
mentacién esta participacién ciudadana se expresa a través de los
foros de consulta popular con los sectores social y privado.

Asi, dentro del sistema de planeacién democritica, la partici-
pacién se lleva a cabo por los tres niveles de gobierno para reco-
nocer la diferencia en la expresién de los grupos a nivel federal,
estatal y municipal. En la medida que se trata de participacién
municipal los grupos que se tienen incluidos, por ejemplo, son:
juntas civicas, consejos de manzana, colonias, padres de familia,
segln las caracteristicas de cada municipio, ya sea rural, medio
rural, urbano y metropolitano.*

7. SENTIDO JURIDICO DE LA PLANEACION
EN MEXICO
a) La regulacién juridica de la planeacion

La conformacién del sistema nacional de planeacién democratica
toma vigencia cuando se reforma la Constitucién en sus numera-
les 25, 26, 27, 28 y 73, para dar cabida a la planeacién dentro

86 Ibid., p. 112.
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del texto de nuestra Norma Suprema. De manera paralela, se ex-
pide una ley reglamentaria del articulo 26 de la Constitucién,
que regula la actividad de la planeacién en México, por medio
de la Ley de Planeacién 1983.5°

En el periodo gubernamental de 1976-1982, los juristas de la
época consideraban improcedente reformar la norma suprema para
que se introdujera un apartado especial o alguna disposicién es-
pecifica que regulara la actividad de Ja planeacién; asi, por ejem-
plo, el licenciado José Sienz Arroyo decia: “el hecho de que la
ley fundamental no contenga una declaracién literal expresa sobre
atribuciones del Estado para establecer un sistema de planeacién
nacional no constituye un obstaculo constitucional alguno...”,*
pues

la planeacién nacional no constituye un fin en si misma, sino s6lo
un medio para que el Estado pueda cumplir cabalmente con las
atribuciones que, de manera expresa le confiere la Constitucién,
en lo concerniente a la regulacién y fomento de las actividades
econdmicas, sociales y culturales donde resulta que la creacién de
un sistema nacional de planeacién, no har4 sino poner las medidas
para que se cumplan las facultades expresas del Estado.®®

José Manuel Villagordoa Lozano, en uno de sus estudios sobre
la evolucién de los aspectos juridicos de planeacién en México
concluyé:

De la exégesis realizada se infiere que si bien es cierto que el marco
constitucional no exige una facultad expresa que confiera las atri-
buciones de planear el desarrollo del pafs, también lo es que, a
partir de la Carta Magna de 1917 y de sus modificaciones suce-
sivas, se desprende la existencia de nuevas categorias juridicas cuya
referencia concreta concierne a la integracién de la sociedad en
un orden justo, por lo que resulta aconsejable fortalecer las facul-
tades del Estado en este contexto...%®

36 Decreto que aprueba la Ley de Planeacién.

37 sep, Aspectos juridicos de la planeacidn en México, bases constitucio-
nales de lo planeacién en México, Edit. Parma, México, 1981, p. 13.

38 Ibid., p. 214.

3% Loc. cit.
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A mayor abundamiento dicho jurista comenté:

con base en esta premisa puede concluirse que en el devenir his
térico de nuestro sisterna se han venido implantando normas para
el proceso de planeacién. No obstante lo anterior, en la debida ins-
trumentacién y permanencia de un sistema de planeacién, surge
como un imperativo insoslayable, con base en las experiencias obte-
nidas que se evalde la funcién del marco juridico de la Adminis-
tracién Publica Federal, a fin de considerar la posibilidad de sentar
Jas bases en que se apoye el establecimiento de un orden juridico
acorde con la integracién del proceso de administracién de la pla-
neacién entendido éste como un medio e instrumento de} desarrollo
econémico y social del pais.*

El debate finalmente se resolvié con la iniciativa de reforma
y adhesién de los articulos 25, 26, 27, 28 y 73 de la Constitucién,
la cual se presenté al Congreso de la Unién para su tramite par-
lamentario el 19 de diciembre de 1982, para que posteriormente
fuera aprobada por decreto publicado en el Diarie Oficial de la
Federacién del 3 de febrero de 1983.

b) Constitucionalidad

Se considera que la base constitucional de la planeacién es la co-
lumna vertebral sobre la que se sustenta el sistema nacional de pla-
neacién democrética, la cual tiene vigencia a partir del 3 de
febrero de 1983, cuando se publican en el Diario Oficial de la
Federacién las reformas y adiciones a nuestra Norma fundamen-
tal, con la que se incorpora el nuevo derecho constitucional eco-
némico.

c) Base legal y reglamentaria

El 5 de enero de 1983 se publicd, en el Diario Oficial de la Fe-
deracién, la Ley de Planeacién, ordenamiento cépula en materia
de planeacién de nuestro pais. Este cuerpo juridico sefiala que:

40 spp, Aspectos juridicos de la planeacion en México, evaluacién histérica
de los aspectos juridicos de la planeacién, Edit. Parma, México, 1981, p. 30.
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las disposiciones de esta ley son de orden publico e interés social y
tienen por objeto establecer las normas y principios basicos con-
forme a los cuales se llevard a cabo la planeacién nacional del
desarrollo, las bases de integracién y funcionamiento del sistema
nacional de planeacién democratica, las bases tanto para que el
Ejecutivo coordine sus actividades como para promover y garan-
tizar la participacién democratica de los diversos grupos sociales,
en la elaboracién del plan y los programas, asi como las bases para
que las acciones de los particulares contribuyan a alcanzar los obje-
tivos y prioridades del plan y los programas.**

Con base en lo anterior, esta ley establece que

la planeacién deberd llevarse a cabo como un medio para el eficaz
desempefio de la responsabilidad del Estado sobre el desarrollo in-
tegral del pais y deber4 tender a la concertacién de los fines y obje-
tivos politicos y sociales, culturales y econdmicos contenidos en la
Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos.**

— Concepto legal

Para esta Ley, se entiende por planeacién en su numeral tercero, la
ordenacién racional y sistematica de acciones que, en base al ejer-
cicio de las atribuciones del Ejecutivo federal en materia de regu-
lacién y promocién de la actividad econdmica, social, politica y
cultural, tiene como propdsito 1a transformacién de la realidad del
pais, de conformidad con las normas, principios y objetivos que
la propia Constitucién y la ley establecen.

Se desprende de la definicién legal misma que el Ejecutivo
Federal es el encaragdo de conducir la planeacién nacional del
desarrollo. Esta afirmacién se robustece con el articulo 4° de 1a ley.

— Obligaciones del Ejecutivo Federal

De esta imputacién al Ejecutivo se desprende una serie de obli-
gaciones como ¢s la de formular el Plan Nacional de Desarrollo
dentro de un plazo de seis meses a partir de la fecha en que tome

41 Articulo 1°, fracciones I, II, III, y IV, de la Ley de Planeacién.
42 Ibhid,, articulo 2°.
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posesion,*® y la de hacer mencién sobre las disposiciones adoptadas
en la ejecucién del plan en cada Informe presidencial que rinde.**

Esta obligacién del poder Ejecutivo se permea para las depen-
dencias y entidades de la Administracién Pdblica Federal, segiin
lo sefiala el numeral 9° de la ley, al indicar que “deberin planear
y conducir sus actividades con sujecién a los objetivos y priorida-
des de la planeacién nacional del desarrollo”, actividad prevista
también en la Ley Orgdnica de la Administracién Piblica Federal,
articulo 9°, que a su letra dice: “las dependencias y entidades de
la administracién piiblica centralizada y paraestatal conducirdn
sus actividades en forma programada, con base en las politicas que
para el logro de los objetivos y prioridades de la planeacién na-
cional del desarrollo establezca el Ejecutivo Federal”. Por ello esta
Ley establece, en su numeral 26, que el poder Ejecutivo contara
con las dependencias para el estudio, planeacién y despacho de
los negocios del orden administrativo. Asimismo los titulares de las
dependencias y entidades se obligan, de conformidad con el nu-
meral 8° de la Ley de Planeacién, a informar sobre la ejecucién
de los planes y la aplicacién de politicas econdmicas y sociales en
funcién de los objetivos y prioridades de la planeacién.

— Sistema Naciona! de Planeacién

La Ley de Planeacién contempla lo conducente al Sistema Nacio-
nal de Planeacién, pues asi lo expresa el articulo 12, al seiialar
que: “los aspectos de la planeacién nacional del desarrollo que
correspondan a las dependencias y entidades de la Administracién
Plblica Federal se llevardn a cabo en los términos de esta Ley
mediante el sistema nacional de planeacién democratica”, e indica
que “las dependencias y entidades de la Administracién Publica
Federal formar&n parte del sistema, a través de las unidades que
tengan asignadas las funciones de planeacién dentro de las propias
dependencias y entidades”.

Debe recordarse que la Ley de Planeacién indica que “las dis-
posiciones reglamentarias de la ley estableceran las normas de or-

53 Ibid., articulo 20.
“ Loc, cit.
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ganizacién y funcionamiento del Sistema Nacional de Planeacién

democrética y el proceso de planeacién a que deben sujetarse las

actividades conducentes a la formalizacién, instrumentacién, con-
3 46

trol y evaluacién del plan y los programas”.*® Empero, no se
cuenta hasta la fecha con dicho reglamento.

— Ambito de competencias
— Secretaria de Programacién y Presupuesto (sep)

Dentro del Sistema Nacional de Planeacién compete a la sep, de
conformidad con el articulo 14 de la ley, fungir

como coordinadora de las actividades de la planeacién nacional
del desarrollo; elaborar el Plan Nacional de Desarrollo consideran-
do las propuestas de las dependencias y entidades de la Adminis-
tracién Publica, de los gobiernos de los estados, ast como de los
planteamientos que se formulen en los grupos interesados, cuidando
la congruencia de los planes y programas que se ejercen en el sis-
tema; elaborar programas anuales para la ejecucién del plan y los
programas sectoriales y especiales correspondientes, conducir y pro-
yectar la programacién sectorial, la capacitacién e investigacién en
planeacién, y verificar periédicamente la relacién que guardan los
programas y presupuestos de las diversas entidades con su ejecucién
con los objetivos y estrategias del plan y los programas de mediano
plazo; para adoptar las medidas necesarias para corregir las des-
viaciones detectadas.

Esta atribucién se completa con las que le otorga la Ley Orgd-
nica de la Administracién Piublica Federal en su articulo 32; en
la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Piiblico Federal y
su reglamento (articulos 4°, 5°, 14, 18, 20, 25, 28, 31, 33, 41,
45 y 49); en la Ley de Informacién, Estadistica y Geogrdfica
(articulos 4°, 8°, 11, 12, 13, 14, 16, 18, 24, 30), asi como el de-
creto aprobatorio del Plan Nacional de Desarrollo.

48 1bid., articulo 12,
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— Secretaria de Hacienda y Crédito Pablico (sHCP)

Para llevar a cabo las definiciones de las politicas financiera, fiscal
y crediticia, la Ley de Planeacién le imputa esta facultad a la
SHCP en su articulo 15. Estas atribuciones se robustecen con las
que le otorgan otros cuerpos juridicos a esta dependencia, como
son la Ley Orgdnica de la Administracién Piblica Federal en su
numeral 31; en la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Pi-
blico Federal, articulos 9°, fraccién III; 35, 80, 115, 123 ultimo
parrafo, inciso h, en la Ley General de Deuda Piblica, y el decreto
aprobatorio del Plan Nacional de Desarrollo, numeral noveno.

— Secretaria de 1a Contraloria
General de la Federacién

Por lo que hace a la Contraloria General de la Federacién, la
Ley de Planeacion le otorga, en su precepto 18, la obligacién de
aportar elementos de juicio para el control y seguimiento de los
objetivos y prioridades del plan y los programas, complementin-
dose esta atribucién con los contenidos en la Ley Orgdnica de la
Administracién Publica Federal en su articulo 32 bis; la Léy Fe-
deral de Responsabilidades de los Servidores Piblicos, articulos 3°,
fraccién II; 48, 49, 50, 52, 57, 58, 64, 68, 69 y 79, los cuales se
encuentran vinculados con el articulo 42 de la Ley de Planeacién
en cuanto al régimen de responsabilidades y el decreto aproba-
torio del Plan Nacional de Desarrollo, articulo décimo.

~— Dependencias en general

La Ley de Planeacién faculta a las dependencias, de acuerdo con.
su numeral 16, a intervenir respecto de las materias que le com-
peten en la elaboracién del Plan Nacional de Desarrollo; coordi-
nar el desempefio de las actividades que en materia de planeacién
corresponda a su sector; elaborar los programas sectoriales; ela-
borar programas anuales considerando el 4mbito territorial dentro
de sus acciones para la planeacién regional, y vigilar que las enti-
dades de su sector cumplan con los objetivos del Plan Nacional
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de Desarrollo y el programa sectorial correspondiente. A estas
atribuciones se suman las que de manera especifica le otorga la
Ley Orgdnica de la Administracién Piblica Federal, en sus diver-
sos numerales, y las relativas a los articulos 50, parrafo segundo;
51, 52, 53 y 56 en materia de sectorizacién cuando las dependen-
cias ejercen sus facultades de coordinadores de sector; asimismo, en
la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Piblico Federal se
establecen atribuciones para ejercer su papel de coordinador de sec-
tor: articulos 6°, 7°, 17, 28, 39 y 41, y su reglamento; y el decreto
que aprueba el plan en su numeral decimosegundo.

— Entidades

Para el caso de las entidades, la ley faculta, en su numeral 17,
su participacién en la elaboracién de los programas sectoriales me-
diante las propuestas que presenten; elaborar tanto programas ins-
titucionales cuando el titular del Ejecutivo lo determine como sus
programas anuales para la ejecucién de los programas sefialados,
o en su caso institucionales; asegurar la congruencia del programa
institucional con el programa sectorial respectivo, ademas de las
que de acuerdo al instrumento de creacién de estas entidades le
confiere. Y el decreto de aprobacién del plan en su numeral quin-
to, decimosegundo y decimoquinto.

Una vez sefialadas las atribuciones de los agentes del sistema
nacional de planeacién, conviene destacar que el sistema ha im-
plantado como medio de organizacién de su vertiente de planea-
cién obligatoria propia de las dependencias y entidades de la
administracién publica paraestatal, la técnica de la sectorizaci6n
entendida como “la facultad del Ejecutivo Federal para determi-
nar ¢l agrupamiento de entidades paraestatales en sectores defini-
dos, coordinados por una secretaria de Estado o departamento
administrativo”.** Esta facultad permite al Estado establecer cua-
tro niveles de organizacién que son: el rector propio del titular
del Ejecutivo; el globalizador a cargo de spp, sucp y Contraloria
General de la Federacién; el tercer nivel es el coordinador, a cargo

46 Articulo 50 de la Ley Orgdnica de la Administracién Piblica Federal,
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de las dependencias, y por tltimo el operativo que le corresponde
a las entidades paraestatales,

— Caricter participativo e indicativo de la planeacién

El caricter participativo e indicativo de la planeacién —y que se
desarrolla en el sistema— comienza desde la formulacién de los
planes y programas y culmina con la evaluacién de dichos instru-
mentos, sin olvidar que este proceso de planeacién es ciclico vy
permanente.

La ley en su articulo 37 obliga a que el Ejecutivo Federal,
por si o a través de sus dependencias y entidades paraestatales,
concerte la realizacién de las acciones previstas en el plan y los
programas con los particulares, la cual debe ser objeto de contra-
tos o convenios de cumplimiento obligatorio para ambas partes.*’

Asimismo indica que estos convenios o contratos se considerarin
de derecho piblico y que las controversias que se suscitan seran
resueltas por los tribunales federales;*® en el caso de la vertiente
de induccién el Ejecutivo Federal debe considerar en las politicas
que normen el ejercicio de sus atribuciones para fomentar, pro-
mover, regular, restringir, orientar, prohibir, y en general inducir
acciones de los particulares en materia econdémica y social para
que éstas se ajusten a los objetivos y prioridades del plan y los pro-
gramas.*®

En cuanto a la vertiente de coordinacién la ley tiene previsto,
en su numeral 33, que el Ejecutivo Federal convenga con las enti-
dades federativas la coordinacién que se requiera para que dichos
gobiemos participen en la planeacién nacional del desarrollo, y
coadyuven en el d4mbito de sus respectivas jurisdicciones a la con-
secucién de los objetivos de planeacién nacional; y para que las
acciones de la Federacién y de los estados se planeen de manera
conjunta con la participacién de los municipios de conformidad
con el 115 constitucional, estableciendo en su articulo 34 los aspec-
tos que el Ejecutivo federal convendrd con las entidades federa-

47 Ibid., articulo 38.

48 Ibid., articulo 39.
49 Jbid., articulos 40 y 41.8,
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tivas, y que estos instrumentos se publiquen en el Diario Oficial
de la Federacién, sujetindose en caso de incumplimiento a lo que
el articulo 105 constitucional establezca que debera conocer la
Suprema Corte de Justicia; atribuciones que se complementan con
lo contenido en el articulo 20 de la Ley Orgdnica de la Adminis-
tracién Piublica Federal.

— Plan Nacional de Desarrollo (PND)

Al pND la Ley de Planeacién, en su articulo 21, le otorga de ma-
nera exclusiva, a fin de diferenciarlo de los demés instrumentos,
el caricter de “plan”, dejando para los demés la denominacién
de programas. Asimismo este precepto establece el imbito tem-
poral del pnp al indicar que su vigencia no excederd el periodo
constitucional que le corresponde aunque podria contener consi-
deraciones de mas largo alcance. Una vez aprobado por el Eje-
cutivo se debera publicar en el Diario Oficial de la Federacién.

— Caricter flexible de la planeacién

El caracter flexible de la planeacién de los planes y programas esta
previsto en el numeral 31 de la ley citada; a través de esta flexi-
bilidad se le otorga al Ejecutivo la facultad revisora de los instru-
mentos por él generados, apegindose para ello a la periodicidad
que determinen las disposiciones reglamentarias; sin embargo, a
falta de éstas debemos entender que ésta se ejerce anualmente,
que a su vez se publicarin también en el Diario Oficial de la Fe-
deracién. Esta revisién se ejercerd dentro del marco del proceso
de planeacién y con la participacién que corresponde a los par-
ticulares interesados.

Una vez aprobados los planes y programas éstos seran obliga-
torios para el sector piiblico de acuerdo al articulo 32 de la ley
y demés articulos complementarios de la Ley Orgdnica de la Ad-
ministracién Piblica Federal, y del decreto que aprueba el plan
y los programas respectivamente, y se coordinar y concertara e in-
ducird con los grupos sociales o particulares interesados y con los
gobiernos de las entidades federativas, de acuerdo con los pérrafos
cuarto, quinto y sexto del articulo 32 de la ley.
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LA LEGISLACION FINANCIERA EN LA DECADA
DE LOS NOVENTA

Jost Juan GonzALez MARQUEZ

INTRODUCCION

A partir de 1982, en México han ocurrido importantes cambios a
nivel de la estrategia del desarrollo nacional que han impactado
sustancialmente al sector financiero. En efecto, entre diciembre de
ese ano y junio de 1991 se emite un Decreto presidencial que ex-
propia en favor de la nacién los activos propiedad de la banca
privada; se reforma en dos ocasiones la Constitucién Politica de
los Estados Unjdos Mexicanos, estableciendo primero que el servi-
cio piblico de banca y crédito es una actividad exclusiva del Es-
tado, y desincorporado (ocho afios después) a este sector de la
economia para permitir nuevamente su gestién por la iniciativa
privada; se establece y se deroga el contro]l general de cambios;
se promulgan tres ordenamientos regulatorios de los servicios de
banca y crédito; se aprueba una Ley de Organizaciones y Activi-
dades Auxiliares de Crédito; se expide una nueva Ley Orgéanica
del Banco de México; se reforma en siete ocasiones la Ley del Mer-
cado de Valores; se promulga una Ley de Agrupaciones Finan-
cieras, y efectian diversos ajustes a las leyes de seguros, de fianzas
y de sociedades de inversién.

" Con el afan de sistematizar el anilisis de todo este desarrollo
normativo, el presente ensayo se divide en cuatro numerales; el
primero se aboca al estudio de la politica legislativa de Miguel de
Ja Madrid en materia bancaria; el segundo da cuenta de las ade-
cuaciones al marco regulatorio de los intermediarios financieros
no bancarios durante la citada gestién; en el tercero s¢ hace una
revisién de las enmiendas de Carlos Salinas de Gortari en ma-
teria financiera, y finalmente, en el cuarto se diserta en torno a la
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reforma constitucional por la cual se desincorpora del servicio de
banca y crédito y a la nueva legislacién en materia financiera que
surge a luz de dicha reforma.

I. BANCA PRIVADA, BANCA NACIONALIZADA,
BANCA PRIVADA

Sin duda, la evolucién de la legislacién financiera en México en
Jos tdltimos diez afios estd marcada por dos momentos cruciales,
que desde el punto de vista de la ciencia juridica tienen su expre-
sién en dos reformas a la Constitucién politica. Nos referimos a la
adicién del parrafo quinto a! articulo 28 constitucional en 1982,
y a su posterior derogacién en 1990.' Durante el periodo que
comprenden ambos momentos la estructura financiera nacional
experimenta una significativa reestructuracién que habremos de
analizar en el presente ensayo, y que conlleva a dos procesos di-
ferentes en tiempo vy forma: la transformacién de las sociedades
mercantiles privadas que habjan sido concesionadas para prestar
el servicio publico de banca y crédito en sociedades nacionales de
crédito, y posteriormente la transformacién de estas Gltimas en
sociedades mercantiles autorizadas para prestar los servicios de in-
termediacién bancaria.

Debo aclarar que en este apartado analizaremos tinicamente
la evolucién de la legislacién financiera a partir de los afios 80,
remitiendo al lector a nuestro trabajo intitulado “Notas en torno
a la historia de la legislacién sobre bancos en México”, publicado
en la revista de la Escuela Libre de Derecho correspondiente a
1988, en el cual damos cuenta del origen y transformaciones
de esta materia durante los afios que antecedieron a este periodo.

1 Véanse: Diario Oficial de la Federacién de fechas 17 de noviembre de
1982 y 27 de junio de 1990.

2 José Juan Gonzélez M4rquez, “Notas en torno a la histcria de la legis-
lacién sobre bancos en México”, Revista de Investigaciones Juridicas de la
Escuela Libre de Derecho, ndm. 12, México, 1988.
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A\. La legislacién de la banca nacionalizada

La legislacién financiera vigente hacia el afio de la nacionalizacién
sancaria se habia venido madurando durante el periodo del des-
arrollo estabilizador, bajo las siguientes directrices:

1. El gjercicio de la banca y crédito era considerado como un
servicio publico que el Estado concesionaba a los particulares, con-
:esién que tocaba otorgar a la Secretaria de Hacienda y Crédito
Pablico.®

2. La funcién de la banca se ejercia fundamentalmente bajo
la férmula de la multibanca, ya que a raiz de que una reforma
a la Ley de Instituciones de Crédito abri esta posibilidad en 1975,
fue quedando la banca especializada rezagada*

3. Existian fuertes facultades de control por parte del Estado
sobre las instituciones de crédito.’

4. No existia ningtn control sobre el mercado de divisas.

Bajo este esquema juridico, durante los afios que van de 1940
a 1970, se formé una estructura financiera con las siguientes carac-
teristicas:

1. En su desarrollo, las instituciones bancarias se vinculan inti-
mamente con el capital industrial.

2. Durante este periodo acumulan grandes cantidades de capi-
tal, lo cual por una parte propicia la formacién de grupos finan-
cieros y, por la otra, da lugar a una diversificacién al exterior del
sector financiero en actividades tales como el turismo, la construc-
cién y el comercio.

8 Ver articulo 2° de la Ley de Instituciones de Crédito y Organizaciones
Auxilbiares, publicada en el Diario Oficial de la Federacién el 31 de mayo
de 1941.

+ Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federacién el 2 de
enero de 1975.

5 Ya ]a propia Ley de Instituciones de Crédito dedicaba todo el Titulo V
a la inspeccién, vigilancia que sobre las instituciones de crédito tocaba reali-
zar a la Comisién Nacional Bancaria; la Ley Orgénica del Banco de México,
publicada en el Diario Oficial de la Federacién el 31 de mayo de 1941, otorgd
al Banco Central sendas atribuciones en materia de control de la politica
monetaria y crediticia (ver articulos 6°, 8° 9° y 15), y por la Ley de Secre-
tarias y Departamentos de Estado de 1939 tenia facultad la Secretaria de
Hacienda para regular el crédito piblico.

99



Asi, hacia 1982, el sistema bancario mexicano descansaba
fundamentalmente en unos cuantos grupos financieros que se
componian de bancos comerciales, sociedades financieras y bancos
hipotecarios, y al exterior del negocio bancario contaban con ase-
guradoras, sociedades de inversién, compafiias inmobiliarias, et-
cétera.

Por -otra parte, desde principios de los afios setenta, se experi-
menta en el pais un proceso de desintermediacién local del crédito.
Es decir, México comienza a inundarse de oficinas de representacién
de grandes bancos transnacionales que para 1970 llegaban ya a 80,
y aunque estas oficinas no podian realizar operaciones bancarias
directamente con el pdblico, dada la libertad cambiaria imperante,
nada obst6 para que ellas sirvieran de canal para recibir depésitos
y conceder créditos desde el exterior.

Asimismo, los principales bancos mexicanos, sobre todo Bana-
mex, acentuaron la tendencia de abrir sucursales y oficinas en el
extranjero. Bancomer, Banamex y Serfin, ademis de abrir sus
propias sucursales, se ligaron a consorcios internacionales y em-
pezaron a tener una activa participacién en el euromercado, pres-
tindole a México desde el exterior y con recursos provenientes del
propio pais.

De forma tal que ya para los meses que precedieron a la na-
cionalizacién de la banca, la intermediacién financiera se bifurca.
Por un lado parte de ella contindia realizindose en el mercado
Jocal pero cada vez més dolarizada, y la otra parte se realiza desde
el mercado internacional.

El desarrollo monopdlico de la institucién financiera tanto al
interior de los negocios bancarios como al exterior de éstos, y tanto
a nivel nacional como internacional, aunado a la ausencia en
aquellos afios de un sistema de control de cambios habian provo-
cado una alarmante fuga de divisas del pais que amenazaba con
frenar bruscamente el desarrollo nacional.

Dos medidas importantes fueron tomadas por el presidente
Lépez Portillo a fin de recuperar la soberania financiera: la ex-
propiacién de los activos propiedad de los bancos privados y el
establecimiento de un control generalizado de cambios.
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En efecto, el primero de septiembre de 1982 el entonces Pre-
idente de la Repiblica, al rendir su Sexto Informe de gobierno
lio a conocer la noticia de que ese mismo dia se habja publicado
:n el Diario Oficial de la Federacién el “DECRETO QUE ESTABLEGE
LA NACIONALIZACION DE LA BANCA PRIVADA”, que a tenor de su
wrticulo 1° disponia: ¢

Por causa de utilidad publica se expropian a favor de la Nacién las
instalaciones, edificios, mobiliario, equipo, activos, cajas, bévedas,
sucursales, agencias, oficinas, inversiones, acciones o participaciones
que tengan en otras empresas, valores de su propiedad, derechos
y todos Jos demis muebles e inmuebles, en cuanto sean necesarios, a
juicio de la Secretaria de Hacienda y Crédito Pdblico, propiedad
de las instituciones de crédito privadas a las que se les haya otor-
gado concesién para la prestacién del servicio publico de banca
y crédito.

Sin embargo, la nacionalizacién de la banca no fue obra de
don José, sino que por esas cosas raras que suceden en nuestro
sistema juridico politico, ya siendo presidente electo Miguel de la
Madrid, pero ain sin ser Presidente constitucional y en realidad
mas para evitar la sustanciacién de la demanda de amparo que
contra el acto expropiatorio arriba acotado se habia ya entablado,
que con el animo de llevar a sus Ultimas consecuencias la medida
lopezportillista, prepara una iniciativa de reformas a la Carta
Magna que formalmente fue enviada al Poder Constituyente Per-
manente por Lépez Portillo. Como es sabido, esta reforma fue
aprobada, adicionandosele al articulo 28 de la Carta Magna el si-
guiente pérrafo:

Se exceptiia también de lo previsto por el primer parrafo de este
articulo la prestacién del servicio piblico de banca y crédito. Este
servicio seri prestado. exclusivamente por el Estado a través de
instituciones, en los términos que establezca la correspondiente Ley
reglamentaria, la que también determinard las garantias que pro-
tejan los intereses del piblico y el funcionamiento de aquéllas en
apoyo de las politicas de] desarrollo nacional. El servicio piblico
de banca y crédito no serd objeto de concesién a particulares,

6 Ambos decretos fueron publicados en el Diario Oficial de Ja Federacién
el primero de septiembre de 1982.
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Ya siendo Presidente constitucional Miguel de la Madrid se
dio a la tarea de consagrar a nivel constitucional el sistema de rec-
toria estatal arraigado por el si en nuestra vida econémica. En tal
virtud, remitié senda iniciativa al Poder Constituyente Permanen-
te, la cual afectaba nuevamente el articulo 28, y que una vez apro-
bada dejé al texto de la siguiente manera:’

No constituirdin monopolios las funciones que el Estado ejerza de
manera exclusiva en las 4reas estratégicas a las que se refiere este
precepto: acufiacién de moneda, correos, telégrafos, radiotelegrafia
y comunicacién via satélite, emisién de billetes por medio de un
solo banco, organismo descentralizado del Gobierno Federal, pe-
tréleo y los demas hidrocarburos, petroquimica basica, minerales
radioactivos y generacién de energia nuclear, electricidad, ferro-
carriles y las actividades que expresamente senialen las leyes que
expida el Congreso de la Unijén.

Se exceptia también de lo previsto en la primera parte del
primer pérrafo de este articulo la prestacion del servicio pablico
de banca y crédito. Este servicio serd prestado exclusivamente por
el Estado a través de instituciones en los términos que establezca la
correspondiente ley reglamentaria, la que también determinara las
garantias que protejan Jos intereses del pablico y el funcionamiento
de aquéllas en apoyo de las politicas del desarrollo nacional. El
servicio piblico de banca y crédito no serid objeto de concesién
a particulares.

Con lo anterior no quedaba duda: el ejercicio del servicio pu-
blico de banca y crédito constituia un monopolio exclusivo de la
nacién y por tanto no podian otorgarse concesiones a los particu-
lares en esa materia.

No obstante, esta consideracién era relativa, ya que si bien al
presidente De la Madrid no le quedaba otra que llevar hasta sus
altimas consecuencias la estatizacién de los negocios bancarios, no
era muy partidario de esa idea. Asi, si por una parte, en su dis-
curso de toma de posesién sehala que: “la nacionalizacién de la

7 La iniciativa de reformas respectiva fue remitida a la Cdmara de Dipu-
tados el 23 de diciembre de 1982, siendo aprobada por el Poder Constitucio-
nal Permanente y publicada ‘en el Diario Oficial de la Federacién el 3 de
febrero de 1983. ’
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Janca es irreversible, la banca nacionalizada debe ser del pueblo
y no de una minoria de dirigentes”; también manifesté6 que “na-
sionalizar no es estatizar”, y que la rectorfa estatal de la economia
se desarrolla en el Ambito de la economia mixta, dentro de la cual:
“...La actividad del Estado y de los particulares deben contar
con un marco juridico claro que establezca el equilibrio adecuado
entre las atribuciones del Estado y las libertades y derechos de los
particulares. Esta armonia debe estar normada por el nacionalis-
mo, la libertad y la justicia social”.?

Concretamente, en materia financiera las ideas de Miguel de
la Madrid quedaron plasmadas en el Plan Nacional de Desarro-
llo 1983-1988 (pND) y el Programa Nacional de Financiamiento
del Desarrollo, 1984-1988 (pnFD). Segiin estos documentos debia
propiciarse una sana competencia entre el sector bancario y los
intermediarios financieros no bancarios (banca paralela).

En ese sentido, dispone el PN¥FD: “Una tarea basica de esta
etapa institucional serd la refermulacién de los principios esencia-
les del orden juridico aplicable, asi como la eliminacién de précti-
cas financieras deficientes”.®

De esta manera, don Miguel iniciaria, en materia econémica
y desde luego financiera, el camino hacia el neoliberalismo, fun-
damentalmente a través de la modificacién a la legislacién secun-
daria, sentando las bases de la privatizacién de los negocios ban-
carios.

Para ese entonces, el sistema bancario mexicano estaba con-
formado por 35 instituciones de banca miultiple, 12 bancos de
depdsito, 6 financieras y una hipotecaria, cuyos costos de opera-
cién, en promedio, llegaban al 8 y 9% de los recursos de los ban-
cos, frente al 1.5% —o como méximo al 3%— que se presentaba
en paises industrializados. Segtn la propia Secretarfa de Hacienda
y Crédito Publico, “la participacién porcentual del ingreso finan-
ciero neto de los fondos prestables en el ingreso total menos gasto

8 Miguel de la Madrid H., Mensaje de toma de posesién como Presidente
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, primero de diciembre de 1982.

® Programa Nacional de Financiamineo del Desarrollo, 1984-1988, edi-
cién de la spp, p. 24.
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total de los bancos, era de 144% en 1974 y habia bajado hasta
llegar a 44% en 1978 y 12% en 1979”.%°

Por otra parte, “la situacién financiera de la banca era tan
dificil, antes de la nacionalizacién, que solia operar con un margen
financiero negativo, y sus utilidades se debian principalmente al
cobro de los servicios y dividendos”.**

Esta estructura financiera pasa por una ctapa de transicién;
después de la nacionalizacién, entre septiembre de 1982 a febrero
de 1983, debido a que justamente en septiembre de 1982, por di-
versas causas que se analizan plenamente en nuestro trabajo “Notas
en torno a la historia de la legislacién sobre banca en México”, se
decreta la “Nacionalizacién de los bancos privados”, y en noviem-
bre del mismo afio se modifica la Constitucién Politica para esta-
blecer que el servicio piiblico de banca y crédito es una actividad
exclusiva de la nacidn, a raiz de lo cual las instituciones de crédito
hasta ahora privadas pasaban a ser consideradas como institucio-
nes nacionales de crédito y, en consecuencia, era necesario un
cambio en la legislacién que permitia el ejercicio privado de esta
actividad mediante un acto de concesién.*?

Era de esperarse entonces una nueva legislacién, la de la banca
nacionalizada. Sin embargo esto no sucedié; la primera legislacién
posterior a la modificacién constitucional aludida fue la Ley Regla-
mentaria del Servicio Piblico de Banca y Crédito, asi que a ini-
ciativa presidencial fue aprobada por el Congreso de la Unién y
publicada en el Diario Oficial de la Federacién el 31 de diciem-
bre de 1982.

Curiosamente esta ley no abrogé a la Ley de Instituciones y
Organizaciones Auxiliares de Crédito, vigente desde 1941, que re-
gulaba el funcionamiento de los bancos. comerciales privados. En
cambijo, dicho ordenamiento, que regulaba exclusivamente a las
Instituciones bancarias que habian sido sujeto del Decreto expro-
piatorio de septiembre de 1982, permiti6 la participacién de la

10 Datos tomados de: Javier Marquez, La banca mexicana, junio de 1985,
México, cemra, 1987, pp. 47, 60.

11 Loc. e¢it., p.-47.

12 Loc. cit., pp. 59-64.
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iniciativa privada en la integracién del capital social de las socie-
dades nacionales de crédito, contradiciendo con ello a la propia
reforma constitucional.

A la luz de los articulos 1°, 2° y 3° del nuevo ordenamiento,
el 4mbito material de éste slo comprendia a las sociedades na-
cionales de crédito, instituciones que segin el articulo segundo
transitorio de la Ley serian el producto de la transformacién de
las instituciones motivo del decreto expropiatorio del primero
de septiembre de 1982.

Por otra parte, siguiendo lo sefialado por el articulo tercero
transitorio, “las Instituciones Nacionales de Crédito y Organiza-
ciones Auxiliares, incluido el Banco Nacional del Ejército, Fuerza
Aérea y Armada, S.A., el Banco Obrero, S.A. y las sucursales en
México de bancos extranjeros que cuenten con concesién del Go-
bierno Federal, continuarin rigiéndose por las disposiciones con-
forme a las cuales vienen operando”, esto es, seguirian rigiéndose
por la Ley General de Imstituciones de Crédito y Organizaciones
Auxiliares de 1941.

Mis ain, la Ley de 1982 no regulaba completamente a las
“sociedades nacionales de crédito’”; segin' su articulo 3¢ a éstas

" .. .Jes seran aplicables, en lo conducente y en cuanto no se opongan
a la presente Ley, las disposiciones de la Ley General de Insti-
tuciones de Crédito y Organizaciones Auxiliares contenidas en los
Titulos Primero, Segundo, Capitulos VI y VII, Cuarto y Quinto,
asi como aquellas aplicables a las entidades de la Administracién
Pablica Federal que tengan caricter de instituciones nacionales de
crédito.

En suma, la Ley Reglamentaria del Servicio Piblico de Banca
y Crédito cumplié sélo la funcién de establecer las bases de trans-
formacién de los 56 bancos que fueron objeto de la expropiacién
en sociedades nacionales de crédito.

Empero, acompafiando este proceso de transformacién tuvo
lugar la compactacién del sistema bancario mexicano, que pasb
a integrarse exclusivamente por 29 instituciones, mediante la ex-
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pedicién de sendos decretos publicados en ¢l Diario Oficial de la
Federacién el 29 de agosto de 1983.%

En 1984 el Congreso de la Unién aprueba una nueva Ley
Reglamentaria del Servicio Pablico de Banca y Crédito, que sin
abrogar a sus antecesoras de 1941 y 1982 constituye, desde nuestro
particular punto de vista, la armonizacién de los contenidos de
ambas. En efecto, la nueva ley simplemente sefiala que las “ins-
tituclones nacionales de crédito serian sociedades nacionales de
crédito de banca de desarrollo”, en tanto que las “sociedades na-
cionales de crédito” creadas por la Ley de 1982, lo seran de
banca multiple.

El ordenamiento de 1984 mantiene la posibilidad introducida
por su antecesora en el sentido de que la iniciativa privada puede
invertir en el capital social de las sociedades nacionales de crédito.
Por lo demds, simplemente sistematiza las normas contenidas en
la remendada Ley de 1941 y en la de 1982, y con ello queda claro
que el Estado se interesa en un sistema bancario que no sea abso-
lutamente piblico, a pesar de la todavia en esos momentos re-
ciente reforma a la Constitucién.

B. La transformacion del Banco de México

Como lo anunci6 el entonces presidente José Lépez Portillo en su
Sexto Informe de Gobierno, el Banco de México dejaria de ser
una sociedad anénima. En ese sentido, mediante Decreto publi-

12 Loc. c¢it.,, pp. 22. Més aln, como comenta Javier Mirquez, después
de la ‘“nacionalizacién” circulaban varias versiones respecto al ntGmero de
bancos que debfan quedar dentro del sistema financiero. Un grupo de trabajo
reunido por las autoridades presenté dos alternativas sobre el particular. La
primera consistia en dejar s6élo seis bancos grandes (Bancomer, Banamex,
Serfin, Comermex, Internacional y Somex). La segunda, Bancomer y Bana-
mex tendrian el 20% del mercado y el resto se repartiria entre 10 o 20 ban-
cos miltiples o grupos bancarios que tendrian cuando menos el 5% del mer-
cado cada uno. M4s adelante el grupo presentd una tercera alternativa con-
sistente en dos fases: “se comenzaba reduciendo (por fusiones) el nimero
de instituciones a 24 para luego reducirlas a nueve grupos financieros”. Asi,
en marzo de 1985 se dieron a conocer veinte fusiones, mediante las cuales el
sistema quedé constituido por 29 instituciones, que posteriormente pasaron
a ser 20 y, m4s adelante, 19 al fusionarse el Banco Continental Ganadero con
Banca- Serfin.
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cado en el Diario Oficial de la Federacidén el 29 de noviembre
de 1982, se reformd su Ley Organica, introduciendo ademas de
esta cualidad, tres modificaciones mas: se sustituyé al Consejo
de Administracién por una Junta de Gobierno; a la Comisién de
Cambios y Valores se le encomienda la facultad de decidir sobre el
tipo de cambio, y se atribuye al Banco Central la funcién de apli-
car las disposiciones sobre el control de cambios que dicte el
Ejecutivo Federal.

En 1983, es modificada nuevamente la Ley Organica del Ban-
co de México, con el objeto, seglin reza la respectiva exposicién de
motivos, de fortalecer el régimen de control de cambios.**

A través de csa reforma se facults al Banco Central para que,
con sujecién a Jos Decretos sobre el control de cambios, a las
disposiciones que emitiese la Secretaria de Hacienda y Crédito
Pablico, aplique el régimen de Control de Cambios, asi como para
establecer los términos y condiciones en que las instituciones de
crédito del pais y las casas de bolsa autorizadas pueden intervenir
en la aplicacién del mismo. También se sefiald que el Banco de
México quedd facultado para fijar los tipos de cambio en las opera-
ciones con djvisas.

Para fortalecer la observancia del citado régimen, se propuso
en la iniciativa comentada identificar con mayor claridad conduc-
tas que implican infracciones al control de cambios; asi como,
respecto de alguna de ellas, modificar el monto de las correspon-
dientes sanciones tomando como base al importe del salario minimo
general diario vigente en el Distrito Federal. Se configuré la in-
fraccién consistente en no cumplir con las obligaciones respecto
del uso y aplicacién de las divisas correspondientes conforme a lo
dispuesto por el régimen de control de cambios.’®

No obstante que se faculta al Banco de México para aplicar
los decretos de control de cambios emitidos por el Ejecutivo Fe-
deral, asi como para determinar los tipos de cambio y se establecen
sanciones aplicables a quienes contravengan las disposiciones del

14 Bl decreto respectivo fue publicado en el Diario Oficial de la Federa-
cién el 14 de diciembre de 1983,

16" Véase la fraccién IV del articulo 25 de la Ley Orgéanica del Banco de
México. : : N
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control de cambios, por una parte, el presidente De la Madrid
abroga el régimen de control de cambios generalizado sustituyén-
dolo por un sistema dual; el Poder Constituyente Permanente
aprueba, a iniciativa del propio Presidente de la Repiblica, las mo-
dificaciones a la Constitucién politica que le quitan al Congreso
de la Unién las facultades que tenia para establecer el tipo de
cambio y, para 1985, a través de un documento del Banco de Mé-
xico, el escaso control de cambios que quedaba se diluye.*

Pero una modificacién més sustancial al estatuto del Banco
Central se da en 1984, cuando el Congreso aprueba la iniciativa
de una nueva Ley Orgénica del Banco de México, para hacerla
acorde con los cambios en el sistema financiero, asi como compi-
lar numerosas normas que se encontraban dispersas.’’

La nueva ley encomenddé al Banco de México el determinar
las caracteristicas de las operaciones activas, pasivas y de servicios
y establecer las inversiones obligatorias de la banca.’®

En términos de la propia exposicién de motivos que acom-
paiié al proyecto legislativo, la iniciativa tuvo como objetivo “re-
gular ¢l uso adecuado del crédito primario, haciendo de éste un
instrumento eficiente para procurar condiciones crediticias y cam-
biarias favorables a la estabilidad en el poder adquisitivo de nues-
tra moneda”.*®

Para alcanzar este objeto se propuso limitar el financiamiento
interno del Banco de México, sujetando el monto méiximo que
durante un ejercicio fiscal pueda alcanzar, a la suma que fije
anualmente su Junta de Gobierno. A fin de que ese limite no
afecte a los depdsitos que el Banco constituya por estrictas nece-

18 Este documento se denomina: “Disposiciones aplicables a la determi-
nacién de tipos de cambios y a los comprobantes de divisas, correspondientes
al mercado controlado”; siendo publicado en el Diario Oficial de la Federa-
cién del 27 de diciembre de 1989, establecié los tipos de cambio controlados,
el de equilibrio y el de ventanilla.

17 Upa vez aprobada la iniciativa es publicada como Ley Orginica del
Banco de México en el Diario Oficial de la Federacién el 31 de diciembre
de 1984.

18 Véanse articulos 14 y 15 de la ley citada.

1% Tomado de: texto de la iniciativa de Ley Organica del Banco de Méxi-
co. Exposicién de Motivos (13 de noviembre de 1984) en: smcp, Legislacién
Bancaria, México, 1988, tomo VII p. 1143,
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sidades de corresponsalia ni a los apoyos que el Instituto Central
pudiera dar para sostener al sistema general de crédito, a bancos
con problemas extraordinarios de retiro de fondos, se prevé que
dichas operaciones no queden comprendidas en el cémputo para
determinar el referido monto méximo de financiamiento.?

También se excluye de ese cémputo el saldo a cargo del Go-
bierno Federal que reporte la cuenta de la Tesoreria de la Federa-
cién, ya que dicho saldo tendri su propio limite, equivalente al
uno por ciento del total consolidado de las percepciones previstas
en la Ley de Ingresos de la Federacidn, para el afio de que se
trate.”

Las finalidades de esta norma son que el crédito en cuenta de
la Tesoreria se ajuste a] objeto que es propio, o sea, compensar
desequilibrios transitorios entre ingresos y egresos presupuestales,
y evitar que se haga un uso indebido de ese crédito para obtener
financiamiento de cardcter permanente y en cantidad excesiva.
En la nueva ley también se sefiala que el Banco de México debe
informar anualmente al Ejecutivo Federal y al Congreso de la
Unién o, en los recesos de este tltimo, a la Comisién Permanente,
del monto méximo que fije para su financiamiento intemo en el
ejercicio, asi como trimestralmente del movimiento diarioc que
hayan tenido durante el periodo respectivo de financiamiento in-
terno del propio banco y la cuenta general de la Tesoreria General
de la Federacién.

Otro elemento importante que introduce el nuevo ordenamien-
to es que en el articulo 12 se dispone que con relacién a la reserva
de activos internacionales, el importe de los pasivos en divisas, oro
o plata, a cargo del banco debera estar correspondido por activos
en las especies respectivas, exceptuandose de esa correlacién a los
pasivos derivados de apoyos externos obtenidos para propésitos de
regulacién monetaria, asi como los provenjentes de créditos cuyo
vencimiento debe ocurrir en un plazo superior a seis meses.

Puede decirse vilidamente que la lev de 1984 cumpli6 las nor-
mas relativas a la determinacién y facultades del Banco de México

20 Ibid.
21 Jbid.
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para regular el crédito y los cambios que anteriormente se encon-
traban dispersos en otras leyes financieras. En ese sentido, sefial6
como competencia de aquél determinar las tasas de interés, comi-
siones, premios y descuentos u otros conceptos analogos, montos,
plazos y demis caracteristicas de las operaciones activas, pasivas
y de servicios, que realicen las instituciones de crédito, asi como
de establecer con propésitos de regulacién crediticia y monetaria,
los renglones de activo en los que las instituciones de crédito deban
invertir el importe de sus pasivos.”

En ese orden de ideas, el monto del encaje legal se redujo
a diez por ciento (anteriormente era del 50%) como méximo,
pero correlativamente se aumenté del veinticinco al sesenta por
ciento el importe de las inversiones que la banca deba mantener
en activos distintos del encaje legal.”®

Asimismo, y segin dice la respectiva exposicién de motivos,
para evitar que la disminucién del encaje y el correlativo aumen-
to del circulante pudieran generar efectos inflacionarios, el ar-
ticulo 6° prevé la creacién de los bonos de regulacién monetaria.

En materia de control de cambios la Ley conservd lo mencio-
nado enla Ley anterior e introdujo sélo algunas precisiones para
hacerlas mis claras. Asi se incorporan disposiciones relativas a la
existencia y funcionamiento del Comité Técnico de Control de
Cambios.

II. EL IMPULSO A LA BANCA PARALELA

El Programa Nacional de Financiamiento del Desarrollo dispuso,
sobre el particular que:

El desarrollo de la intermediacién financiera no bancaria también
constituye un aspecto esencial del programa estratégico para el for-
talecimiento y consolidacién del sistema financiero. En el contexto
de la nueva concepcién que postula la politica de financiamiento,
es necesario promover el fortalecimiento de las empresas e institu.

22 Ver articulo 14 de la Ley Orgénica del Banco de México.
28 Ver articulo 15 de¢ la Ley Orgénica del Banco de México, op. cit.
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ciones que conforman este sector para que desempefien adecua-
damente las funciones que les corresponden, a fin de que contribu-
yan de manera destacada a la generacién de ahorro y al finan-
ciamiento del desarrollo.?

Es decir, en el proyecto econémico del presidentec De la Madrid
estaba clara la idea de fortalecer el desarrollo de las instituciones
financieras no bancarias, lo cual resultaba coherente con su evi-
dente desacuerdo frente a la inevitable reforma a la Constitucién
que establecié la nacionalizacién de la banca. Este impulso a los
intermediarios no bancarios significaba una serie de modificaciones
a la legislacién que las regulaba.

Ahora pasaremos a comentar cada una de estas modificaciones.

A. Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares de Crédito

Como lo habiamos mencionado, hasta antes de 1984 —y desde
1941— las organizaciones auxiliares de crédito estuvieron timida-
mente reguladas en la Ley de Instituciones de Crédito y Organi-
zaciones Auxiliares, que en su articulo tercero simplemente sefia-
laba como tales a los almacenes generales de depdsito, a las arren-
dadoras financieras, a las uniones de crédito y a otras instituciones
que las leyes consideraran como tales. Sin embargo, los aspectos
més detallados quedaban normados por sus propios instrumentos
de creacién, es decir que no habia una regulacién integral sobre
este tipo de instituciones, aunque otras como las casas de bolsa,
las bolsas de valores, las instituciones de seguros y las de fianzas
se regulaban en ordenamientos especificos.

Esta situacién cambia a raiz de que Miguel de 12 Madrid re-
mite al Congreso de la Unién, el 12 de noviembre de 1984, la
iniciativa de Ley General de Organizaciones y Actividades Auxi-
liares de Crédito, que después de su aprobacién fue publicada en
el Diario Oficial de la Federacién el 14 de enero de 1985. En la

24 Ver: Programa Nacional de Financiamiento del Desarrollo, 1984-1988,
publicado en el Diario Oficial de la Federacién el 20 de septiembre de 1984.
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exposicién de motivos respectiva, el entonces Presidente sefialé que
el propésito del nuevo ordenamiento consistia en separar la regu-
lacién legal del servicio publico de banca y crédito reservado para
el Estado, de otras actividades que no obstante ser consideradas
por el gobiemo federal, no son privativas del mismo, como son
las que desarrollan las organizaciones auxiliares de crédito.”

Este nuevo ordenamiento contiene dos Ambitos de aplicacién:
uno relativo a las organizaciones auxiliares de crédito y otro regu-
latorio de las actividades auxiliares de crédito. ,

Respecto al primero de ellos, la nueva ley desagregb la regu-
lacién que respecto a las organizaciones auxiliares de crédito con-
templaba la Ley Bancaria de 1941, estableciendo para ello como
tales a las mismas que sefialaba la Ley General de Instituciones
de Crédito y Organizaciones Auxiliares; es decir, los Almacenes
Generales de Depésito, las arrendadoras financieras y las uniones
de crédito. Empero, debe sefalarse que en el capitulo relativo a
las actividades auxiliares de crédito se dio vida a una nueva insti-
tucién auxiliar, esto es a las casas de cambio.

En efecto, las casas de cambio son, a la luz del articulo 82
del ordenamiento citado, sociedades anénimas a las cuales se otorga
Ja autorizacién para realizar la actividad auxiliar de crédito con-
sistente en la compraventa habitual de divisas. Empero estas enti-
dades se encuentran reguladas en el Titulo Quinto de la ley relativa
a las actividades auxiliares de crédito. .

Por otra parte, la regulacién a la cual se sujeté a las organi-
zaciones auxiliares de crédito es, en esencia, la misma que en la
de la ley de 1941, en cuanto se mantiene el régimen de concesién
para operar a los almacenes, arrendadoras y uniones de crédito.
No obstante, tratindose de casas de cambio se dispone que basta
con recabar la autorizacién de la autoridad financiera.

En cuanto a las operaciones auxiliares de crédito la ley sélo
reglamenta expresamente una: la compraventa habitual de divi-
sas; otras operaciones son reglamentarias indircctamente cuando
se sujetan a las instituciones auxiliares de crédito.

25 Discutida la iniciativa y aprobada por el Congreso de la Unién, la Ley

General de Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito fue publicada
en el Diario Oficial de la Federacién el 14 de enero de 1985.
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Echemos ahora un vistazo a lo que pasé en el esquema finan-
ciero nacional al entrar en vigor esta nueva legislacién.

Por lo que hace a los Almacenes Generales de Depésito, los
datos muestran que mientras en noviembre de 1982 operaban 21,
para 1988 su niimero decrece a 19 y se incrementa a 28 para 1990.

En cuanto a las arrendadoras se puede decir que las 48 exis-
tentes el 4 de julio de 1985 fueron concesionadas como tales en
diciembre de 1983, pero la gran mayoria de ellas ya operaban de
hecho desde antes, y su ntimero se mantiene igual para noviembre
de 1990.2¢ i

Segin el Programa Nacional de Financiamiento del Desarrollo,
entre septiembre de 1982 y principios de 1984 se autorizé la opera-
cién de ocho nuevas uniones de crédito.*” Ahora bien, siguiendo
el Boletin Estadistico de la Comisién Nacional Bancaria, en 1982
habia 94 uniones de crédito; en 1985, 98 y 149 en 1950.%

Es decir, que mientras en el niimero de instituciones de banca
paralela se presenta un incremento a la luz de las modificaciones
legislativas, el nimero de instituciones de crédito pasa de un total
de 105 nacionales, multibancos y bancos especializados en 1982
a 38 en 1985, y a 39 en 1990, incluyendo sociedades nacionales
de banca de desarrollo y dos bancos privados.?® '

B. Reformas a la Ley del Mercado de Valores

La Ley del Mercado de Valores fue modificada en cuatro ocasio-
nes durante e] periodo que analizamos.

A) En 1983 el Congreso de la Unién conocié de una inicia-
tiva de modificaciones a esta ley que tuvo como finalidad: *

28 Fuente: Javier Mirquez, op. cit,, p. 73.

27 Programa Nacional de Financiamiento del Desarrollo, 1984-1988, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federacién el 20 de septiembre de 1984,
pégina 109.

28 Fuente: Boletin Estadfstico de la Cornisién Nacional Bancaria, corres-
pondiente a los afios 1982, 1985, 1990.

22 Fuente: Javier M4rquez, op. cit., pp. 47-70.

30 Esta iniciativa fue aprobada y publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deracién el 18 de diciembre de 1983.
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1. Regular la informacién privilegiada relativa a las socieda-
des emisoras de valores, con el objeto de evitar que las personas
vinculadas con dichas sociedades —a los intermediarios en el mer-
cado de valores y en general cualquier persona con acceso a la
mencionada informacién— la utilizase en perjuicio del piblico
inversionista.

2. Facultar a la Secretaria de Hacienda y Crédito Pablico para
establecer, mediante disposiciones de caricter general, las carac-
teristicas a que se deberi sujetar la operaci6n con los valores vy
documentos respecto de los cuales se realice oferta piblica, inscri-
tos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios.

3. Establecer que cuando los titulares de acciones registradas
realicen en forma simultinea o sucesiva operaciones que impliquen
la transmisién de 10% o méas de las acciones representativas de
una sociedad, estardn obligados a informar previamente de dichas
operaciones a la Comisién de Valores.

B) Para el periodo ordinario de sesiones del Congreso de la
Unién en 1984 se present6 otra iniciativa de reformas a esta ley,
con cuya aprobacién se eliminé la posibilidad de que las personas
fisicas sean intermediarios en el mercado de valores dejando esta
actividad exclusivamente a las casas de bolsa.®

C) En el periodo ordinario de sesiones de 1985 se presents
otra iniciativa de reformas a este ordenamiento. Este proyecto,
segin reza la exposicién de motivos respectiva, tuvo como obje-
tivos:

incorporar a la legislacién del mercado de valores disposiciones
tendientes a mejorar la organizacién administrativa y los servicios
que prestan al publico las casas de bolsa; reforzar los controles de
las autoridades competentes para prever y corregir fenémenos in-
deseables que pueden presentarse en el mercado de valores con el
propdsito de consolidarlo como alternativa de financiamiento e in-
versién; y establecer la Institucién del Fondo de Contingencia del
Mercado de Valores.®® ‘

31 Estas reformas, una vez aprobadas, fueron publicadas en el Diario Ofi-
cial de la Federacién el 8 de febrero de 1985.

32 Estas reformas fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federa-
cién el 27 de diciemnbre de 1985.
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De esta manera, en la reforma a la fraccién V del articulo 41,
: faculté a Ja Comisién Nacional de Valores para establecer, me-
iante disposiciones de caracter general, indices que relacionen la
structura administrativa y patrimonial de las casas de bolsa, con
1 capacidad méxima para realizar las operaciones que les autoriza
1 ley, tomando en cuenta el volumen y riesgo de dichas operacio-
es, los intereses del piblico inversionista y las condiciones preva-
ccientes en el mercado.

De la misma forma, las modificaciones a los articulos 51 vy
guientes de la ley, penalizaron diversas conductas que resulten
sivas a los intereses econdmicos tanto de la clientela como de las
asas de bolsa.

Por otra parte, al modificarse la fraccién VII del articulo 17
: institucionalizé el Fondo de Contingencia, que habfa venido
ancionando por un acuerdo entre la Bolsa de Valores y las casas
e bolsa. Dicho fondo se constituyé como un instrumento de garan-
la comidn de los inversionistas afectados por el incumplimiento
e obligaciones que las casas hayan contraido con ellos.

D) La dltima reforma efectuada durante el régimen presiden-
ial de Miguel de la Madrid a Ja Ley del Mercado de Valores fue
wblicada en el Diario Oficial de la Federacién el 31 de diciem-
re de 1986, y segiin la misma desaparecié el Instituto para el
depésito de Valores, abriéndose la posibilidad de creacién de “ins-
ituciones que asocien a los usuarios y los corresponsabilicen de la
restacién de los servicios de depdsito, administracién y transfe-
encia, compensacién o liquidacién de valores, requiriéndose para
llo concesién del Gobierno Federal; la experiencia internacional
2 demostrado que el desarrollo de estas entidades paraburstiles
e realiza con mayor ventaja, cuando los usuarios participan en la
dministracién de dichas entidades”.*

Si a la luz de estas modificaciones legislativas analizamos la
structura financiera tenemos que comparando agosto de 1982 con
bril de 1985, existe una leve disminucién del nimero de casas

33 Tomado de la Exposicién de Motivos de Ia respectiva iniciativa en:
darco legislativo para el cambio, México, Presidencia de la Repiblica, tomo
4, p. 205.
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de bolsa y que de las treinta en operacién dos estaban intervenida
por la Comisién Nacional de Valores y una tenia su autorizacié:
cancelada y se encontraba en proceso de liquidacién.*

C. Reformas a la legislacion sobre sociedades de inversién,
instituciones de seguros e instituciones de fianzas

1) Sociedades de inversién

En las sociedades de inversién, a decir de Javier Marquez, ¢l pa
norama es distinto, no sélo aumenta el nimero de “sociedades d
inversién comuin’ ya en operacién sino que en julio de 1985 habi.
cuatro cuya constitucién estaba en trimite. También se establec
una ‘“sociedad de inversién de capital de riesgo” vy, sobre todc
aparecen 24 “sociedades de inversién de renta fija”, de las cuale
diez debfan iniciar operaciones en junio de 1985 y la constituciés
de dos se hallaba en tramite.®

En ese marco, el 14 de enero de 1985 se publicé en el Diari
Oficial de la Federacién, una nueva Ley de Sociedades de In
versiébn que abrogé a su antecesora de fecha 31 de diciembr
de 1955. Esta ley reconoce tres tipos de sociedades de inversié
a saber: las sociedades de inversién comunes que operan con va
lores y documentos de renta fija y variable; las sociedades -de in
versibn de renta fija que operan exclusivamente con documento
y valores de renta fija y las sociedades de inversién de capital di
riesgo cuya operacién se realiza con valores y documentos emitido
por empresas que requieren recursos a largo plazo y cuyas activi
dades se relacionan con los objetivos del Plan Nacional de Desa
rrollo.

Esta ley fue modificada por primera ocasién por Decreto con
gresional publicado en el Diario Ofictal de Ja Federacién el 31 di
diciembre de 1986. Seglin sefiala la respectiva exposicién de mo

84 Datos tomados de: Méarquez, La banca mexicana, septiembre de 1982
junio de 1985, México, cemra, 1987, p. 74.
86 Ibid.
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ivos que acompafié a la iniciativa de reforma en cuestién, el
sbjeto de Ja misma fue:

...con el objeto de profundizar las acciones para revertir la de-
pendencia excesiva del crédito y estimular el uso creciente de la
inversién de capitales para promover la administracién profesional
de las sociedades de inversién comunes y de capital de riesgo y
modificar el régimen de inversién de las sociedades de inversién
de renta fija.%¢

2) Instituciones de seguros

El 14 de enero de 1985 fue publicado en el Diario Oficial de
la Federacién un Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley
General de Instituciones de Seguros que tiene por objeto: .. . agi-
lizar y. hacer més eficientes las operaciones de las instituciones de
seguros y adecuar las instituciones al nuevo esquema del sistema
financiero”, asi como “...asegurar la participaciéon directa del
Estado a través de instituciones nacionales de seguros”.*’

Segin Javier Mirquez en lo que respecta a “seguros”, se ad-
vierte la aparicién de una nueva empresa (Aseguradora Obrera,
S.A.) y la desaparicién de otra (Nueva Galicia, Cia. de Segu-
ros, S.A.). También destaca la desaparicién de tres de las seis
sociedades mutualistas que existian en agosto de 1982.%

3) Instituciones de fianzas

El 31 de diciembre de 1984 se publicé, en el Diario Oficial de la
Federacién, el Decreto que reforma y adiciona la Ley Federal de
Instituciones de Fianzas; el objeto, segin la propia exposicién

36 Tomado de: “Iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Sociedades de Inversién”, en: Miguel de la Madrid,
El marco legislativo para el cambio, septiembre a diciembre de 1986, tomo 24,
pégina 101. ‘

87 Tomado de: “Ipiciativa de Decreto de reforma y adiciones a la Ley
General de Instituciones de Seguros”, en: De la Madrid, op. cit., tomo II,
phginas 122-123,

38 Javier MArquez, op. cit., p. 72. o,



de motivos que acompafia a la respectiva iniciativa, era “facili-
tar. .. que las instituciones afianzadoras contribuyan, aun cuande
sea en forma modesta, con recursos de largo plazo para el finan-
ciamiento del desarrollo”.*

En dichas reformas se pretendié que las instituciones de fian-
zas dejaran de considerarse como organizaciones auxiliares de
crédito, recogiendo los preceptos de la ley respectiva que le son
aplicables, “ya que un régimen legal propio les permite desarro-
larse como entidades independientes y no subordinadas a una
Ley distinta” *°

Entre enero de 1982 y abril de 1985 no se altera el nimero de
instituciones de fianzas, sino que sélo cambian de nombre varias
que estaban ligadas directamente con bancos.*

III. LAS PRIMERAS REFORMAS SALINISTAS

La politica modernizadora iniciada por De la Madrid encuentra
su continuidad al tomar posesién como presidente de la Repiblica
Carlos Salinas de Gortari, para quien modernizar al Estado es
“incrementar su fortaleza, ampliando las bases sociales de su accién
¥, reconocerse como un actor que no colma todo el espacio social”.*?

En este orden de ideas, la rectoria del Estado significa: “alen-
tar, vigilar y coordinar la actividad econémica nacional, en el
marco de la Constitucion y sus leyes, a efecto de garantizar el pleno
ejercicio de la libertad de dignidad de los individuos, grupos y
clases sociales”**

En materia financiera esto significa que:

1. Debe examinarse cuidadosamente la reglamentacién rela-
tiva a banca y crédito, instituciones de seguros y fianzas, mercado
de valores y otros intermediarios financieros, para garantizar el

3% Miguel de la Madrid, op. cit., tomo II, p. 239.

40 Jbid., p. 239.

11 Javier MArquez, op. cit.,, p. 73.

42 Tomado de: Plan Nacional de Desarrollo, 1983-1994, publicado en el
Diario Oficial de la Federacién el 31 de mayo de 1989.

43 Loc. cit., p. 37.
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sano y eficiente funcionamiento de los mercados y el control del
sistema con la autonomia de gestién y la flexibilidad necesarias
para su crecimiento y adecuacién a las nuevas condiciones eco-
némicas y financieras.

2. Articular mejor las funciones del sistema bancario con las
de los intermediarios financieros no bancarios.

3. Modernizar la regulacién de los intermediarios financieros
no bancarios, especialmente del mercado de valores, para permitir
flexibilidad de adaptacién a las condiciones imperantes y evitar
préacticas que lesionan los intereses del publico.

4. Lograr la consolidacién de un mercado de capitales que
apoye cada vez en mayor medida los requerimientos financieros
de la inversién.

5. Promover decididamente la actividad aseguradora y de otros
intermediarios financieros no bancarios, como las afianzadoras, los
almacenes generales de depésito y otros.*

Al igual que su antecesor, el nuevo Presidente inicia su gestién
modificando €] marco legislativo de la estructura financiera na-
cional. Asi, en el mes de noviembre de 1989 el titular del Poder
Ejecutivo sometié a la consideracién del Congreso de la Unién
un paquete de iniciativas a la legislacién bancaria. En dicho pa-
quete se incluian enmiendas a los siguientes cuerpos normativos:

A. Ley Reglamentaria del Servicio Piblico
de Banca y Crédito

En primer lugar, la iniciativa sefiala, en su exposicién de moti-
vos, que:

el servicio piiblico de banca y crédito es uma actividad estratégica
en la economia nacional que debe alcanzar los siguientes objetivos
de carécter general: fomentar el ahorro nacional; facilitar al pd-
blico el acceso a los beneficios del servicio; canalizar eficientemen-
te los recursos financieros; promover la adecuada participacién

44 Tomado del Plan Nacional de Desarrollo de 1989-1994, publicado en
el Diario Oficial de la Federacién el 31 de mayo de 1989, 2° seccion, p. 7.
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de la banca mexicana en los mercados financieros internacionales;
procurar un desarrollo equilibrado del sistema bancario nacional
y una competencia sana entre las instituciones de banca multiple,
asi como promover y financiar las actividades y sectores que con-
forme a sus respectivas leyes orgénicas, corresponde a las institu-
ciones de banca de desarrollo.*®

Las reformas que introduce son:

1. Autoriza la emisién de certificados de la serie “C” que en
términos de la iniciativa tiene como propésito complementar al
capital social de las instituciones de crédito sin que sus tenedores
puedan participar en la administracion de la sociedad emisora,
con lo cual, afirma la propia iniciativa sometida al Congreso de
la Unién, “el Gobierno Federal seguirdi manteneindo el 66%
del capital ordinario representado por la serie ‘A’, y por ende el
control de estas sociedades conservindose la serie ‘B’ con el 34%
restante en los términos actuales™.* ‘

2. Se aumenta a 5% el nivel maximo de participacién que se
permite adquirir a cualquier persona fisica o moral. Anteriormente
este maximo era del 1%. La exposicién de motivos justifica este
cambio, seflalando que con ello se ayudaria a “evitar la especu-
lacién y contar con inversiones patrimoniales permanentes, respon-
diendo con esto a la gran aceptacién que han tenido esos titulos
en el mercado”.

3. Se amplian los derechos de los tenedores de certificados de
la serie “B”, otorgéndoles entre otros los siguientes: la posibilidad
de que aquellos que renan las tercera parte de estos certificados
puedan aplazar por una sola vez la votacién sobre cualquier asun-
to de los que deba conocer la misma y del cual requieran mayor
informacién, y que en caso de fusién o de que se reduzca el capi-
tal social, se les reembolse el importe de los certificados de apor-

45 Tomado de: “Imiciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria del Servicio Pablico
de Banca y Crédito”, en: Iniciativas de reformas a diversas leyes del sistema
financiero, México, suce, 1989, p. 1

48 Loc. cit., p. m. '

47 Loc. cit., p. IL
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tacion patrimonial a su valor en libros, segiin el Gltimo estado
financiero aprobado por el Consejo Directivo.

4. Se dan mayores atribuciones a la Comisién Consultiva, re-
forzando y elevando a rango de disposicién de ley algunas facul-
tades previstas en los reglamentos orginicos de las sociedades na-
cionales de crédito.

5. Se faculta al Consejo Directivo para nombrar al Director
General,

6. Se flexibiliza la normatividad que rige las inversiones que
realicen las sociedades nacionales de crédito en las empresas a
que se refieren los articulos 68 y 69 de la ley, asi como lo relativo
al establecimiento de oficinas y locales en el pais, liberandolas del
requisito consistente en la autorizacién especifica de la Secretaria.
Sin embargo, la dependencia citada conserva la facultad de autori-
zar e] establecimiento, cambio de ubicacién y clausura de oficinas
de las instituciones de crédito en el exterior, asi como las inversio-
nes de los bancos en entidades financieras del exterior.

7. La Comisién Nacional Bancaria deja de ser de Seguros y es
dotada con la facultad de imponer sanciones administrativas por
infraccién a las disposiciones previstas en la ley, asi como las de
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Publicos,
para los de las sociedades nacionales de crédito.

8. Se amplia el nimero de vocales de la Comisién Nacional
Bancaria de nueve a once, dindole participacién a la Secretaria
de la Contraloria General de la Federacién y una mas al Banco de
Meéxico.

9. Se suprime la facultad que tenia el presidente de la Co-
misién Nacional Bancaria para realizar inspecciones con fines fis-
cales.

B. Ley General de Instituciones de Seguros

1. Se modifica la denominacién de la Ley para dar reconocimiento
a las sociedades mutualistas de segaros, pasando a denominarse
Ley General de Instituciones de Seguros y Sociedades Mutualistas.

121



2. Se modifica la naturaleza juridica del acto administrativo
en virtud del cual pueden realizar su actividad las instituciones de
seguros, dejando de ser una concesién para convertirse en simple
autorizacién.

3. Se faculta a las instituciones de seguros para realizar opera-
ciones de reafianzamiento.

4. Se autoriza a las sociedades mutualistas para que bajo el
registro y supervisién de la autoridad, sin el requisito de la previa
aprobacién del 6rgano encargado de su inspeccién y vigilancia,
apliquen sus tarifas, primas, planes de aseguramiento, documentos
contractuales y demés elementos técnicos necesarios para su ope-
racién.

5. Se permite la inversién extranjera minoritaria en las insti-
tuciones de seguros, siempre que ésta provenga de aseguradoras,
reaseguradoras, afianzadoras y personas fisicas o morales extran-
jeras, manteniéndose la prohibicién respecto de otras entidades
financieras del exterior, asi como para los gobiermos o dependen-
cias oficiales extranjeras.

6. Se elimina la prohibicién de que en el capital de institu-
ciones de seguros participen otras instituciones de seguros, asi como
instituciones de fianzas del pais.

7. Se permite la configuracién de grupos financieros en el 4m-
bito no bancario a través de la constitucién de una sociedad regu-
ladora de acciones. La exposicién de motivos justifica esto de la
siguiente manera:

La dindmica de nuestro sistema econémico, ha propiciado que em-
presas de distinto género en el 4mbito financiero no bancario, se
interrelacionen patrimonial y operativamente mediante la partici-
pacién individual de sus accionistas en el capital de éstas, consti-
tuyéndose de hecho en grupos financieros. Esta situacién es una
realidad que debe regularse y reconocerse a través de la constitu-
cién de una sociedad controladora de acciones, en la cual se prohi-
be la participacién en su capital de inversién extranjera en ge-
neral, asi como de personas morales, instituciones de crédito o de
cualquier otro intermediario financiero, incluso los que forman
parte del respectivo grupo. La sociedad controladora se integrara
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por lo menos con tres intermediarios financieros y debera detectar
el cincuenta y un por ciento del capital pagado de cada uno de
los integrantes del grupo financiero.

8. Se crea la Comisién Nacional de Seguros y Fianzas como
érgano desconcentrado de la Secretaria de Hacienda y Crédito
Pdblico, a la cual se le encomienda la inspeccién y vigilancia de
las instituciones de seguros, de las instituciones de fianzas y de las
demas personas y empresas que de acuerdo con las leyes de esas
materias estén relacionadas con las actividades aseguradora y afian-
zadora.

C. Ley Federal de Fianzas

1. Se establece como autorizacién y no como concesién el acto
administrativo al amparo del cual pueden realizar sus actividades
las instituciones de fianzas.

2. Se permite la participacién de inversionistas extranjeros en
el capital social de las instituciones de fianzas, en forma minori-
taria, reservandose esta posibilidad a las afianzadoras, asegura-
doras, reaseguradoras, personas fisicas o morales extranjeras, o
agrupaciones de las mismas, conservindose la prohibicién al resto
de las entidades financieras del exterior.

3. Se elimina la prohibicién de que en el capital social de las
instituciones de fianzas participen otras instituciones de fianzas
e instituciones de seguros del pais, mediante la constitucién de una
sociedad controladora de acciones en la que se prohibe la partici-
pacién de inversién extranjera, reconociéndose asi la existencia
de grupos financieros no bancarios. En este caso, la tenedora de
acciones responde subsidiaria, solidaria e ilimitadamente por las
pérdidas de todos y cada uno de los intermediarios financieros.

4. Se establece un registro general que llevard la Secretaria
de Hacienda y Crédito Publico, la que estara en aptitud de eva-
luar la calidad, la seriedad y respaldo de las instituciones del ex-
terior, con las que se contrate reafianzamiento o reaseguro de las
instituciones mexicanas.
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5. Se introduce un procedimiento para exigir el reclamo de las
fianzas expedidas a su favor, que tendria una fase conciliatoria
y si es necesario un procedimiento conciliatorio.

D. Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares de Crédito

1. Se adiciona un capitulo nuevo en el cual se regula la operacién
de las empresas de corretaje financiero.

2. Se establece que es autorizacién y no concesién el acto
administrativo por el cual pueden realizar su actividad las orga-
nizaciones auxiliares de crédito.

3. Se permiite la participacién de la inversién extranjera en las
empresas de factoraje financiero en forma minoritaria, reservin-
dose esta posibilidad a almacenadoras o empresas dc factora]c
financiero del exterior, personas fisicas o morales extranjeras, o
agrupacionse de las mismas, y prohibiéndose a los gobiernos o ten-
dencias oficiales extranjeros y al resto de las entidades financieras
del exterior.

"~ 4.'Se permite la constitucién de grupos f1nanc1eros de entlda-
des financieras no bancarias.

5. Se faculta a los almacenes generales de depésito a expedir
un certificado de depésito en el que se exprese que las mercancias
que constituyen la prenda pueden encontrarse en bodega o en
transito.

6. Se derogan las fracciones VI y VII del articulo 24, que
facultaban a las arrendadoras financieras para otorgar créditos.

7. Con’ rcspecto a las uniones de crédito se amplia el lxrmte
de la tenencia accionaria del 7 al 10%.

8. Se libera a la unién de crédlto mixta del requisito de que
las actividades de todos sus socios guarden relacién entre si.

9. Se crea un titulo séptimo en el cual se regulan los intereses
del publico y se establece el mecanismo de solucién de controversias
ante la Comisién Nacional Bancaria.
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E. Ley del Mercado de Valores

Segiin Ja exposicién de motives de la iniciativa en cuestién, ‘las
orientaciones generales de politica econémica que apoyan el pro-
yecto, son la modemizacién e internacionalizacién del mercado
de valores”.

Las reformas que para lograr lo anterior se realizan son las
siguientes: ,

1. Se considera la posibilidad de que sea autorizada la emisién
de acciones sin derecho a voto y la limitacién de otros derechos
corporativos, como mecanismo de inversién puramente financiera,

2, Se redefine el concepto de informacién privilegiada y se
establece la relacién de quienes por su cargo o vinculo con las
sociedades emisoras, o que por su participacién en el ‘mercado de
valores se considera que tienen acceso a dicha informacién. A ellos
se les impone la obligacién de abstenerse de operar con valores de
la emisora con la que se encuentren relacionados, considerdndose
en tres meses el plazo necesario para realizar una nueva operacién
de naturaleza juridica contraria, en atencién a que cualquier in-
forme relevante habria sido divulgado al publico en ese lapso.

Se incluye, ademés, una multa administrativa a los infrac-
tores, y la posibilidad de que la parte afectada ejercite accién
judicial en casos concretos, asi como un plazo de seis meses en
que prescribe el derecho de ejercitar dicha accién y precluye la
facultad de la autoridad para imponer las sanciones correspon-
dientes.

Ademas se introduce la obligacién de que los operadores del
mercado jnviertan a través de fideicomisos o indirectamente en
acciones de sociedades de inversién, al adquirir acciones y certi-
ficados de aportacién patrimonial en el mercado de valores.

3. Se autoriza la creacién de grupos financieros no bancarios.

4. Se autoriza un nuevo tipo de intermediario denominado
especialista bursatil, al cual se le reserva la funcién de actuar
como mediador entre la oferta y la demanda, efectuando opera-
ciones por cuenta propia respecto de los valores en que sea regis-
trado como tal, Contrariamente a las casas de bolsa, sus opera-
ciones no se llevaran a cabo por cuenta de terceros sino frente a
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los terceros con quienes contrate, los cuales podrin ser casas de
bolsa, otros especialistas y, cuando las condiciones lo justifiquen,
directamente con el piblico inversionista.

5. Se autoriza la operacién de las casas de bolsa mexicanas en
el exterior.

6. Se recoge también la posibilidad de que el cliente pueda
elegir entre la via de la reclamacién en la Comisién Nacional de
Valores o que el ejercicio de la accién proceda ante los tribunales
competentes. :

7. Se agrega un capitulo octavo en el cual se regula la contra-
tacién bursitil, credndose el contrato de intermediacién bursatil.

F. Ley General de Sociedades de Inversién

1. Se sustituye el régimen de concesién por cl de autorizacién,

2. Se permite la adquisicién de las acciones de las sociedades
de inversién de renta fija por entidades financieras del exterior,
asi como por agrupaciones de personas extranjeras, fisicas o
morales.

IV. LA REFORMA CONSTITUCIONAL Y LA NUEVA
LEGISLACION BANCARIA

El 2 de mayo de 1990 el presidente Salinas envié al H. Poder
Constituyente Permanente una controvertida iniciativa de modi-
ficaciones a la Constitucién politica. En ella se propuso la dero-
gacién del parrafo quinto del articulo 28 constitucional, cuya atin
reciente inclusién en el texto de la Carta Magna, otrora habja
permitido la nacionalizacién del servicio ptblico de banca y cré-
dito, y que al aprobarse por el Congreso Federal primero, y pos-
teriormente por las legislaturas locales, desincorporé del sector
publico a los negocios bancarios.*®

48 Esta reforma, una vez aprobada por el Poder Constitucional Perma-
nente fue publicada en el Dairio Oficial de la Federacién el dia 27 de junio
de 1990.
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Decimos que esta modificacién constitucional fue muy contro-
vertida no sélo por lo que en si misma significaba sino también,
como qued6 acotado arriba, el propio Presidente de la Repiblica
habia dicho, apenas unos meses atrs, que el gobierno continuaria
conservando el 66% del capital social de los bancos, asi como que
“‘el servicio piblico de banca y crédito es una actividad estratégica
en la economia nacional que debe ...

Sin embargo, Salinas de Gortari sefiala, en la exposicién de
motivos que acompafié a su iniciativa de enmienda constitucio-
nal, que: “...la reforma al articulo 28 que adicioné ese quinto
parrafo en 1982, define el servicio publico de banca y crédito, sin
duda, como una muy importante actividad, pero no como una
area estratégica”.®

Empero, si la iniciativa fue controvertida, no lo debié ser tanto,
sencillamente porque el servicio piblico de banca y crédito nunca
fue de hecho nacionalizado, toda vez que siempre existieron dos
bancos privados en México: el Obrero y el City Bank; amén de
que desde enero de 1983, fecha cn la cual se aprueba la Ley Regla-
mentaria del Servicio Pdblico de Banca y Crédito, se permitié la
participacién de la iniciativa privada en el capital social de las
sociedades nacionales de crédito.”

Asimismo, la enmienda de marras no significa la privatizacién
absoluta de los servicios bancarios, la propia exposicién de mo-
tivos sefiala que ... el Estado se propone no ser accionista mayo-
ritario de todas y cada una de las instituciones bancarias y for-
talecerd aqui instituciones orientadas al fomento de actividades

3y B2

prioritarias especificas”.

4% Véase: “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley Reglamentaria del Servicio Piblico de Banca y Cré-
dito”, en iniciativa de reformas a diversas leyes del Sistema Financiero, Méxi-
co, sucre, 1989.

50 Tomado del texto de la Iniciativa, publicado en el periédico La Jornada
¢l dia 2 de mayo de 1990.

51 En efecto, el articulo 11 de la Ley Reglamentaria del Servicio Piblico
de Banca y Crédito permitia la participacién del capital privado hasta en un
34% de los certificados de aportacién patrimonial.

52 Texto publicado en el peribdico La Jornada, el dia 2 de mayo de 1990.
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Una vez que la derogacién del parrafo quinto del articulo 28
constitucional fue aprobada por el Poder Constituyente Permanen-
te, y publicada en el Diario Oficial de la Federacién el 27 de
junio de 1990, nuevamente el titular del Ejecutivo Federal re-
mitié al Congreso de la Unién la propuesta de la “Ley de Insti-
tuciones de Crédito”, que a decir de la exposicién de motivos que
la acompaifid, tiene por objeto “regular los términos en los que el
Estado ejercer4 la rectoria del Sistema Bancario Mexicano; la pres-
tacién del propio servicio de banca y crédito; las caracteristicas
de las instituciones bancarias; la organizacién y funcionamiento de
las mismas; su sano y equilibrado desarrollo, y las medidas tendien-
tes a proteger los intereses del piblico”.*® Esta iniciativa fue apro-
bada por el Congreso de la Unién y publicada en el Diario Oficial
de la Federacién el 18 de julio de 1990.

La nueva ley que se organiza en siete titulos, presenta, con
relacién a la Ley en vigor las siguientes modificaciones:

1. Se mantiene la caracteristica de que el servicio ptblico de
banca y crédito continde presentandose exclusivamente por msn-
tuciones de banca miltiple y de banca de desarrollo.

2. En ese sentido, se retoma la forma juridica de la sociedad
anénima para las instituciones de banca multiple y se mantiene
la de sociedades nacionales de crédito para las de banca de
desarrollo.

3. Las instituciones de banca miiltiple deberin recabar autori-
zacién del gobiemo federal para operar. A ese respecto, el ar-
ticulo séptimo transitorio de la iniciativa dispone que:

El Ejecutivo Federal, en un plazo de trescientos sesenta dias con-
tados a partir de la vigencia de esta Ley, expedird los decretos me-
diante los cuales se transforman las sociedades nacionales de crédi-
to, instituciones de banca miiltiple, en sociedades anénimas y de
acuerdo con las bases siguientes. . .

Con lo antenior el régimen de ejercicio privado de los negocios
bancarios se flexibiliza mas que antes de la nacionalizacién, en
virtud de que la ley de 1941 exigia la expedicién de una concesién.

52 Tomado de] texto original de la intciativa remitida al Congreso.
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4. Se permite nuevamente que las instituciones financieras del
exterior puedan establecer sucursales én nuestro pais, con el tinico
fin de que sus operaciones las lleven a cabo con residentes en el
extranjero; no pudiendo, por lo tanto, realizar en el mercado na-
cional ninguna actividad de intermiediacién financiera que re-
quiera autorizacién por parte del gobierno federal.

5. Se mantiene la posibilidad de que las entidades financieras
del exterior puedan tener oficinas de rcpr@entacmn en territorio
nacional. -

6. La integracién del capital social de las instituciones de ban-
ca ml'lltiplc comprenderia tres series de acciones, a saber:

— Serie “A”, que repr@scntana en todo tiempo el 51%, y que
sélo podrian adqumr personas fisicas mexicanas, el gobierno fe-
deral, los bancos de desarrollo, el Fondo Bancario de Proteccién
2l Ahorro y las sociedades controladoras de grupos financieros.

— Serie “B”, que representaria hasta el 49%, y ademis de
las personas sefialadas para efectos de la serie “A” podran adquirir
otras personas morales mexicanas con cliusula de exclusién de ex-
tranjeros y los inversionistas institucionales, tales como las socie-
dades de inversién.

— Serie “C”, que podrla alcanzar hasta el 30% del capital,
siendo susceptible de adquisicién por parte de las personas men-
cionadas, por las demés personas morales mexicanas e incluso por
extranjeros, siempre .que no tengan el caricter de gobiernos o de-
pendencias oficiales.

Con lo anterior, por un lado se permite la inversién extran-
jera en la banca hasta por un 30%, y por la otra se hace factible
la constitucién de grupos financieros bancarios y no bancarios, lo
que permitiria la configuracién de un escenario similar al vigente
antes de 1982.

7. Sin embargo, se limita la inversién por parte de las insti-
tuciones de crédito en titulos representativos de sociedades que no
tengan relacién funcional directa con la banca.

8. Se prevé un catélogo de causales de revocacién de la autori-
zacién, asi como mecanismos para que el Estado pueda evitar
practicas indeseables.
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En la misma fecha, 18 de julio de 1990, se publicé en el Diaric
Oficial de la Federacién la Ley para Regular las Agrupaciones
Financieras, que al tenor de su articulo 1° tiene por objeto “regu-
lar las bases de organizacién y funcionamiento de los grupos finan-
cieros; establecer los términos bajo los cuales habran de operar, asf
como la proteccién de los intereses de quienes celebren operaciones
con los integrantes de dichos grupos”.

En la misma fecha fue publicado, en el Diario Oficial de la
Federaci6n, un Decreto que “reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley del Mercado de Valores”, cuyas principales inno-
vaciones son: .

1. Se abre la posibilidad de que la Secretaria de Hacienda
y Crédito Pablico autorice la pa.rt.tmpacmn de la inversién extran-
jera en las casas de bolsa hasta en un méiximo de 30 por ciento.

2. Se permite a las casas de bolsa formar parte de agrupacio-
nes financieras.

CONCLUSIONES

El andlisis de Ja evolucién que presenta la legislacién bancaria de
“entre reformas constitucionales” permite concluir que la nacio-
nalizacién del sector bancario no forma parte de un proyecto na-
cional, ni del presidente Lépez Portillo, ni de los dos regimenes
constitucionales que le han sucedido, sino una mera éstrategia co-
yuntural del primero que intenté recuperar la’rectoria financiera
del Estado. '

Ello explica que a pesar de remediar una reforma constitu-
cional correctora de un “mal decreto nacionalizado”, de facto,
nunca existié exclusividad del sector ptblico en la prestacién de
los servicios bancarios. No sélo porque a unos meses de la enmien-
da a la Carta Magria, la legislacién secundaria permiti6é la parti-
cipacién del capital privado er esta actividad, sino también por-la
ininterrumpida presencia del Banco Obrero como un- banco pri-
vado.

En ese sentido era de esperarse que la estatizacién duraria poco
tiempo, sobre todo si se tiene en cuenta que en 1982, el Poder
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Constituyente Permanente no acepté considerar expresamente a
la banca como un 4rea estratégica sino como un sector reserva-
do al Estado.

Por otra parte, si el texto constitucional recogié temporalmente
la idea de una banca piblica Unica, ello sélo fue cierto en un
sentido restringido a los bancos y no aplicable a las instituciones
auxiliares de crédito, que siempre continuaron siendo privadas y
cuyo estatuto juridico, pocos meses antes de la segunda reforma
al articulo 28 constitucional, ya habia sido sometido al proceso de
desregulacién que modificaba el requisito de contar con una con-
cesién del Gobierno Federal para ejercerla por el de una mera
autorizacién.

Lo anterior, aunado a la posibilidad introducida en 1990 en
la ley bancaria para una mayor participacién del capital privado
en las sociedades nacionales de crédito, era ya incompatible con
una nacionalizacién bancaria que nadie habia proyectado como
estrategia nacional.
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EL REGIMEN JURIDICO DEL. COMERCIO
DE BIENES Y SERVICIOS EN MEXICO

Jost Juan GonzALez MARQUEZ,
Luis Ficueroa Diaz

INTRODUCCION

En los ltimos cien afios el desarrollo cientifico y tecnolégico ha co-
locado en el mercado productos tales como los aparatos electro-
domésticos, que por sus caracteristicas y complejidad de manejo,
dan lugar al nacimiento de nuevos riesgos en su uso, o como los
alimentos enlatados y fArmacos, que pueden, cuando se encuen-
tran en mal estado, dafiar seriamente la salud de quien los con-
sume.

Por otro lado, la divisién entre comercio e industria ha hecho
que entre consumidor y proveedor aparezca una figura interme-
dia y, en consecuencia, el dilema deslindar de quién de los dos es
la responsabilidad cuando un producto resulta defectuoso.

Ante estas situaciones los cddigos tradicionalmente considera-
dos dentro del Derecho Privado resultan incompetentes para ofre-
cer una solucién feliz a los nuevos problemas que origina el tréafico
comercial, fundamentalmente porque en éstos se desenvuelven me-
diante acuerdos juridicos en los que rige el principio de relatividad
de los contratos y de la responsabilidad por culpa.

Asimismo, el desarrollo- capitalista —y con ello el surgimiento
de las grandes empresas monopélicas— obliga a un cambio en el
“rol” del Estado, quien de ser en el siglo xxx un “Estado gendar-
me”, cuya Yinica funcién consisti6 en garantizar que entre los
miembros de la sociedad civil reinara la paz y la concordia, pasa
a ser en el siglo xx un “Estado social de Derecho”, que participa
en los mis variados campos de la politica econémica, y uno de
cuyos postulados fundamentales es a regulacién de las relaciones
de mercado. A partir de la crisis econémica de 1929, el Estado
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actia como mediador entre las categorias de contratantes, en oca-
siones ofreciendo proteccién a los sectores econémicos débiles; en
ocasiones tratando de prevenir o corregir irregularidades en el mer-
cado que pongan en peligro a la economia nacional.

Esta intervencién del Estado en la economia va generando una
nueva gama de instrumentos juridicos que ya no pueden encasi-
llarse dentro de la clasica divisién entre derecho piiblico y derecho
privado. Surgen, entonces, nuevas ramas del conocimiento juri-
dico, entre ellas lo que se ha denominado Derecho Econémico.

Otro fenémeno tipico del sistema capitalista es la concentra-
cién de capital, en donde la empresa produce bienes o servicios en
una situacién de monopolio, de manera sistematica y regular des-
tinados al consumo de un gran publico indeterminado y desorga-
nizado, lo cual hace posible que la primera pucda fijar unilateral-
mente las condiciones dc contratacién que rigen sus convcncnones
con el pubhco consurnidor.

En un primer momento, son las actividades del transporte
maritimo y de seguros las que utilizan este sistema de contrata-
cién; después los seguirdn el transporte terrestre y los ferrocarriles.
Nacen entonces los contratos de adhesién y como la doctrina es-
pafiola los denomina: condiciones generales de contratacién, que
son de naturaleza materialmente piiblica, en tanto que uno de los
contratantes es quien dicta las .condiciones 'del convenio (se dice
que dicta su ley) y la otra juega el papel de simple adherente,
rompiéndose asi con la idea que existe la’igualdad entre las partes,
y colocdndose al lado de los codxgos of1c1ales verdaderos cddigos
privados. '

La doctrina francesa de principios de sxglo —y posteriormente
la doctrina y la jurisprudencia alemanas anteriores a 1945— se-
fiala que los contratos de adhesibn —comprendiendo entre esta
categoria todos los celebrados en base a condiciones generales pri-
vadas o fijadas administrativamente— constituyen en efecto una
categoria distinta al resto de los contratos. Actualmente en Ale-
mania la doctrina y la jurisprudencia hablan de la necesidad de
distinguir los contratos concluidos mediante adhesiéon de una de las
partes a las condiciones fijadas previa y unilateralmente por la
otra, para los cuales mandan un tratamiento juridico propio y dis-
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tinto a los contratos individuales regulados por el propio Cédigo
Givil y de Comercio.

La técnica de la adhesién se va extendiendo a medida que se
amplia el sistema capitalista. El nacimiento de las grandes empre-
sas trae consigo necesidades financieras que originan el trafico
bancario, sector en el cual se contrata a base de condiciones ge-
nerales, ya que la actividad se realiza tipicamente mediante la nego-
ciacién en serie.

Por otra parte, el aumento dc los tiesgos de la vida moderna
ha dado lugar al desarrollo- de la actividad aseguradora, y tanto
los seguros privados como los sociales constituyen una de las figuras
tradicionales de los contratos de- adhesién; igual sucede con el
arréndamiento y la venta de viviendas:

Asi pues, la técnica de la adhesién ha ido invadiendo todos
les campos de la actividad econémica® y no podria ser de otra
forma, ya que presenta la ventaja, desde el punto de vista practico,
de agilizar el trifico juridico. Sin embargo las desventajas de que
adolece superan mucho a sus ventajas, sobre todo cuando la técnica
de adhesién es adoptada por todas las transacciones de mercado.

Hoy en dia, la mayor parte de los contratos que gobiernan
nuestra vida diaria son de este tipo. Asi, la libertad y la igualdad
que pregonan los Cédigos Civiles resulta seriamente afectada.

La libertad es afectada ‘por cuanto al individuo se le ofrece
una alternativa puramente ficticia de aceptar o no las condiciones
que se le ofrecen. Por ejemplo, puede elegir entre diferentes lineas
aéreas, pero no puede elegir entre diferentes condiciones de reali-
zar el viaje, quedando por tanto reducidas las opciones de satis-
faccién que postulaba la teoria clasica.

La igualdad se afecta, en tanto que una parte redacta las con-
diciones como resultado de la experiencia, de la larga reflexién y
del consejo de expertos. Mientras la otra no tiene mas que una
oportunidad para estudiarlas.®

1 Garcia Amigo, Las condiciones generales de contratacién, Madrid, Edi-
torial Revista de Derecho Privado, 1969, pp. 13-14.

2 Loc. ¢it., p. 224.

3 W. Fnedman El derecho en una sociedad en transformacion, trad Flo-
rentino M. Tomer, México, Fce, 1976.
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Por otra parte, la produccién a grandes volimenes que carac-
teriza al capitalismo en su etapa monopélica no siempre tiene su
correlativo en proporcién de demanda; en este sentido esa pro-
duccién anérquica aunada a sisternas de comercializacién también
anirquicos generalmente degeneran en presiones inflacionarias
para el sistema econémico y en mermas en el poder adquisitivo de
los consumidores. ‘

Para Ja segunda mitad del siglo xx, gran cantidad de practi-
cas desviadas predominan en el mercado, entre ellas cabe sefialar
a manera de ejemplo, la venta de productos que carecen del con-
tenido indicado en sus empaques; la venta de productos elabora-
dos bajo procedimientos que carecen del debido control de cali-
dad, como en el caso de los lacteos, los farmacos y las friturasy el
ofrecimiento al ptiblico de productos de segunda calidad, a través
de las lamadas “baratas y ofertas”; las ventas de domicilio que
sorprenden la ingenuidad del ciudadano; la falta de garantias
adecuadas en los servicios de reparacién y mantenimiento; las ven-
tas a crédito que en ocasiones triplican el precio del producto por
la via de los intereses, etcétera.

Hoy en dia, en la mayor parte de los paises de la Europa Occi-
dental se han establecido disposiciones relativas al etiquetado, res-
ponsabilidades de los productores, condiciones de los contratos,
disposiciones relativas a los bienes y servicios que se ofrecen en el
mercado, etcétera. Sin embargo, hablar de regulacién del mercado
es hablar de algo nuevo o relativamente nuevo para los paises en
desarrollo. 4

En México, el Estado emanado de la Revolucién, a lo largo
de su consolidacién histérica ha ido acufiando una serie de legis-
laciones que, en su conjunto, agrupan una serie de facultades
de las que dispone aquél para regular los distintos aspectos de la
circulacién de mercancias y que establecen las “reglas del juego”
conforme a las cuales los sectores productivos desarrollan su acti-
vidad cotidiana.

Este grupo de ordenamientos juridicos, como es propio de las
normas que conforman al derecho econémico, no son rigidas sino
més bien flexibles y de caricter instrumental. De tal forma que
si bien el Poder Publico dispone de una serie de facultades que van
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desde la mera atribucién para fijar precios maximos, hasta la po-
sibilidad de ocupar temporalmente una industria o modificar el
giro comercial de ésta, no necesariamente tales facultades se ejer-
cen cotidianamente. La aplicacién de estos instrumentos depende
de los lineamientos que se establecen en la politica econémica de
cada gestién gubernamental y que se consagran en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo de vigencia sexenal. De cualquier manera, a la
luz de tales normas el Estado mexicano dista mucho de ser ajeno
a los avatares del mercado.

Destacan entre estos ordenamientos: el Cédigo de Comercio;
el Cédigo Civil; la Ley Reglamentaria del Articulo 28 Constitu-
cional en Materia de Monopolios; la Ley de Atribuciones del
Ejecutivo Federal en Materia Econémica; la Ley Federal de Pro-
teccién al Consumidor, y la Ley General de Salud. No obstante,
en torno a estos ordenamientos giran otras disposiciones que las
complementan.

En efecto, ya desde los Cédigos Civil y de Comercio, que re-
gulan la compraventa y el arrendamiento, a través de las figuras
del dolo y la lesién, se limitaba seriamente los principios liberales
de la autonomia de la voluntad; relatividad de los contratos y
responsabilidad por culpa. Asimismo el Cédigo Penal, por supues-
to, protegia los intereses del comprador al regular la figura del
fraude.

Por otra parte, la Ley Federal de Proteccién al Consumidor
establece algunas de las normas ya existentes y agrega otras nue-
vas, pero coexistente con esa legislacién diversa y difusa que regula
supletoriamente las relaciones de consumo, generando de esta ma-
nera cierto grado de incertidumbre que confunde tanto al con-
sumidor como al proveedor respecto a las obligaciones que el
derecho les impone.
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I. REGIMEN CONSTITUCIONAL DE LA ACTIVIDAD
COMERCIAL

El articulo 5° de la Constitucién Politica de los Estados Unidos
Mexicanos dispone: :

A ninguna persona podra .impedirsele que se dedique a la pro-
fesién, industria, comercio o trabajo que:le acomode, siendo licitos.
El ejercicio de esta libertad sblo podré vedarse por determinacién
iudicial cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolu-
cién gubernamental, dictada en los términos que marque la ley,
cuando se ofendan los derechos de la soc1edad

" Por otra parte, el articulo 28 de la propia Carta Magna
sena.la

La ley castigari severamente, y las autoridades perseguirin con
eficacia, toda concentracién o acaparamiento en una o pocas ma-
nos de articulos de consumo necesario y que tenga por objeto obte-
ner un 2alza en los precios, todo acuerdo, procedim.iento o.combi-
nacién de los productores, industriales, comerciantes o empresarios
de servicios, que de cualqmer manera haga.n para evitar la libre
concurrencia o la compct.enma entre si y obligar a los consumi-
dores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que cons-
tituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias per-
sonas determinadas y con perjuicio del piblico en general o de
alguna clase-social.

Las leyes fijardn.las bases para que se sefialen precios méximos
a los articulos, materias o productos que se consideren necesarios
“para la economia nacional o el consumo popular, asi como para
imponer modalidades a la organizacién de la distribucién de esos
articulos, materias o productos, a fin de-evitar que intermediacio-
nes innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en el abasto,
asi como el alza de precios. La Ley protegerd a los consumidores
y propiciard su organizacién para el mejor cuidado de sus in-
tereses.

En el articulo 73 de la Constitucién politica se faculta al Con-
greso de la Unién para: “X. Legislar en toda la Repiblica so-
bre ... comercio...”
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A la luz de estas normas constitucionales se pueden hacer las
siguientes consideraciones:

1. En principio, en México rige la libertad de comercio.

2. Empero, esta libertad se encuentra limitada, en los siguien-
tes supuestos:

— la ilicitud; :
— cuando se afecten derechos de tercero, y
— cuando se ofendan los derechos de la sociedad.

En el primer caso la Constitucién politica no sefiala la forma
en que se lleva a cabo la limitacién a esta garantia, mientras
que en el segundo apunta que ello se harfa mediante determinacién
judicial y en el tercero por resolucién gubernamiental en los tér-
minos que marque a ley.

3. Sin embargo, la Constitucién ordena al legislador y a la
autondad administrativa, respectivamente, castigar scveramente y
perseguir con eficacia, 1as siguientes situaciones:

— toda concentracién o acaparanuento en una o pocas manos de
articulos de consumo necesario que tengan por objeto obtener
el alza de los precios;

— todo acuerdo, proccdxmlento o combinacién de los productorcs
industriales, comerciantes o empresarios de servicios, que de
cuaiquxcr manera hagan para evitar la libre concurrencia o la
compctenc1a entre si y obligar a los consumidores a pagar pre-
cios exagerados, y

— en general, todo lo que comstituya una ventaja exclusiva inde-
bida a favor de una o varias personas determinadas y con per-
JulClO del piblico en general o de a_lguna clase social.

4. Por otra parte, la Constitucién politica establece ciertos su-
puestos en los cuales la ley puede afectar la libertad de comercio,
a saber:

— sefialamiento de precios maximos a los articulos, materias pri-
mas o productos que se consideren necesarios para la economia
nacional o el consumo popular;
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— imponer modalidades a la organizacién de la distribucién de
esos articulos, materias o productos, a fin de evitar que inter-
mediaciones innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia
en el abasto, asi como el alza en los precios, y

— la proteccién a Jos consumidores.

5. La materia comercial es de competencia federal.

II. LA LEGISLACION SECUNDARIA
Y SUS REGLAMENTOS

I1.1. El Cédigo de Comercio y el Cédigo Civil

Aunque puede pensarse que la legislacién comercial por excelen-
cia es el Cédigo de Comercio, esto no es asi, ya que la mayoria
de sus contenidos son tratados en forma dispersa por otras legis-
laciones que de hecho lo han derogado materialmente, en muchas
de sus partes,

~En efecto, el Cédigo de Comercio publicado en el Diario Ofi-
cial entre los dias 7 a 13 de octubre de 1889, se organizaba en
1,437 articulos organizados en Cinco Libros de la siguiente ma-
nera:
~~ LiBro PrIMERO, conteniendo lo relativo a: los comercian-
tes, las obligaciones comunes de todos los que profesan el comercio,
y de los corredores.

~— Lmsro SEGUNDO, conteniendo lo relativo a: los actos de
comercio, las sociedades de comercio, la comisién mercantil, el
depésito mercantil, del préstamo mercantil, de la compraventa,
contratos de seguro, contrato y letras de cambio, libranzas, vales,
pagarés, cheques y cartas de crédito, el transporte por vias terres-
tres o fluviales, la prenda mercantil, la moneda, y las instituciones
de crédito.

— Lmro TERCERO, conteniendo lo relativo a: comercio ma-
ritimo.

— LiBro CuaRrTO, conteniendo lo relativo a las quiebras y a
las prescripciones.
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— Lmro QUINTO, conteniendo lo relativo a los juicios mer-
cantiles.

De estos Cinco Libros los tnicos que estan plenamente vigen-
tes son el primero y el quinto, en virtud de que del Libro Segundo
tnicamente los titulos que se refieren a-los contratos mercantiles,
con excepcién del contrato de seguro y de la prenda mercantil,
edtan vigentes, aunque sujetos 2 muchas reglas-de excepcién que
establece la Ley Federal de Proteccién al Consumidor.

Por su parte, los demés titulos deteste Libro han sido sustituidos
por-las siguientes leyes: General de Sociedades Mercantiles, Ge-
neral de Titulos y Operaciones de Crcdlto, y Sobre el Contrato
de Seguro.

-El Libro Tercero fue totalmente sustxtmdo por la-Ley-de Na-
vegacién y Comercio Maritimo del 10 de enero de 1963; y el
Libro Cuarto fue derogado por la Ley de Quiebras y Susperision
de Pagos publicada en el Diario Oficial el 20 de abril' de 1943.

* Aunado a lo anterior, en virtud de lo dispuesto por el articulo
segundo del Cédigo de Comercio, el Cédigo Civil es supletorio
a falta de disposicién aplicable sobre la materia que nos ocupa, es
decir sobre el comercio de bienes y servicios, a pcsar de ser aquél
una legislacién de caracter local. :

En consecuencia, el comercio de bienes y servicios se regula
por las pocas disposiciones que quedan vigentes en el Cédigo de
Comercio, supletoriamente por el Cédigo Civil y por los distintos
aspectos que en forma dispersa se regulan en otras leyes que dan
forma a lo que establece el articulo 28 constitucional ya referido,
en ocasiones en forma de excepciones a lo que establece expresa-
mente- el derecho comin y en ocasiones regulando aspectos que
no habian sido tocados por el viejo Cédigo de Comercio. Analice-
mos estas reglas.
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11.2. Otras legislaciones comerciales

A. La regulacién sobre el comercio de
productos que pueden generar perjuicios
econémicos o dahos fisicos

AL La proteccién contra dafios en materia econémica es uno de
los campos m4s antiguos para nuestro derecho. Jorge Barrera Graf
sefiala que desde el Cédigo Civil de 1928 se tomaron algunas me-
didas al respecto, toda vez que los tres principios clasicos del dere-
cho privado: la autonomia de la voluntad, el efecto relativo de los
contratos y la responsabilidad por culpa, fueron restringidos.*

" La autonomia de la voluntad, continiia sehalando Barrera Graf,
fue restringida por las siguientes razones:

1. Las partes no pueden modificar los requisitos esenciales del
contrato ni los que sean consecuencia de su naturaleza ordinaria.

2. La voluntad de los particulares no puede eximir de la ob-
servancia de la ley ni alterarla o modificarla. Sélo pueden renun-
ciarse a los derechos privados que no afecten al interés piblico (ar-
ticulo 6° del CC).

3. No se licita la renuncia de derechos que implique perjuicio
a derechos de terceros, ni tampoco su abuso (articulos 11, 840 y
1912 del CC).

4. El incumplimiento de un contrato no puede dc_]ax'sc al -ar-
bitrio de una de las partes (articulo 1797). -

5. El cumplimiento-y la ejecucién deben hacerse de acuerdo
a los principios de la buena fe (articulos 1796 y 1832).

6. El interés del dinero en caso de mutuo y de crédito no debe
ser desproporcionado en atencién a la situacién pecuniaria, la
inexperiencia o la ignorancia del deudor (articulos. 2395 y 17
del CC).°

El principio de relatividad de los contratos resulta afectado
no sélo en los varios casos de estipulaciones en favor de terceros,

4 Véase: Barrera Graf, La Ley Federal de Proteccion al Consumidos, con-
ferencias leidas en la escuela de Derecho de la uia, los dias 11 y 18 de marzo
de 1967.

5 Loc. cit.
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sino también en los casos de solidaridad y de responsabilidad vi-
caria de los articulos 1923 y 1924, asi como la de relaciones de
dependencia de que habla el articulo 55 del CC.

Por otra parte, continia Barrera Graf, si bien rige el principio
de responsabilidad por culpa, el Cddigo introduce las figuras de
responsabilidad objetiva y de la responsabilidad aquiliana regulada
en el articulo 1910. Para la responsabilidad aquiliana cabe la po-
sibilidad, al margen de toda idea del dolo, culpa o negligen-
cia, de imponer responsabilidad a quien obra en contra de la ley
de las buenas costumbres, pero siempre que no exista culpa inex-
cusable de la victima.®

Para el caso de la responsabilidad objetiva se puede respon-
sabilizar a los propietarios por el uso de mecanismos, instrumentos,
aparatos o sustancias peligrosas por cualquier causa que sin dere-
cho origine el dafio [articulos 1913 y 1932).

Por su parte, el Cédigo Penal también otorga proteccién eco-
némica al consumidor al regular la figura del fraude: “El fraude
se ha definido como un delito patrimonial consistente en obtener
mediante falacias o engafios o por falsos artificios la usurpacién
de cosas 6 derechos ajenos”.

El Cédigo Penal, en su articulo 386, regula lo que se conoce
como el fraude genérico al disponer: “El que engafiando 2 uno
o aprovechindose dé él. .. se hace ilicitamente de una cosa o al-
canza el lucro indebido”. ‘

En el articulo 387 se encuentran regulados:

A. El fraude por falta de entrega de ]a cosa o devolucién del
precio.

B. El fraude por doble venta de una misma cosa.

En este apartado cabe aclarar que el propio Cédigo Civil pro-
tege al consumidor a través del saneamiento en caso de eviccién
(articulo 2119).

Para la Ley Federal de Proteccién al Consumidor se prescinde
de la culpa como presupuesto de la responsabilidad del provee-
dor y del derecho del consumidor al resarcimiento de dafios, am-

6 Ver articulo 3° de Ja Ley Federal de Proteccidén al Consumidor.
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pliando ademas la teoria’ del riesgo creado y de responsabilidad
objetiva y consagrando el principio de responsabilidad del pro—
ductor.”

Sin embargo, los principios consagrados en tal .ordenamiento
Unicamente son aplicables cuando se trata de una relacién de con-
sumo. Por tal se entiende aquella relacién que se entabla entre un
consumidor y un proveedor. En donde el consumidor es la persona
que contrata para su utilizacién la adquisicién, uso o disfrute. de
bienes o la prestacién de un servicio. Por. proveedor se entiende a
todo comerciante, industrial o prestador de servicios, ya sea per-
sona fisica o moral, piblica o privada.® En consecuencia, en los
casos en los cuales no se involucra a una relacién de consumoy son
aplicables las normas del derecho privado y es requisito el elemento
de la culpa.

Cabe sefialar que el concepto que la Ley Federal de Proteccién
al Consumidor da de comerciante difiere un tanto del concepto
que ofrece el Cédigo de Comercio, por cuanto ésta sefiala que co-
merciantes serdn: “quienes hagan del comercio su ocupacién ha-
bitual o realicen aunque fuera accidentalmente, un acto de comer-
cio y su objeto sea la compraventa o arrendamiento de bienes
muebles o la prestacién de un servicio”

A.2. Por lo que hace a Jos dafios ps1cof151cos que pucden cau-
sarse a] consumidor, la Ley de Proteccién al Consumidor no se
ocupa de esta materia, dejandola a la competencia de la Ley de
Salud del 7 de febrero de 1984, que sefiala en su articulo tercero:

En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general:

XXII. El control sanitario de productos y servicios y de su
importacién y exportacidn;

XXIV. El control sanitario de los establecimientos dedicados
al proceso de los productos incluidos en las fracciones XXII y
XXIII, v

XV. El control sanitario de la publicidad de las actividades,
productos y scrvicios a que se refiere esta Ley.

7 Articulo 3° de la LFPC.
8 No obstante, existen estudios que muestran cémo esta ley es sistem4ti-
cametne violada en las emisiones cotidianas.
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A partir de esta base la ley establece toda una reglamenta-
cién sobre: alimentos y bebidas no alcohélicas; bebidas alcohdlicas;
medicamentos; estupefacientes; sustancias psicotrépicas; produc-
tos de belleza y perfumeria; productos de aseo; tabaco; asi como
plaguicidas, fertilizantes y sustancias téxicas.

Tanto la ley como dos reglamentos de esta misma establecen las
sanciones que se hacen responsables quienes violan estas disposicio-
nes, a saber: el Reglamento del Control Sanitario de la Publicidad
y el Reglamento de Alimentos, Bebidas y Medicamentos.

B. La regulacién sobre contra
pricticas comerciales desviadas

Este es el tépico que se trata con menos orden por nuestro sistema
juridico, debido a que se encuentra disperso en una variedad de
cuerpos normativos y por su parte la propia Ley Federal de Pro-
teccién al Consumidor no Jo trata con mucho sisterna.

B.I. La reglamentacién de la publicidad

La reglamentacién de la publicidad queda confiada a distintos or-
denamientos juridicos. No es nuestra intencién transcribir aqui el
contenido de tales, sino simplemente hacer alusién a la gran diver-
sidad de éstas.

En la Ley Federal de Radio y Televisién se reglamenta en
los articulos 67 a 72 lo referente a la relacién entre tiempo des-
tinado a la programacién y tiempo destinado a la transmisién
de anuncios publicitarics, asi como al tiempo de publicidad que se
puede transmitir en los distintos horarios, un poco pensando que
el auditorio varia en las distintas horas del dia. Asi por ejemplo
durante el tiempo en que los menores observan su programacién
no podrin transmitirse anuncios referidos a bebidas alcohdlicas.®
Sobre esto existe un reglamento de los articulos 41 a 48 de la

® Ver: articulos 5° a 19 de la LFPC.
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citada ley, en el cual s¢ entra al mayor abundamiento sobre
el tema.

Por otra parte la Ley General de Salud dedica todo el Titulo
Decimotercero y un reglamento especifico a la reglamentacién de
la publicidad, sefialando en su articulo 300:

Con el f{in de proteger la salud puablica, es competencia de la Se-
cretaria de Salubridad y Asistencia la autorizacién de la publicidad
que se refiera a la salud, al tratamiento de las enfermedades, a la
rehabilitacién de los invalidos, al ejercicio de las disciplinas para
la salud y a los productos v servicios a que se refiere esta Ley. ..

La Ley Federal de Proteccién al Consumidor destina los ar-
ticulos 5° al 19 a la regulacién de la publicidad general, estable-
ciendo la obligacién de informar verazmente al consumidor y
prohibiendo en consecuencia toda ‘leyenda que pueda inducir
a error y que sea utilizada de manera dolosa, tales como: “pro-
ducto de exportacién”, etcétera.®

Por otra parte la Ley Federal de Proteccién al Consumidor es-
tablece que los datos que ostentan los productos y sus etiquetas,
envases o empaques —y la publicidad respectiva— estardn en
idioma espafiol, en términos comprensibles y legibles y conforme
al sistema general de pesas y medidas, salvo que se trate de pro-
ductos destinados a la exportacién.

Ademas, debera indicarse cul es el estado que guarda la mer-
cancia al momento de la operacién y el grado de peligrosidad de
la misma.

10 El artfculo 16 de la LFPC sefiala: “En las promociones y ofertas se
obgervarin las reglas siguientes:

I. En los anuncios respectivos, deberdn indicarse las condiciones, el tér-
mino de duracién o el volumen de mercancias del ofrecimiento. Si no se fija
plazo ni volumen, se presume que son indefinidas hasta en tanto se haga del
conocimiento publico la revocacién, de modo adecuado y por los mismos
medios de difusién.

II. Todo consumidor que refina los requisitos respectivos tendrid derecho,
durante el término en tanto exista el volumen de mercancias del ofrecimien-
to, a la adquisicién de los productos o 2 la prestacibén del servicio objeto de
la promocién u oferta. ‘

II1. Las dem4s que se establezcan en el reglamento respectivo’.
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Asimismo, se regula la necesidad de que la publicidad se some-
ta a dictamen previo de la autoridad ptiblica (sin que tal acto sea
obligatorio) Una vez aprobada ésta, ya no podra ser impugnada
asi la autorizacién por parte de la autoridad, simplemente cons-
tituye una garantia de su veracidad. De acuerdo con los articulos
quinto y octavo el proveedor serd responsable por la emisién de
publicidad no veraz.

B.2. La regulacién de las garantias

El sistema de garantias es tocado por primera vez hasta la pro-
mulgacién de la Ley Federal de Protecciéon al Consumidor, y se
regula en los articulos 11 y 12 de la misma, refiriéndose funda-
mentalmente a la facultad que tendra la Secretaria de Comercio
para fijar las condiciones minimas que debe contener una péliza
de garantia y al cumplimiento efectivo de las mismas. Por otra
parte se deja claro que cuando se venden mercancias de uso o defi-
ciencia deberi establecerse asi en los comprobantes que se ex-
pidan.

B.3. Reglamentacién de las promociones y ofertas

Las promociones y ofertas habfan sido consideradas como practi-
cas tendientes a la constitucién de monopolio en la Ley Orgénica
del Articulo 28 Constitucional, pero en la nueva Ley Federal de
Proteccién al Consumidor pasan. a ser permitidas en tanto que
reguladas.**

La ley de referencias define como promocién: “el ofrecimien-
to al plblico de bienes o servicios, con el incentivo de proporcionar
adicionalmente otro objeto o servicio de cualquier naturaleza”, y
como oferta “el ofrecimiento al piblico de productos o servicios,

11 Sefiala, ademids, la ley que toda promocién requiere de autorizacién.
Ver articulo 17.
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en iguales condiciones a las que prevalecen en el mercado, a pre-
cios rebajados o inferiores a éste”.”

La autorizacién de este tipo de operacioncs estd sujeta a las
siguientes condiciones:

1. Requieren de autorizacién. .

2. Quedan sujetas a las reglas que marca la ley.

3. Generan responsabilidad desde antes de la aceptacion.

4. La declaracién unilateral obliga, a diferencia del Sistema del
Cédigo Civil, en que la declaracién unilateral de voluntad pue-
de ser provocada segun los articulos 1860 a 1863.

B.4. Reglamentacién de las operaciones a crédito

Si bien es cierto que estas operaciones se reglamentan ya en el
Cédigo Civil y en el Cédigo de Comercio, éstos se refieren Gnica-
mente a operaciones individuales, y en cambio en la LFPC se re-
quiere y regula a las operaciones de crédito masivas (articulos 20 y
siguientes), alterando en forma significativa los postulados de los
cbdigos tradicionales. Estas modxflcamona pueden resumirse en
las siguientes:

1. Se introduce la obligacién de informar por parte del pro-
veedor sobre el precio de contado del bien o servicio, el monto de
los intereses y la tasa a que ellos se calculan, el total de los intere-
ses a pagar, el monto y detalle de cualquier cargo si lo hubiera, el
nimero de pagos a realizar, cantidad a pagar en total por dicho
bien o servicio y el derecho que tiene el consumidor a pagar por
adelantado con Ia consecuente reduccién de los intereses. Este tipo
de reglamentacin era inexistente en los cédigos tradicionales y
su ausencia dio lugar a grandes abusos.*®

2. Se reglamentan los montos con interés y se modifica el sis-
tema civil en los sigujentes puntos:

12 Ver articulo 20 de la LFPC.
13 Ver articulo 23 de la LFPC.
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a) La base para el clculo de intereses en la LFPC es el saldo
insoluto, en cambio en el sistema civil éstos pueden capitalizarse.'

b) La tasa de interés en el sistema civil es libre, en cambio
en la LFPC éstos son fijados por la Secofin, aunque de hecho
esta facultad no ha sido ejercida.*

3. Por lo que hace a intereses moratorios, no podran capita-
lizarse.*

4. Se elimina Ja posibilidad del anatoicismo.”

5. El pago de intereses slo podra ser exigido por periodos ven-
cidos.™®

6. Se establecen sanciones para la contravencién de estas
reglas.’®

a) Existe la posibilidad de calificar de inexistente una opera-
cién con el consecuente pago de dafios y perjuicios y de devolucién
de lo pagado.

b) Existe la posibilidad de la declaracién de nulidad.

¢) Existe la posibilidad de la sancién penal por el delito de
usura.

B.5. La regulacién del contrato
de prestacién de servicios

Ya en el Cédigo Givil se ha reglamentado este tipo de contrato
pero en la LFPC se introducen algunas nuevas reglas relativas
a éstos.

1. Se introduce la obligacién de utilizar partes y refacciones
nuevas bajo pena de sancidn y de obligacién de sustituir de nueva
cuenta las refacciones usadas por nuevas.

2. Se establece un sistema de garantias por el plazo de treinta
dias seguidos a la prestacién del servicio. Por lo que hace a pro-

14 Ver articulo 22 de la LFPC.

16 Ver articulo 25 de la LFPC.

18 Ibidem.

17 Ibidem.

18 Ver articulos 26, y 31 a 35 de la LFPC.
19 Ver articulo 63 de la LFPC.
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ductos de reparacién o limpieza o reacondicionamiento, etcétera,
se deber4 indemnizar al consumidor si la cosa se pierde o deteriora
por causa de la deficiencia del servicio.
3. Se establece la obligacién de que las tarifas sean piiblicas.
4. No debera discriminarse a nadie que solicite un servicio.
5. Se prohibe la diferencia de precios por la intermediacién.
6. Se obliga a los proveedores a otorgar comprobantes por los
trabajos efectuados.

B.6. La regulacién de las ventas a domicilio

Una figura que se venia realizando a iltimas fechas y que es re-
gulada por primera vez en la LFPC, es la que sefiala en su articu-
lo 46 que: “. .. por venta a domicilio se entiende la que se propone
a una persona fisica en el lugar en donde habita en forma per-
manente o transitoria o en el de su trabajo”. Como regla basica
para este tipo de operaciones se establece que el consentimiento
se perfecciona hasta pasados 5 dias habiles después de la fecha
de la firma del contrato.

B.7. La regulacién de los precios

La problematica relativa a la fijacién de precios maximos se en-
cuentra regulada en los articulos 2° y 3° de la Ley de Atribuciones
del Ejecutivo Federal en Materia Econémica, asi como en la Ley
Reglamentaria del Articulo 28 Constitucional en Materia de Mo-
nopolios, articulos 7° y 8% en donde se otorga la facultad al Eje-
cutivo Federal para fijar precios maximos en determinados ar-
ticulos por conducto de la hoy Secretaria de Comercio y Fomento
Industrial.

C. La regulacién de los contratos de adhesion

Es por primera vez en el articulo cuarto de la Ley Federal de
Proteccién al Consumidor cuando se define al contrato de adhesién
como aquel cuyas clausulas han sido aprobadas por alguna autori-
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dad o redactadas unilateralmente por el proveedor sin que la con-
traparte pueda discutir su contenido.

Sin embargo, en la ley no se reglamentan las pricticas de
adhesién sino simplemente se faculta a la Procuraduria Federal
del Consumidor para “vigilar que los contratos de adhesién no
contengan cliusulas que establezcan prestaciones desproporciona-
das a cargo de los consumidores o les imponga obligaciones inequi-
tativas”.?®

El clausulado de los contratos de adhesién puede ser modifi-
cado a mocién de la Procuraduria, para lo cual se distinguen dos
procedimientos:

1. Cuando se trata de contratos que han sido autorizados o
aprobados por una autoridad publica, ésta tomard las medidas
pertinentes, previa audiencia con el proveedor para modificar el
clausulado.

2. Cuando se trata de contratos que no requieren autorizacién
o aprobacién de alguna autoridad piblica, la Procuraduria, en
representacién del interés colectivo de los consumidores, gestionard
en un plazo no mayor de cinco dias a partir de que se conozca el
caso, ante los proveedores respectivos, Ja modificacién del clausu-
lado. En este caso, si no se obtiene un resultado satisfactorio en
treinta dias, la Procuraduria podré:

a) Advertir al ptblico de la anormalidad del contrato en cues-
tién, por si o a través del Instituto Nacional del Consumidor.

b) Demandar ante los tribunales la nulidad de las clausulas
en cuestién.

¢) Elevar a la consideracién del Ejecutivo Federal las medi-
das conducentes para regular el contenido de los contratos re-
feridos.

De lo cual se desprende que Ia Procuraduria carece de facul-
tades de autoridad para modificar por si misma el contenido del
contrato.

20 Reforma del afio 1988.
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E. La regulacién sobre calibracién de los productos

La Ley de Metrologia y Normalizacién, aprobada por el Congreso
de la Unién durante el periodo ordinario de sesiones septiembre-
diciembre de 1987, recoge los sistemas mundialmente reconocidos
de calibracién, pesas y medidas, garantizando con ello que el con-
sumidor reciba el producto que compra justamente en las canti-
dades acordadas.”

F. Los mecanismos de arbitraje
de controversias comerciales

Aunque como comentabamos, el Libro Quinto del Cédigo de Co-
mercio, relativo a los juicios mercantiles, se encuentra plenamente
vigente, sin embargo en la Ley Federal de Proteccién al Consu-
midor se contempla un mecanismo de solucién de controversias
mercantiles entre consumidor y proveedor que en su primera fase
(conciliatoria) es obligatorio cuando el que demanda es el consu-
midor y alternativo en su segunda fase (arbitraje).

CONCLUSION

Como queda visto en este muy breve repaso de las normas que
regulan el comercio de bienes y servicios en México, la abrogacién
del Cédigo de Comercio seria un mero acto de formalizacién, toda
vez que la mayoria de los aspectos comerciales estén regulados
en otras legislaciones.

El Cédigo Civil, siendo una legislacién local, regula varios de
los aspectos mercantiles que no encuentran marco regulatorio en
el Cédigo de Comercio.

En consecuencia es necesario pensar en la posibilidad de un
nuevo Cédigo de Comercio que agrupe las normas ahora disper-
sas en distintos cuerpos normativos.

21 Ver fraccién VIIT del articulo 58 de 1a LFPC.
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Este trabajo merece ser saludado con interés por los
estudiosos, ya que pretende contribuir a colmar
algunas de las lagunas académicas, y que debera

seguirse por otras obras, toda vez que a partir de la
década de los 80 se aprecia un giro que pone en
entredicho las conclusiones, pocas por cierto, que se
habian logrado en aiios pasados: el
intervencionismo estatal, el sector piiblico expansivo
y el dinamismo del gasto, asf como la regulacién de
la vida social, han cedido lugar a la reforma del
Estado, la reestructuracién paraestatal, el
saneamiento de las finanzas puablicas, el reequilibrio
entre el poder estatal y la sociedad, y la
implantacién de una nueva economia fincada en la

eficiencia, la productividad y la iniciativa particular.

Lic. José Francisco Ruiz Massieu

A\

Casa abierta al tiempo



